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Estudio a la Evolución Jurídica de los Derechos que asisten a los Grupos de Atención 
Prioritaria constantes en la Constitución de la República de 2008 
 
 
La condición constitucional del niño, la niña y el adolescente dentro de nuestra Carta Magna ha 
ido evolucionando de manera notoria gracias al influjo de la normativa internacional y a las 
conquistas internas de este importante grupo social. Han pasada de ser considerados simples 
objetos de tutela a sujetos de derechos. En un principio en nuestra naciente República 
ecuatoriana, fueron visualizados como personas inconclusas, por tanto no eran titulares de 
derechos, más adelante en virtud de la Doctrina Irregular de la niñez y adolescencia, implantada 
a nivel mundial hace casi dos décadas, como una pacífica revolución de los derechos del niño y 
del adolescente, la mayoría de Estados introdujeron modificaciones o reestructuraciones 
legislativas en sus leyes internas para acoger los principales parámetros de la doctrina de 
protección integral, puesto que ésta surge en el marco de los derechos humanos de manera 
evolutiva, dejando atrás la divergida doctrina de la situación irregular que imperó en casi todas 
las legislaciones por un tiempo cercano a un siglo, esta moderna doctrina tiene su sustento 
principal en el famoso principio del “Interés Superior del Niño”, que hoy se ve plasmado a 
plenitud en la vigente Constitución de la República del Ecuador 2008. 
 
 
Palabras clave:  
DERECHOS DE LOS GRUPOS DE ATENCIÓN PRIORITARIA 
PRINCIPIO PRO HOMINE 















Study of the Law Evolution the rights of Priority Attention Groups constant in the 
Republic Constitution of 2008 
 
The constitutional status of girls, boys and teenagers nine our Constitution has greatly evolved, 
thanks to the contribution of the international regulatory bodies and internal advances 
concerning this relevant social group. They have evolved from simple protection objects to law 
subjects. In the inception of our republic, they were understood as incomplete people, due to the 
fact they were not titular of rights. Afterwards, due to the irregular doctrine of childhood and 
adolescence, introduced worldwide almost two decades ago, as a pacific revolution on 
children´s and teenagers ‘rights, most of the States introduced amendments and legislative 
restructuration in internal law to welcome the main parameters of the integral protection 
doctrine, because it was acquired in the frame of human rights as an evolutional process. The  
irregular situation doctrine that prevailed in almost all legislations of the world for almost of the 
“Child´s” Supreme Interest”, that currently is provided in the effective Constitution of the 
Republic of Ecuador 2008. 
 
Keywords: 
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Durante muchos siglos, los niños fueron sometidos al mismo tratamiento legal que los adultos, 
no importaba pues si el delito era cometido por un adulto, por un adolescente o por un niño, 
todas las violaciones a la ley penal eran sancionadas de la misma forma. El límite de la 
inimputabilidad se fijó a la corta edad de 9 años, los infractores de la ley que superaban dicha 
edad, eran privados de su libertad. 
 
A finales del siglo XIX surgen movimientos reformistas dirigidos a separar a los menores del 
Derecho Penal encaminado hacia los adultos; en palabras de Alex Plácido, surge una novedosa 
orientación que se opuso a la historia y que consideraba que el Derecho Penal debía reservarse 
para los adultos, mientras que los menores que incurrieran en delitos debían recibir una 
consideración jurídica distinta. 
 
Frente a la dramática y nefasta reclusión que sufrían niños mayores de 09 años y menores de 18, 
estos movimientos reformistas propugnan ideas protectoras, que planteaban incluir legislaciones 
especiales que asegurarán un tratamiento particular y exclusivo para los menores de edad. 
 
Analizando las bondades que estas ideas proteccionistas proporcionaban a los menores 
infractores de la ley penal, es que se decide ampliar este mismo ámbito protector hacia los 
menores en estado de abandono, a los menores en situación de riesgo y a aquellos menores 
cuyos derechos se habían visto vulnerados, así surge la doctrina de la situación irregular. En 
realidad la ampliación, se dio en la idea que dichos factores (abandono, riesgo, etc.), podrían 
desencadenar futuras desviaciones o ser posibles orígenes o causas de comportamientos 
delictuosos. 
 
Una definición clara que nos ayuda a entender perfectamente esta doctrina, es la 
brindada por el Instituto Interamericano del Niño, el cual la definía como:  
 
“…aquella en que se encuentra un menor tanto cuando ha incurrido en hecho antisocial, como 
cuando se encuentra en estado de peligro, abandono material o moralmente o padece un 
déficit físico o mental. Dícese también de los menores que no reciben el tratamiento, la 




Una vez surgida, la doctrina de la situación irregular provocó una masiva reforma en casi todas 
las legislaciones del mundo, los países de habla hispana en los que se incluye Ecuador, 
adoptaron normas que recogían los principios de dicha doctrina. 
 
La doctrina de la situación irregular exigía la protección del niño y su reeducación, basado en la 
naturaleza misma de los menores que infringían las leyes penales y aquellos que se encontraban 
en situación de abandono, niños que representaba un peligro social, por lo que el Estado en 
pleno uso de sus facultades debía controlarlos a través de políticas y normas de control. 
 
La niñez y la adolescencia fueron entendidas como etapas de la vida del ser humano previas a su 
madurez adulta, a las que la ley debía asignarles una condición jurídica especial denominada 
minoridad. Y respecto del ámbito jurisdiccional, a esta doctrina se le llamó “paternalista”; el 
Estado otorgó a los llamados jueces de menores absoluto poder discrecional, con objetivos 
proteccionistas; en los procesos judiciales entablados no existía el contradictorio, únicamente 
importaba la tutela que el Estado a través del juez debía otorgar a los menores en situación 
irregular. La razón de esto es simple, si el ámbito proteccionista de la doctrina eliminó cualquier 
sanción penal tratándose de menores infractores de la ley, bajo el manto de la inimputabilidad, 
tanto el acusatorio, como la defensa, ya no tenían razón de ser, después de todo y en todos los 
casos, el juez siempre iba a adoptar un carácter tuitivo, proteccionista. 
 
La doctrina de la protección integral significó un nuevo paradigma en el tratamiento de los 
derechos humanos del niño, entiéndase por niño a toda persona menor de 18 años, tal y como 
propugna la Convención sobre los Derechos del Niño, esta doctrina surgió para superar a su 
antecesora, la doctrina de la situación irregular, que había influido en todos los códigos de 
menores durante casi todo el siglo XX. A nivel internacional, la doctrina de la protección 
integral es uno de los más grandes aportes que brindó a la humanidad la Convención sobre los 
Derechos del Niño, celebrada por el Asamblea de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 
1989. En palabras de Daniel O’ Donnell, la Convención atribuye una gran importancia al 
principio de la unidad familiar y a la responsabilidad conjunta de la familia y el Estado en la 
protección de los derechos del niño, al tiempo que realiza un significativo aporte a la legislación 
sobre derechos humanos al definir el contenido de los derechos de la familia, describiendo con 
gran detalle la red de derechos y deberes que interrelacionan al niño, la familia y el Estado. 
 
La doctrina de la protección integral se centra por tanto en dos claras posiciones, por un lado 
reconoce que el niño por su condición de ser humano en desarrollo requiere que se le reconozca 
una protección especial atendible a su intrínseca naturaleza de debilidad, de vulnerabilidad; y 
por otro lado, se le brinda la calidad de sujeto de derechos y deberes. 
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Queda claro entonces que la Convención plasma la doctrina de la protección integral como el 
nuevo arquetipo, que debe ser recogido, respetado y regulado por las legislaciones internas de 
los Estados firmantes; la doctrina de la protección integral reseña como su intrínseca esencia el 
hecho que el niño, sin importar su edad, su sexo, su condición social, etc.; debe ser considerado 
como sujeto de derechos; el niño a partir de ese momento es capaz de ejercer por sí mismo 
derechos fundamentales y al mismo tiempo, asume también deberes. Otro de los cambios 
propugnados, fue la eliminación del término “menor” al que hacía referencia la doctrina de la 
situación irregular, por el término “niño”. 
 
El niño dejó de ser objeto del binomio compasión-represión y objeto de tutela por parte del 
Estado propugnado por la doctrina de la situación irregular, para convertirse en sujeto pleno de 
derechos. Se estableció con acierto un tratamiento jurídico disímil entre las categorías de niño 
infractor de la ley penal y niños en estado de abandono y en situación de riesgo, a los cuales la 
doctrina de la situación irregular les brindó exactamente el mismo tratamiento. Asimismo y en 
forma claramente evolutiva, se estableció un grado de responsabilidad para el niño que infrinja 
la ley penal atendiendo al grupo heterogéneo al que pertenezca, es decir atendiendo su especial 
naturaleza en base a su edad, a su comprensión del hecho delictuoso, a su grado de madurez, 
etc. 
 
Igualmente se estableció que la privación de la libertad ambulatoria ante una infracción de la ley 
penal, debía ser en realidad la medida de última ratio, la excepción, nunca la regla, procurando 
que en caso de que no quede más alternativa que la privación de la libertad, el plazo de la 
condena sea el más exiguo posible. 
 
Asimismo, la Convención fortaleció y consagró al Interés Superior del Niño, como principio 
rector que sirve como garantía de aseguramiento respecto de los derechos sustantivos del niño, 
así ante el conflicto, ante la interpretación y ante cualquier decisión donde estén involucrados 
derechos de niños, sea ante una entidad pública, privada, administrativa o judicial, debe primar 
y guardarse preferencia por el interés del menor. 
 
Casa adentro la evolución constitucional en la concepción del niño, niña y adolescente se ve 
marcadamente en las dos últimas Cartas Políticas; pues en la derogada Constitución Política de 
1998, al niño se lo concibe como miembro del grupo vulnerable (Art. 47) en cambio en la 
actual Constitución de la República de 2008, pasa a formar parte del grupo de atención 
prioritaria y especializada (Art. 35), transformación normativa que incide notoriamente en 
todo el Ordenamiento Jurídico Nacional. 
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La presente investigación científica, compuesta de cinco: 
 
En el capítulo primero, titulado: ANÁLISIS A LA CONCEPCIÓN CONSTITUCIONAL DE 
GRUPO VULNERABLE.- CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1998, se abordará: la 
evolución histórica, definición, características, importancia, puntualización legal, los derechos 
que devienen de dicha concepción, la declaración de los derechos humanos y la declaración de 
los derechos del niños. 
 
Dentro del capítulo segundo, denominado: ESTUDIO A LA CONCEPCIÓN 
CONSTITUCIONAL DE GRUPO DE ATENCIÓN PRIORITARIA.- CONSTITUCIÓN 
DE LA REPÚBLICA 2008, se realizará un análisis a: la evolución histórica, definición, 
características, importancia, puntualización legal, derechos que devienen de dicha concepción, 
esfuerzos internacionales e importantes declaraciones internacionales, que al respecto ha 
realizado la Comunidad Internacional. 
 
En el capítulo tercero, titulado: ESTUDIO DEL PRINCIPIO PRO HOMINE, se estudiará los 
principios, las garantías, los derechos, la trascendencia e importancia del principio pro homine 
en la concreción de los derechos de los grupos de atención prioritaria. 
 
Dentro del capítulo cuarto, titulado: INVESTIGACIÓN DE CAMPO, se realizará el diseño de 
los instrumentos de investigación, la aplicación de los instrumentos y recolección de la 
información y la elaboración de gráficos y cuadros estadísticos. 
 
Finalmente, el capítulo quinto, titulado: PROPUESTA, contendrá posibles reformas a las 
siguientes normas legales: Constitución de la República 2008, Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia y Código Orgánico de la Función Judicial. 
 
Por lo cual el presente tema investigativo es merecedor de una amplia investigación científica 
que nos permita exponer que beneficios derivan de la renovada concepción constitucional del 









1 ANÁLISIS A LA CONCEPCIÓN CONSTITUCIONAL DE 
GRUPO VULNERABLE.- CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1998 
Supremacía constitucional.- panorama normativo de la pretérita Constitución Política de 
1998.- 
 
La Constitución Política del Ecuador de 1998 era la norma fundamental de la cual se derivan 
todas las demás reglas que regían y organizaban la vida en sociedad de los ecuatorianos dentro 
del pasado Estado Social de Derecho. La Constitución como fuente suprema del Ordenamiento 
Jurídico ocupaba el más alto rango dentro de la pirámide normativa y a ella se subordinaba toda 
la legislación. 
 
Para ello, y con la lógica legalidad propia del Estado Social de Derecho, se encontraba en plena 
vigencia el principio de prevalencia o supremacía de la Constitución consagrado en el artículo 
272 de nuestra pasada Ley Fundamental, en los siguientes términos:  
 
“La Constitución prevalece sobre cualquier otra norma legal. Las disposiciones de leyes 
orgánicas y ordinarias, decretos - leyes, decretos, estatutos, ordenanzas, reglamentos, 
resoluciones y otros actos de los poderes públicos, deberán mantener conformidad con sus 
disposiciones y no tendrán valor alguno si, de algún modo, estuvieren en contradicción con 
ella o alteren sus prescripciones”. (Constitución Política del Ecuador, 1998)  
 
Supremacía constitucional que en la práctica no se evidenciaba, pues a pesar de establecerse 
dentro de la derogada norma constitucional plausibles derechos a favor de la niñez y 
adolescencia jamás llegaron a concretarse. 
 
Sin embargo cabe tener en cuenta la valía del principio universal de la supremacía 
constitucional así en Derecho Comparado, encontramos interesantes desarrollos sobre el tema: 
la Corte Constitucional de Colombia, por ejemplo, (Sentencia T-60 M.P. Ciro Angarita Barón 
Cfr. Título II, capítulos 1, 2 y 3 de la Constitución Política de Colombia), ha fijado su sentido y 
alcance. A saber:  
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“La posición de supremacía de la Constitución sobre las restantes normas que integran el 
orden jurídico, estriba en que aquélla determina la estructura básica del Estado, instituye los 
órganos a través de los cuales se ejerce la autoridad pública, atribuye competencias para 
dictar normas, ejecutarlas y decidir conforme a ellas las controversias y litigios que se 
susciten en la sociedad, y el efectuar todo esto, funda el orden jurídico mismo del Estado. La 
Constitución se rige en el marco supremo y último para determinar tanto la pertenencia al 
orden jurídico como la validez de cualquier norma, regla, decisión que formulen o profieran 
los órganos por ella instaurados. El conjunto de los actos de los órganos constituidos -
Congreso, Ejecutivo y jueces, se identifica con referencia a la Constitución y no se reconoce 
como derecho si desconoce sus criterios de validez. La Constitución como ley superior precisa 
y regula las formas y métodos de producción de las normas que integran el ordenamiento y es 
por ello “fuente de fuentes”; norma normarum. Estas características de supremacía y de 
máxima regla de reconocimiento del orden jurídico propias de la Constitución, se expresan 
inequívocamente en el texto del artículo 4”1. (Ciro Anagrita Barón Cfr. Título II, Capítulos 1, 
2 y 3 de la Constitución Política de Colombia) 
 
Las consecuencias que se derivan del principio de supremacía apuntan no sólo al 
reconocimiento de una norma jurídica como piedra angular filosófica - política que rige todas 
las actividades estatales y a la cual están subordinados todos los ciudadanos y los poderes 
públicos, sino que legitima además las normas jurídicas que se expidan congruentes con ella.  
 
Dicho de otro modo: la preceptiva constitucional es norma fundamental en una dimensión tanto 
axiológica como instrumental (proporciona los mecanismos para lograr armonía y coherencia en 
la aplicación de la Constitución), y en ese orden de ideas, el principio de supremacía da cabida a 
la consagración de garantías fundamentales como fines prioritarios del Estado, y el 
establecimiento de controles de todo el ordenamiento y de una jurisdicción especial de velar por 
su integridad. 
 
De ahí que, la integridad y supremacía de la norma fundamental puede ser considerada como un 
verdadero derecho fundamental de las personas, naturales o jurídicas, que al amparo de diversas 
modalidades se concede a ellas por la propia Constitución para vigilar su acatamiento y obtener, 
cuando ello no ocurra, que los poderes públicos ejerzan sus competencias dentro de los límites 
fijados por la Carta Magna, se inspiren en sus valores y principios y respeten, en todas las 
circunstancias, los derechos y garantías de las personas. 
                                                     
1
 SENTENCIA T-60 M.P. CIRO ANGARITA BARÓN CFR. TÍTULO II, CAPÍTULOS 1, 2 Y 3 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA. 
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Máxime si sobre un grupo social el texto constitucional ofrece mayores prerrogativas como el 
caso de la niñez y adolescencia concebido en la pasada Constitución Política de 1998 como 
grupo vulnerable. 
 
La Supremacía de la Constitución, esto es, la posición de privilegio que este texto ocupa en el 
ordenamiento jurídico del Estado, obedece no sólo al hecho de contener los principios 
fundamentales que lo constituyen y de los cuales derivan su validez las demás normas positivas; 
sino también, a la circunstancia de proyectar la ideología y filosofía política, social y económica 
que finalmente dirige y orienta las relaciones internas de los gobernantes y gobernados como 
integrantes activos de la comunidad estatal. 
 
La Constitución Política de 1998, por lo argumentado debió ser considerada como “norma de 
normas”. Tanto más si consideramos que el Ordenamiento Jurídico se reconoce como un todo 
gobernado, primeramente en la Ley Fundamental, toda vez que, a partir de ella se desarrolla 
dinámicamente los poderes constituidos.  
 
Tanto más cuando, no podría la Constitución orientar el proceso normativo y el conjunto de 
decisiones que se derivan de su propia existencia, si sus preceptos no fuesen acatados por todas 
las autoridades y las personas.  
 
Recordemos que el pasado Tribunal Constitucional, cabeza de la jurisdicción constitucional, 
tenía asignado primordial aunque no exclusivamente, la misión de mantener la integridad y la 
supremacía de la Constitución, de lo cual dependía que ésta pueda observar su connotación 
normativa y su poder de imperio contra todo acto u omisión de los poderes constituidos.  
 
La afirmación de rango normativo superior de la Constitución Política de 1998 se traducía en 
los fallos que dictaba esta Magistratura, a través de los cuales esta Judicatura cumplía su función 
de máximo y auténtico intérprete de la Carta. Estas dos calidades del Tribunal surgieron de su 
posición institucional como garante de la supremacía de la Constitución, cuyo sentido y alcance 
le correspondía inequívocamente establecer frente a todos y cada uno de los órganos del Estado, 
lo mismo que frente a las personas, que igualmente le debían obediencia. 
 
La voluntad normativa contenida en la Constitución no podía precisarse al margen de la 
interpretación. La función del Tribunal Constitucional se movía en el campo de la 
interpretación. La parte resolutiva de las resoluciones de esta Magistratura sólo eran la 
consecuencia inexorable y puntual de las razones y criterios que en ellas se exponía sobre el 
contenido o alcance de un determinado precepto constitucional. Por eso la doctrina 
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constitucional, en lo que se refiere a las sentencias de exequibilidad o inexequibilidad, señaló 
que la cosa juzgada se extiende también el argumento que sirve de sustento indubitable al fallo 
que se pronuncia. No podría ser de otra manera.  
 
En la parte resolutiva se concretaba la decisión de declarar una disposición legal como 
inexequible o de revocar o confirmar, por ejemplo, una sentencia de amparo venida en grado, al 
paso que en la normativa sea explícita mediante la actividad interpretativa lo que la Constitución 
efectivamente manda u ordena. 
 
Sin embargo, tanto la derogada Constitución Política de 1998 y el Tribunal Constitucional, en la 
práctica no lograron dar viabilidad a los legítimos derechos de los niños y adolescentes 
concebidos como grupo vulnerable. 
 
Análisis a la concepción constitucional de grupo vulnerable 
 
Históricamente los derechos de las personas han pasado por etapas muy difíciles de superar, 
determinados grupos sociales han sido víctimas de diversas formas de exclusión, discriminación 
y vulneración de sus derechos de parte de sectores de poder. Sin embargo, el avance de las 
ciencias, el progreso del pensamiento analítico ha provocado la aparición de nuevas teorías 
respecto a las personas y el trato igualitario que merecen tener.  
 
Con la aparición del Humanismo en el siglo XVIII Montesquieu y Rousseau, sus máximos 
exponentes se pronunciaron en este aspecto, esgrimiendo argumentos que luego nutrirían en su 
esencia los derechos universales del hombre y del ciudadano. Hay que recordar que 
Montesquieu, hablando del rechazo de una civilización hacia otra, sostenía que: “…cada cual 
llama barbarie lo que no forma parte de su costumbre”. 
 
Estas teorías filosóficas al unificarse con los planteamientos políticos de las clases sociales han 
contribuido a fundamentar el reconocimiento de derechos, no en vano el reconocimiento formal 
de los derechos civiles fueron producto de la lucha por la libertad de la incipiente clase burguesa 
de Francia, descontenta por el trato absolutista de la Monarquía Europea que desconocía los 
derechos fundamentales a la vida y la libertad. Posteriormente, la clase obrera supera esta visión 
de los derechos y crea las condiciones para que formalmente se reconozcan los derechos 
complementarios conocidos como económicos, sociales y culturales, fundamentados en el 
pensamiento de Hegel y Marx. 
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Durante toda esta etapa de desarrollo progresivo de los derechos humanos, algunos sectores de 
la sociedad se han visto marcadas también por algunas concepciones de carácter moralistas, 
legalistas y hasta fundamentalistas, que no obstante la grave presión organizativa de los 
colectivos para que se reconozcan dichos avances en derechos, han marcado también un freno a 
su progresividad y han creado temor por sus alcances. 
 
Con la evolución de los derechos humanos, los Estados han adoptado diversas formas de 
composición y ejercicio de su función pública que estén acorde a las circunstancias históricas de 
regulación. Es decir que este proceso de construcción de los Estados para gobernar las 
sociedades empezó su evolución después de que el absolutismo fuera abolido después de los 
acontecimientos de la Revolución Francesa, luego aparece el Estado de Derecho con sus 
diferentes manifestaciones que se mantiene firme en los países anglosajones y de la Unión 
Europea particularmente, después el Estado Social de Derechos propio estilo del llamado 
Capitalismo con rostro social. 
 
Posteriormente el Estado Socialista asociado al comunismo e inspiración de Lenin y Marx; 
finalmente la versión contemporánea del Estado Constitucionalista que establece la idea de 
constitución y supremacía; la soberanía del pueblo, el republicanismo y la democracia 
representativa como régimen político; la distribución vertical del poder público, el federalismo, 
el regionalismo político y el parlamentario de gobierno; el rol del Poder Judicial como garante 
del Estado y del principio de legalidad; y el control jurisdiccional de la constitucionalidad de las 
leyes. 
 
Esta evolución estatal ha incidido enormemente en la cosmovisión constitucional de los grupos 
sociales, sobre todo de aquellos cuyas demandas siempre han sido rezagadas por intereses 
clasistas. Lamentablemente, esta condición de invisibilidad lo han soportado por siglos los 
niños, las niñas y los adolescentes, pues sus requerimientos, a la sazón de tratarse de demandas 
que bien se pueden atender en el futuro fueron archivados bajo modelos políticos infructuosos. 
Así cabe citar la concepción de grupo de atención vulnerable, que a todas luces, restó 
significativamente la posibilidad de viabilizar en la práctica los legítimos derechos y garantías 
constitucionales de los niños, las niñas y los adolescentes. 
 
De todas maneras las clases desprotegidas o vulnerables se han impuesto y han logrado que el 
Estado deje de ser el sujeto de derechos que ostentaba en la época Absolutista y Medieval para 
convertirse en el sujeto pasivo de los derechos, es decir sobre quien recae la obligación de hacer 
efectivo los mismos, logrando que el centro de la atención y el fin mismo de los derechos sean 
los seres humanos.  
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Constitución Política de 1998 
 
La pretérita Constitución Política de 1998, literalmente, manifestaba: 
 
Sección Quinta 
DE LOS GRUPOS VULNERABLES 
 
Art. 47.- En el ámbito público y privado recibirán atención prioritaria, preferente y 
especializada los niños y adolescentes, las mujeres embarazadas, las personas con 
discapacidad, las que adolecen de enfermedades catastróficas de alta complejidad y las de la 
tercera edad. Del mismo modo, se atenderá a las personas en situación de riesgo y víctimas de 
violencia doméstica, maltrato infantil, desastres naturales o antropogénicos. 
 
Art. 48.- Será obligación del Estado, la sociedad y la familia, promover con máxima prioridad 
el desarrollo integral de niños y adolescentes y asegurar el ejercicio pleno de sus derechos. En 
todos los casos se aplicará el principio del interés superior de los niños, y sus derechos 
prevalecerán sobre los de los demás. 
 
Art. 49.- Los niños y adolescentes gozarán de los derechos comunes al ser humano, además de 
los específicos de su edad. El Estado les asegurará y garantizará el derecho a la vida, desde su 
concepción; a la integridad física y psíquica; a su identidad, nombre y ciudadanía; a la salud 
integral y nutrición; a la educación y cultura, al deporte y recreación; a la seguridad social, a 
tener una familia y disfrutar de la convivencia familiar y comunitaria; a la participación 
social, al respeto a su libertad y dignidad, y a ser consultados en los asuntos que les afecten. 
El Estado garantizará su libertad de expresión y asociación, el funcionamiento libre de los 
consejos estudiantiles y demás formas asociativas, de conformidad con la ley. 
 
Art. 50.- El Estado adoptará las medidas que aseguren a los niños y adolescentes las 
siguientes garantías:  
Atención prioritaria para los menores de seis años que garantice nutrición, salud, educación y 
cuidado diario. 
Protección especial en el trabajo, y contra la explotación económica en condiciones laborales 
peligrosas, que perjudiquen su educación o sean nocivas para su salud o su desarrollo 
personal. 
Atención preferente para su plena integración social, a los que tengan discapacidad. 
Protección contra el tráfico de menores, pornografía, prostitución, explotación sexual, uso de 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas y consumo de bebidas alcohólicas. 
Prevención y atención contra el maltrato, negligencia, discriminación y violencia. 
Atención prioritaria en casos de desastres y conflictos armados. 
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Protección frente a la influencia de programas o mensajes nocivos que se difundan a través de 
cualquier medio, y que promuevan la violencia, la discriminación racial o de género, o la 
adopción de falsos valores. 
 
Art. 51.- Los menores de dieciocho años estarán sujetos a la legislación de menores y a una 
administración de justicia especializada en la Función Judicial. Los niños y adolescentes 
tendrán derecho a que se respeten sus garantías constitucionales. 
 
Art. 52.- El Estado organizará un sistema nacional descentralizado de protección integral 
para la niñez y la adolescencia, encargado de asegurar el ejercicio y garantía de sus derechos. 
Su órgano rector de carácter nacional se integrará paritariamente entre Estado y sociedad 
civil y será competente para la definición de políticas. Formarán parte de este sistema las 
entidades públicas y privadas. 
Los gobiernos seccionales formularán políticas locales y destinarán recursos preferentes para 
servicios y programas orientados a niños y adolescentes. 
 
Art. 53.- El Estado garantizará la prevención de las discapacidades y la atención y 
rehabilitación integral de las personas con discapacidad, en especial en casos de indigencia. 
Conjuntamente con la sociedad y la familia, asumirá la responsabilidad de su integración 
social y equiparación de oportunidades. 
El Estado establecerá medidas que garanticen a las personas con discapacidad, la utilización 
de bienes y servicios, especialmente en las áreas de salud, educación, capacitación, inserción 
laboral y recreación; y medidas que eliminen las barreras de comunicación, así como las 
urbanísticas, arquitectónicas y de accesibilidad al transporte, que dificulten su movilización. 
Los municipios tendrán la obligación de adoptar estas medidas en el ámbito de sus 
atribuciones y circunscripciones. 
Las personas con discapacidad tendrán tratamiento preferente en la obtención de créditos, 
exenciones y rebajas tributarias, de conformidad con la ley. 
Se reconoce el derecho de las personas con discapacidad, a la comunicación por medio de 
formas alternativas, como la lengua de señas ecuatoriana para sordos, oralismo, el sistema 
Braille y otras. 
 
Art. 54.- El Estado garantizará a las personas de la tercera edad y a los jubilados, el derecho 
a asistencia especial que les asegure un nivel de vida digno, atención integral de salud 
gratuita y tratamiento preferente tributario y en servicios. 
El Estado, la sociedad y la familia proveerán a las personas de la tercera edad y a otros 
grupos vulnerables, una adecuada asistencia económica y psicológica que garantice su 




La ley regulará la aplicación y defensa de estos derechos y garantías. 
 
De todos los derechos transcritos cabe preguntarse: ¿cuáles de ellos llegaron a concretarse en 
la práctica? Tristemente, la respuesta es muy pocos debido al lirismo constitucional que por 
años tiene secuestrado a nuestro Ecuador, que mediante mandatos constitucionales ha querido 
cambiar la dura realidad de los grupos por años marginados e invisibilizados, como si la razón 
de su dura situación económico-social se debiera a falta de norma expresa. 
 
Penosamente, debemos denunciar que los niños, las niñas y los adolescentes, deben sortear 
difíciles caminos para sobrevivir en la vorágine del mundo capitalista, no por falta de normativa 
constitucional, sino más bien, por la inobservancia de la misma. Lo cual significa que tanto en el 
pretérito Estado Social de Derecho como en el nuevo Estado Constitucional de Derechos y 
Justicia Social, lo que imposibilita la concreción real y práctica de sus derechos y garantís 
constitucionales es la latente falta de voluntad política que entre otras cosas se evidencia en la 
no asignación de presupuesto. 
 
Resulta evidente que el pasado Mandato Constitucional de 1998, como el que hoy nos rige, en 
virtud del interés superior del nuño busque a ultranza mejores y preferentes derechos a los 
niños, las niñas y los adolescentes. Sin embargo, en esa ardua tarea, diferentes factores marcan 
su inviabilidad, como los medios que llevan a su real concreción práctica. 
 
Por lo que es prudente dejar en claro que, la concepción de vulnerabilidad establecida en el 
pasado mandato constitucional dentro del paradigma estatal Social de Derecho, tuvo como 
razón de ser, el de proteger activamente los derechos de los niños, niñas y adolescentes, aun 
cuando dicho derecho, no pudo llegar a visualizarse en la praxis. 
 
Pese a ello se debe dejar de manifiesto que por acción de la Declaración Universal de los 
derechos de los niños y el principio -también universal- del interés superior del niño nuestros 
cuerpos constitucionales, a su modo y manera, desean reposicionar a este grupo social tan 
marginado e invisibilizado. 
 
 
1.1 EVOLUCIÓN HISTÓRICA  
 
Durante muchos siglos, los niños fueron sometidos al mismo tratamiento legal que los adultos, 
no importaba pues sí el delito era cometido por un adulto, por un adolescente o por un niño, 
todas las violaciones a la ley penal eran sancionadas de la misma forma.  
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Tal es así que, el límite de la inimputabilidad se fijó a la corta edad de 9 años, los infractores de 
la ley que superaban dicha edad, eran privados de su libertad. 
 
Hacia fines del siglo XIX surgen movimientos reformistas dirigidos a separar a los menores del 
Derecho Penal dirigido hacia los adultos; en palabras de Alex Plácido, surge una novedosa 
orientación que se opuso a la historia y que consideraba que el Derecho Penal debía reservarse 
para los adultos, mientras que los menores que incurrieran en delitos debían recibir una 
consideración jurídica distinta 
 
Frente a la dramática y nefasta reclusión que sufrían niños mayores de 9 años y menores de 18, 
estos movimientos reformistas propugnan ideas protectoras, que planteaban incluir legislaciones 
especiales que asegurarán un tratamiento particular y exclusivo para los menores de edad. 
 
Analizando las bondades que estas ideas proteccionistas proporcionaban a los menores 
infractores de la Ley Penal, se decide ampliar el ámbito protector hacia los menores en estado 
de abandono, a los menores en situación de riesgo y a aquellos menores cuyos derechos se 
habían visto vulnerados, así surge la doctrina de la situación irregular. La ampliación, se dio en 
la idea que dichos factores. 
 
Una definición clara que nos ayuda a entender perfectamente esta doctrina, es la brindada por el 
Instituto Interamericano del Niño:  
 
“…la situación irregular es aquella en que se encuentra un menor tanto cuando ha incurrido 
en hecho antisocial, como cuando se encuentra en estado de peligro, abandono material o 
moralmente o padece un déficit físico o mental. Dícese también de los menores que no reciben 
el tratamiento, la educación y los cuidados que corresponden a sus individualidades” 
(Instituto Interamericano de Niño, 2013). 
 
Una vez surgida, la doctrina de la situación irregular provocó una masiva reforma en casi todas 
las legislaciones del mundo, los países de habla hispana, adoptaron normas que recogían los 
principios de dicha doctrina. 
 
La doctrina de la situación irregular exigía la protección del niño y su reeducación, basado en la 
naturaleza misma de los menores que infringían las leyes penales y aquellos que se encontraban 
en situación de abandono, niños que representaba un peligro social, por lo que el Estado en 
pleno uso de sus facultades debía controlarlos a través de políticas y normas de control. 
14 
La niñez y la adolescencia fueron entendidas como etapas de la vida del ser humano previas a su 
madurez adulta, a las que la ley debía asignarles una condición jurídica especial denominada 
minoridad. 
 
En el ámbito jurídico, a esta doctrina se le llamó “paternalista”; porque el Estado otorgó a los 
llamados jueces de menores absoluto poder discrecional, con objetivos proteccionistas; en los 
procesos judiciales entablados no existía el contradictorio, únicamente importaba la tutela que el 
Estado a través del juez debía otorgar a los menores en situación irregular.  
 
La razón de esto es simple, si el ámbito proteccionista de la doctrina eliminó cualquier sanción 
penal tratándose de menores infractores de la ley, bajo el manto de la inimputabilidad, tanto el 
acusatorio, como la defensa, ya no tenían razón de ser, después de todo y en todos los casos, el 
juez siempre iba a adoptar un carácter tuitivo, proteccionista. 
 
La Doctrina de la Protección Integral surgió hace casi dos décadas, como una pacífica 
revolución de los derechos del niño y del adolescente, su origen se remonta a la Convención 
Internacional de los Derechos del Niño adoptada por las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 
1989. En cumplimiento de la Convención, la mayoría de Estados firmantes han introducido 
modificaciones o reestructuraciones legislativas en sus leyes internas para acoger los principales 
parámetros de la doctrina de protección integral.  
 
La doctrina de la Protección Integral surge en el marco de los Derechos Humanos de manera 
evolutiva, dejando atrás a la divergida doctrina de la Situación Irregular que imperó en casi 
todas las legislaciones por un tiempo cercano a un siglo, esta moderna doctrina tiene su sustento 
principal en el famoso principio del Interés Superior del Niño.  
 
La UNICEF detalló de forma clara esta evolución señalando que pasamos del binomio 
compasión-represión al binomio protección-vigilancia; dejamos de considerar en situación 
idéntica al abandono y a la criminalidad, separándolas, y estableciendo la responsabilidad 
juvenil, para aquellos menores que infrinjan la ley penal, esto acredita plenamente la condición 
de sujeto de derecho que hoy ostentan niños y adolescentes. 
 
La Doctrina de la Protección Integral significó un nuevo paradigma en el tratamiento de los 
derechos humanos del niño, entiéndase por niño a toda persona menor de 18 años, tal y como 
propugna la Convención sobre los Derechos del Niño, esta doctrina surgió para superar a su 
antecesora, la doctrina de la Situación Irregular, que había influido en todos los códigos de 
menores durante casi todo el siglo XX. 
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A nivel internacional, la doctrina de la protección integral es uno de los más grandes aportes que 
brindó a la humanidad la Convención sobre los Derechos del Niño, celebrada por el Asamblea 
de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989. En palabras de Daniel O’ Donnell, la 
Convención atribuye una gran importancia al principio de la unidad familiar y a la 
responsabilidad conjunta de la familia y el Estado en la protección de los derechos del niño, al 
tiempo que realiza un significativo aporte a la legislación sobre derechos humanos al definir el 
contenido de los derechos de la familia, describiendo con gran detalle la red de derechos y 
deberes que interrelacionan al niño, la familia y el Estado. 
 
La Doctrina de la Protección Integral significó una reafirmación, una consagración y porque no 
decirlo, una vigorización de los derechos humanos del niño, en efecto, se reconoce a los infantes 
todos los derechos humanos reconocidos para las personas adultas, con un añadido especial 
importante y que atiende a la naturaleza misma de la niñez, el reconocimiento de derechos 
propios que responden a la especial condición de la persona que no ha alcanzado la plenitud de 
su desarrollo físico y mental. 
 
Se centra por tanto en dos claras posiciones, por un lado reconoce que el niño por su condición 
de ser humano en desarrollo requiere que se le reconozca una protección especial atendible a su 
intrínseca naturaleza de debilidad, de vulnerabilidad; y por otro lado, se le brinda la calidad de 
sujeto de derechos y deberes. 
 
Para Daniel O’ Donnell, la doctrina de la protección integral se construye sobre tres bases 
fundamentales:  
 
“el niño como sujeto de derechos, el derecho a la protección especial, y el derecho a condiciones de vida 
que permitan su desarrollo integral”. 
 
Queda claro entonces que la Convención plasma la doctrina de la protección integral como el 
nuevo arquetipo, que debe ser recogido, respetado y regulado por las legislaciones internas de 
los Estados firmantes; la doctrina de la protección integral establece su accionar sobre el niño, 
sin importar su edad, su sexo, su condición social, etc.; es decir toda aquella persona que tenga 
menos de 18 años de edad, debe ser considerado como sujeto de derechos; el niño a partir de ese 
momento es capaz de ejercer por sí mismo derechos fundamentales y al mismo tiempo, asume 
también deberes.  
 
Otro de los cambios propugnados, fue la eliminación del término menor al que hacía referencia 
la doctrina de la situación irregular, por el término niño. El niño dejó de ser objeto del binomio 
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compasión-represión y objeto de tutela por parte del estado propugnado por la doctrina de la 
situación irregular, para convertirse en sujeto pleno de derechos. Se estableció con acierto un 
tratamiento jurídico disímil entre las categorías de niño infractor de la ley penal y niños en 
estado de abandono y en situación de riesgo, a los cuales la doctrina de la situación irregular les 
brindó exactamente el mismo tratamiento. Asimismo y en forma claramente evolutiva, se 
estableció un grado de responsabilidad para el niño que infrinja la ley penal atendiendo al grupo 
al que pertenece, es decir atendiendo su especial naturaleza en base a su edad, a su comprensión 
del hecho delictuoso, a su grado de madurez, etc. 
 
Igualmente se estableció que la privación de la libertad ambulatoria ante una infracción de la ley 
penal, debía ser en realidad la medida de última ratio, la excepción, nunca la regla, procurando 
que en caso de que no quede más alternativa que la privación de la libertad, el plazo de la 
condena sea el más exiguo posible. 
 
Asimismo, la Convención fortaleció y consagró al Interés Superior del Niño, como principio 
rector que sirve como garantía de aseguramiento respecto de los derechos sustantivos del niño, 
así ante el conflicto, ante la interpretación y ante cualquier decisión donde estén involucrados 
derechos de niños, sea ante una entidad pública, privada, administrativa o judicial, debe primar 
y guardarse preferencia por el interés del menor. 
 
En Latinoamérica la doctrina de la protección integral se diseminó durante la década de los 
noventa, uno de los primeros cuerpos legislativos que la adoptó fue el Estatuto da Crianca y do 
Adolescente, de Brasil en 1990, que dispone en su artículo 3:  
 
“El niño y el adolescente gozan de todos los derechos fundamentales inherentes a la persona 
humana, sin perjuicio de la protección integral de que trata esta Ley, asegurándoles, por ley o 
por otros medios, todas las oportunidades y facilidades, con el fin de facultarles el desarrollo 
físico, mental, moral, espiritual y social, en condiciones de libertad y dignidad” (Estatuto da 
Crianca y do adolescente, 1990). 
 
Al Estatuto brasileño le siguieron los códigos sobre la niñez de Bolivia y Ecuador de 1992 y el 
Código del Niño y del Adolescente de Perú de 1993, el Código de República Dominicana y Del 
Salvador de 1994, el de Venezuela de 1998, el de Paraguay del año 2003, etc. Todas estas 
legislaciones se sustentaron en la doctrina de la protección integral. Subrayando las bondades de 
la Doctrina de Protección Integral, Daniel O’ Donnell, decía con claridad que el concepto de 
protección integral implica un rechazo del concepto tutelar de protección, en el cual la principal 
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medida de protección era la separación del niño de su entorno familiar, por considerar a los 
padres como amenaza para el bienestar del niño.  
 
Es el rechazo de un sistema de protección desprovisto de garantías, porque éstas se 
consideraban innecesarias y hasta inconvenientes, puesto que se entendía todo lo que se hacía, 
era para el bien del niño. Un sistema que, en vez de ayudar al niño a recuperar su autoestima y 
desarrollar un proyecto de vida, les privaba de libertad y vulneraba su dignidad, preparándoles 
para una vida de marginalización y violencia. El concepto de corresponsabilidad, en vez de 
culpar a las familias que no podían ofrecerles a sus hijos condiciones dignas de vida, reconoce 
su derecho a programas y políticas sociales que les permita cumplir con sus deberes hacia sus 
hijos. 
 
De acuerdo con la actual Constitución de la República del Ecuador 2008 (Art. 45 y siguientes) 
en nuestro Ordenamiento se enarbola el principio del interés superior del niño a tono con los 
preceptos promulgados por el Derecho Universal, así también se establece como prioridad la 
atención, resguardo y protección de los legítimos derechos y garantías de los niños y 
adolescentes ecuatorianos. Sin embargo, a ello, la realidad de la niñez y adolescencia da claras 
muestras de que hoy como en el pasado las vastas normas constitucionales y legales son 








“Es la cualidad que legítima a un órgano judicial, para conocer de un determinado asunto, con exclusión 
de los demás órganos judiciales de la misma rama de la jurisdicción” (Diccionario de la Real Academia 




“Comprobación inspección, verificación, gobierno, dominio, dirección”. (Diccionario de la Real 




DERECHO DE ALIMENTOS:  
 
“Es aquel que la ley otorga a una persona en cuya virtud está facultada para reclamar de otra con la 
cual, generalmente, le liga un vínculo de parentesco, los bienes necesarios para subsistir modestamente 
de un modo correspondiente a su posición social”. (Cabanellas, 1986) 
 
DERECHO CONSTITUCIONAL:  
 
“El Derecho Constitucional es el conjunto de normas jurídicas que regulan la organización 
fundamental del Estado”. (García Pelayo, 1993) 
“Es la rama del derecho público que estudia las normas constitucionales”. (Díaaz, 1986) 
 
“El Derecho Constitucional clásico se centra en la Constitución como esquema de normas de 
organización y utiliza el método positivo. Posiciones doctrinales más modernas propugnan un 
enfoque dinámico, que incluya el estudio de las ideologías y la realidad social en que se 
enmarca la norma constitucional”. (Loewenstein, 1976) 
 
El Derecho Constitucional comparado estudia las Constituciones de distintos Estados, 
examinando sus peculiaridades y contrastes. (García Pelayo, 1986) 
 
La denominación de Derecho Constitucional consta de dos términos: un sustantivo (derecho) y 
un adjetivo “constitucional”. Se conjugan un elemento sustancial y otro que lo califica y lo 
delimita. El elemento adjetivo deriva a su vez de un sustantivo, la constitución, y como tal 
cumple la función de hacer referencia a ella.  
 
El Derecho Constitucional equivale a un derecho referente a la constitución o a derecho de la 
constitución. Por lo que es preciso emitir una definición de este importante cuerpo legal.  
 
Empecemos por distinguir el significado lingüístico y el jurídico: en el lenguaje común se utiliza 
la palabra constitución para significar la “esencia y cualidades de una cosa que la constituyen y la 
diferencian de las demás”. (Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, 2004) 
 
En el lenguaje jurídico nos referimos a un significado bastante aproximado al usual, pues se la 
emplea para significar el ordenamiento de las distintas partes de un conjunto, no debe 
sorprender que se recurra a esa palabra para hablar del ordenamiento jurídico fundamental de las 




DERECHO DE FAMILIA:  
 
“Tiene por objeto la relación jurídicas familiares relaciones conyugales, paterno- filiales, 
tanto en su aspecto personal como patrimonial, la tutela y las demás instituciones de 
protección de menores e incapacitados. Constituye el eje central la familia, el matrimonio y la 
filiación”. (Cabanellas, Diccionario enciclopédico de derecho usual, 1986) 
 
DERECHO A LA VIDA:  
 
“Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la vida esde su concepción. Es obligación 
del Estado, la sociedad y la familia asegurar por todos los medios a su alcance, su 
supervivencia y desarrollo”. (Cabanellas, Diccionario enciclopédico de derecho usual, 1986) 
 
ESTADO DE DERECHO:  
 
“Forma política caracterizada por la sumisión del poder al Derecho, mediante la limitación 
jurídica de su actividad. Frente al Estado absoluto, el Estado de Derecho se fundamenta en la 
separación de poderes, el respeto de los derechos fundamentales, el principio de legalidad de 
la actuación administrativa y la responsabilidad del Estado, facilitada por el reconocimiento 
de su personalidad jurídica. La doctrina identifica diversas etapas en el Estado de Derecho 
que nace de la Revolución Francesa: Estado liberal, Estado social y Estado democrático de 




“Los procedimientos controversiales usualmente terminan con un ganador a expensas del 
perdedor. La mediación se adapta a las necesidades de las partes y busca satisfacer sus 
intereses. Desde luego ello implica que ambas partes concedan algo en beneficio del otro; 
pero siempre esta alternativa es mejor que el riesgo del final devastador de un juicio” (Orgaz, 




“Constituye el número de ascendientes, descendientes y colaterales con un tronco común y los 
cónyuges de los parientes casados; es decir, la inmediata parentela de uno, por lo general, el 
cónyuge, los padres los hijos y hermanos solteros”. (Cabanellas, Diccionario enciclopédico de 






“Acción o efecto de filiar, tomar los datos personales de un individuo. Subordinación o 
dependencia que personas o cosas guardan con relación a otras superiores o principales”. 




“Afianzamiento, fianza, prenda caución, obligación del garante cosa dada en garantía, 
seguridad o protección frente a un peligro o contra un riesgo”. (Schmitt, 1927) 
 
GARANTÍAS CONSTITUCIONALES:  
 
“Conjunto de declaraciones, medios y recursos con que los textos constitucionales aseguran a 









“Animal racional, individuo de la especie humana. Genéricamente el animal racional; todo 
individuo de la especie humana, cualquiera sea su edad o sexo. Dentro del género humano el 
ser perteneciente al sexo masculino. Salvo expresa excepción legal en cuanto a la capacidad, 













JUZGADOS DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA:  
 
“Son instituciones encargadas de velar por los intereses de menores a través de sus jueces 




“En general, en el Derecho Procesal hispánico, juicio es sinónimo de procedimiento para 








“La ciencia de lo justo, según Justiniano, que luego se considerará la interpretación de la ley hecha por 
los jueces”. (Orgaz) 
 
MENOR DE EDAD:  
 
Según la Real Academia de la Lengua Española, menor de edad es “el hijo de familia o pupilo que no ha 




“Que se halla en la niñez, que tiene pocos años, que tiene poca experiencia, que obra con poca 














“Obligación de reparar y satisfacer por uno mismo o en ocasiones especiales, por otro lado, la 




“…término que se aplica a la persona, al carácter o al organismo que es débil o que puede ser 
dañado o afectado fácilmente porque no sabe o no puede defenderse”. (Diccionario de la Real 
Academia de la Lengua Española, 2004, pág. 1427) 
 
La vulnerabilidad depende de diferentes factores, tales como: la edad, la salud de la persona, las 
condiciones higiénicas y ambientales así como la calidad y condiciones de vida. 
 
La vulnerabilidad también está dada por las condiciones sociales y culturales (Barrenechea, 
2002, pág. 56). En este sentido, una persona que vive en la calle es vulnerable a diversos 
riesgos. Por otra parte, un individuo analfabeto también se encuentra en una situación de 
vulnerabilidad ya que difícilmente pueda acceder al mercado laboral y, por lo tanto, satisfacer 
sus necesidades (Guzmán, 1977, pág. 193). 
 
“Son grupos sociales en condiciones de desventaja, ocupa un espacio creciente en las agendas 
legislativas de las políticas públicas, con especial atención a los procesos de vulnerabilidad 
social de las familias, grupos y personas”  (Bueno Sánchez, 2008, pág. 71).  
 
En cada sociedad, se puede identificar a los grupos vulnerables a partir de características 
personales: edad, sexo, situación familiar, domicilio, empleo, nivel cultural y de formación. En 
ocasiones, se añade asimismo la pertenencia a un grupo social, a una etnia en particular.  
 
“El análisis de esos elementos permite circunscribir los grupos en peligro y hacerse una idea 
bastante precisa del fenómeno”  (Foster, 1994).  
 
Tales como: el desempleo, la falta de igualdad de oportunidades, las conductas discriminatorias 
de los distintos sectores de la sociedad e incluso de los fenómenos naturales. 
 
“Durante la última década la atención a grupos vulnerables, también conocidos como grupos 
sociales en condiciones de desventaja, ocupa un espacio creciente en las agendas legislativas 
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de las políticas públicas, con especial atención a los procesos de vulnerabilidad social de las 
familias, grupos y personas” (Desarrollo del Plan Nacional, 2003,).   
 
El concepto de vulnerabilidad se aplica a aquellos sectores o grupos de la población que por su 
condición de edad, sexo, estado civil y origen étnico se encuentran en condición de riesgo que 
les impide incorporarse al desarrollo y acceder a mejores condiciones de bienestar. 
 
El Plan Nacional de Desarrollo (PND) define la vulnerabilidad como el resultado de la 
acumulación de desventajas y una mayor posibilidad de presentar un daño, derivado de un 
conjunto de causas sociales y de algunas características personales y/o culturales. Considera 
como vulnerables a diversos grupos de la población entre los que se encuentran las niñas, los 
niños y jóvenes en situación de calle, los migrantes, las personas con discapacidad, los adultos 
mayores y la población indígena, que más allá de su pobreza, viven en situaciones de riesgo. 
 
El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF) concibe a la vulnerabilidad 
como un fenómeno de desajustes sociales que ha crecido y se ha arraigado en nuestras 
sociedades. La acumulación de desventajas, es multicausal y adquiere varias dimensiones. 
Denota carencia o ausencia de elementos esenciales para la subsistencia y el desarrollo personal, 
e insuficiencia de las herramientas necesarias para abandonar situaciones en desventaja, 
estructurales o coyunturales.  
 
Desde una perspectiva alimentaria, la Organización de la Naciones Unidas para la Agricultura y 
la Alimentación (FAO) define un grupo vulnerable al que padece de inseguridad alimentaria o 
corre riesgo de padecerla. El grado de vulnerabilidad de una persona, un hogar o un grupo de 
personas está determinado por su exposición a los factores de riesgo y su capacidad para 
afrontar o resistir situaciones problemáticas. 
 
Mientras que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos considera una amplia gama de 
grupos vulnerables que incluye a las mujeres violentadas, refugiados, personas con VIH/SIDA, 
personas con preferencia sexual distinta a la heterosexual, personas con alguna enfermedad 
mental, personas con discapacidad, migrantes, jornaleros agrícolas, desplazados internos y 
adultos mayores, la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables enfoca su atención a cuatro 
grupos: niños, adolescentes, adultos mayores y personas con discapacidad. 
 
Una acepción más amplia refiere que, en general, los grupos mencionados, alimentariamente 
por definición, viven en condiciones de pobreza extrema. Los ingresos de los pobres extremos 
no les permiten adquirir una cantidad suficiente de alimentos para poder desempeñar sus 
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actividades económicas y sociales satisfactoriamente. En consecuencia estos ingresos tampoco 
les alcanzan para atender el resto de sus necesidades básicas como salud, vivienda y educación. 
Esto es, la pobreza extrema configura una situación de vulnerabilidad. Si bien la vulnerabilidad 
de quienes padecen pobreza alimentaria es crítica, también son vulnerables aquellos que se 
clasifican en pobreza de capacidades.  
 
Estudios del Banco Mundial revelan que la vulnerabilidad de las personas y las familias ante 
situaciones adversas es intrínseca a la pobreza:  
 
“Cuando los recursos del hogar no alcanzan para adquirir el valor de la canasta alimentaria, 
más una estimación de los gastos necesarios de salud, vestido, calzado, vivienda, transportes y 
educación”. 
 
En atención a la vulnerabilidad creciente, en el ámbito económico y social, su realidad ha 
trascendido al mundo jurídico, razón por la cual, mucho se ha hablado en los últimos tiempos 
sobre sus apremiantes demandas, tanto más cuando, se ha verificado que la vulnerabilidad 
reside en gran medida sobre la niñez y adolescencia, razón por la cual es propicio puntualizar 
que dentro de la derogada Constitución Política de 1998 el país clasificó de manera expresa a 
los sectores menos favorecidos como: “grupos vulnerables” reconociendo derechos preferentes 
únicamente a los menores.  
 
Lamentablemente dichos derechos no alcanzaron viabilidad práctica porque las leyes anexas a la 
Constitución Política no fueron reformadas; y sobre todo porque no se crearon caminos 




Los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes se encuentran recubiertos por el 
principio de interés superior del niño y del adolescente; mismo que constituye el principio 
rector de la doctrina de la Protección Integral Recogida y desarrollada por el Código Orgánico 
de la Niñez y Adolescencia. Principio que se contrapone a aquella denominada de la Situación 
Irregular que rigió en nuestro país, durante la vigencia del derogado Código de Menores de 
1992; que concebía a niños, niñas y adolescentes en objeto de tutela antes que en sujetos plenos 
con derechos y obligaciones. 
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Recordemos que la doctrina de la Situación Irregular asumió a cierto sector de la niñez, 
especialmente de condición económica baja, como un asunto de política criminal a corto y largo 
plazo. La normativa que giraba alrededor del tema no tomaba como punto central de protección 
a la persona, sino a la necesidad de impedir que estos “menores” pudiesen convertirse en un 
problema social o incrementar los niveles delincuenciales en los sistemas que la adoptaron. Es 
decir que esta política pública no miraba la dura situación del niño, niña y adolescente, su 
preocupación se enfocaba en el ciudadano futuro, razón por la cual, se estructuraba políticas 
públicas utópicas que nunca se concretaban porque estaban encaminadas al desarrollo pleno del 
“futuro de la patria”; antes que establecer operantes condiciones de desarrollo y formación del 
niño, niña y adolescente, presente. 
 
Bajo este esquema el menor de edad considerado parte del grupo constitucional vulnerable, era 
un ser sometido a tutela estatal, familiar, eclesiástica o del adulto en general, no poseía el 
ejercicio directo de sus derechos sino que lo hacía por medio de las organización 
gubernamentales o sociales a cuya tutela se encontraban, las mismas que imponían sus propios 
modos de “tutelar” a este grupo social.  
 
Podemos notar entonces una relación vertical entre los adultos, a quienes se les confiaba la 
adopción de medidas destinadas a evitar que la niñez y la adolescencia se convierta en un 
problema social, frente a niños y niñas a quienes se les atribuyó el deber absoluto de obediencia 
a los “mayores” puesto que ellos y solo ellos eran capaces de identificar lo mejor para los 
infantes. A cuya sazón se dieron verdaderas atrocidades; pues el adulto sobre valido de 
atribuciones hacía literalmente lo que quería con el menor, inclusive actos bajos que dañaban su 
integridad física, psicológica y sexual. 
 
Una vez identificados a los menores que se encuentran en Situación Irregular, es decir, en 
situación social favorable o vulnerable para la delincuencia, es importante destacar que toda la 
normativa anterior al Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia gira alrededor de estos 
grupos, con la consecuente exclusión de niños y niñas provenientes de familias acomodadas 
puesto que estos no representaban un peligro latente para el conglomerado. Se tendía entonces a 
una discriminación de hecho, cubierta por un marco jurídico que lo toleraba pese al 
reconocimiento expreso del principio de no discriminación y la expresión que todo ser humano, 
desde su estado prenatal, hasta los dieciocho años estaría sometido a las prescripciones de 
dichos cuerpos normativos “Código de Menores”.  
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Tal determinación asumía a la niñez como un problema, no como personas en estricto sentido 
sino como seres que valía la pena proteger por su aptitud de llegar a ser adultos, a lo cual se 
dedicaba un título entero dentro del Código de Menores. 
 
Esta valorización del mundo adulto obligó a niños y niñas a alcanzar, cuanto antes, 
comportamientos similares a los de sus padres, estigmatizándose a la realidad infantil como un 
defecto propio de seres inmaduros, en proceso de evolución y del cual se debía salir cuanto 
antes por medio de la educación. 
 
El “Código de Menores” tomaba como el punto referencial para el inicio de la protección 
jurídica de la persona a su etapa prenatal, lo cual resulta ambiguo puesto que si bien quedaba 
clara la finalización de esta, no así su inicio.  
 
Esta vaguedad normativa quedó subsanada por el artículo 49 de la Constitución Política de 1998 
al especificar que dicha esfera de protección de la vida iniciaba desde el momento mismo de la 
concepción o fusión de gametos. Podríamos hilar más fino y determinar el tiempo exacto que 
debe transcurrir entre la relación sexual y la concepción de óvulo materno para precisar el 
momento de la concepción y sus consecuentes efectos jurídicos. 
 
Art. 49.- “Los niños y adolescentes gozarán de los derechos comunes al ser humano, además 
de los específicos de su edad. El Estado les asegurará y garantizará el derecho a la vida, 
desde su concepción; a la integridad física y psíquica; a su identidad, nombre y ciudadanía; a 
la salud integral y nutrición; a la educación y cultura, al deporte y recreación; a la seguridad 
social, a tener una familia y disfrutar de la convivencia familiar y comunitaria; a la 
participación social, al respeto a su libertad y dignidad, y a ser consultados en los asuntos que 
les afecten. 
 
…El Estado garantizará su libertad de expresión y asociación, el funcionamiento libre de los 
consejos estudiantiles y demás formas asociativas, de conformidad con la ley”. 
 
Lo cierto es que esta disposición dejaría insubsistente las del Código Civil inspiradas en la 
teoría de la vitalidad en virtud de la cual, la persona que está por nacer o nasciturus no 
constituye una persona como tal, puesto que todos sus derechos se encuentran suspensos y su 
adquisición está condicionada al nacimiento. El mismo que jurídicamente se produce en el 
momento de ser completamente separado del claustro materno, reputándose al feto que ha 
muerto antes de tal escisión, como si jamás hubiese existido. 
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Con estos antecedentes podemos concluir que la consagración del interés superior del menor, 
como eje rector de la doctrina de la Situación Irregular, suponía un principio guía para la 
adopción de medidas tendentes a solucionar problemas provenientes de este sector marginal de 
la población, manteniéndose por tanto la concepción peyorativa y problemática de la infancia. 
 
La doctrina de la protección integral de la niñez y adolescencia es implementada en nuestro 
sistema jurídico desde el año 1998, con la expedición de la codificación de la Constitución 
Política y perfeccionada con la vigente Constitución de la República, en virtud de la cual se 
propone una alianza tripartita entre Estado, sociedad y familia a fin de asegurar, hasta el 
máximo de las posibilidades, el pleno y prioritario ejercicio de los derechos de niños, niñas y 
adolescentes, reconociéndose en ellos a sujetos plenos de derechos. 
 
Esta doctrina ha sido consensuada por los Estados que integran la Organización de las Naciones 
Unidas, mediante la expedición de la Declaración de los Derechos del Niño y su posterior 
convención, la misma que en su segundo principio prescribe que la protección especial deberá 
expresarse en la posibilidad de este grupo social de disponer de oportunidades y servicios, 
dispensados por ley y por cualquier otro medio, para que el niño y adolescente pueda 
desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, así 
como en condiciones de libertad y dignidad.  
 
La promulgación de leyes tendentes a cumplir los objetivos del principio citado tendrá que 
considerar, como eje rector y fundamental al interés superior del niño, por sobre cualquier otro. 
 
Recordemos también que la misma y hoy derogada Constitución Política de 1998 y la vigente 
Constitución de la República de 2008 atribuyen derechos de ciudadanía a este sector 
poblacional. Es decir, no nos referimos a personas con derechos suspensos hasta alcanzar su 
adultez, sino a óptimo iure, persona titular del pleno ejercicio de todos los derechos atribuibles a 
la persona.  
 
El interés superior del niño y de la niña, desde la perspectiva de la doctrina de la protección 
integral, elimina los prejuicios tradicionalmente alimentados por el régimen precedente e incurre 
en una jerarquización abstracta entre derechos. Así, tanto niños, niñas, como adolescentes 
poseen además de los derechos atribuibles a todo ser humano, derechos específicos en 
consideración de su condición especial y natural.  
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No obstante, cuando estas prerrogativas humanas llegasen a contraponerse, entre sí, se hará 
primar necesariamente aquella cuya titularidad recayere sobre la persona menor de dieciocho 
años. 
 
La concepción de niños, niñas y adolescentes como sujetos de derechos implica necesariamente 
su contraparte, es decir, ver en ellos también a sujetos de obligaciones jurídicas. En este aspecto 
hay que hacer una diferenciación entre los deberes atribuibles a los demás agentes sociales, en 
atención a las características naturales especiales de este sector. Aquí cabe dejar sentado que el 
Ordenamiento Político reconoce la existencia de diferencias entre adultos y niños, pero no lo 
hace de manera peyorativa, sino con el objeto de atender el ejercicio propio y armónico de los 
derechos humanos de niños y adultos. 
 
Las obligaciones que corresponden a niños, niñas y adolescentes, así como el ejercicio de sus 
derechos, sin el apoyo o con el apoyo parcial de un adulto deben ser progresivos. Por tanto, en 
igual proporción a su desarrollo físico, mental y emocional. 
 
Sabemos que el nivel de discernimiento de las personas en general no es una cuestión de edad 
sino del desarrollo particular de cada una por lo que no se puede reglamentar este ejercicio 
progresivo de derechos de manera absoluta, sino que se prestará atención al caso en particular.  
 
Es importante identificar las características propias de la población infantil a fin de crear una 
normativa desde su propia perspectiva, mas no desde una concepción adulto-centrista que 
desvalorice la identidad de niños y niñas, valiosos desde siempre por el hecho de ser personas y 
además por ser un grupo humano que requiere especial atención y protección en virtud de sus 
condiciones naturales específicas que lo colocan en cierta posición de vulnerabilidad respecto a 
la población adulta. De ahí que, en aplicación de los principios que guían la igualdad sustancial 
o en derechos, por sobre la formal o ante la ley, se introduce en el sistema jurídico un principio 
de discriminación positiva favorable a la niñez y adolescencia. 
 
En este sentido, podemos encontrar normativa como la laboral en la que se prevé una jornada 
máxima de trabajo menor a los de los adultos o trabajos prohibidos para niños y niñas o cuerpos, 
legislación que prevé una atención prioritaria y preferente a la mujer embarazada, entre muchos 
otros ejemplos. 
 
Código del Trabajo Art. 48.- Jornada especial.- “Las comisiones sectoriales y las comisiones 
de trabajo determinarán las industrias en que no sea permitido el trabajo durante la jornada 
completa, y fijarán el número de horas de labor. 
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…La jornada de trabajo para los adolescentes, no podrá exceder de seis horas diarias durante 
un período máximo de cinco días a la semana”. 
 
Bajo este orden de cosas se reconoce la diferencia entre las diversas situaciones en las que viven 
niños y niñas de los diferentes sectores poblacionales. Ante la existencia de niños que se 
encontrasen en mayor situación de vulnerabilidad, respecto de otro, se deberá incurrir en una 
nueva medida de discriminación positiva, incorporándose por tanto, una nueva regla de 
ponderación de derechos, no sólo respecto de niños y adultos, sino entre los primeros. 
 
Al igual que todos los demás principios jurídicos, el interés superior del niño es aplicable como 
un modo de interpretación de las demás normas y reglas que conforman el ordenamiento 
jurídico ecuatoriano, especialmente al momento de presentarse una confrontación entre 
derechos.  
 
La aplicación de este principio es directa, es decir su inobservancia no puede justificarse por la 
falta de normativa expresa o ambigüedad de la existente. Por otro lado, hablamos de una regla 
de interpretación jurídica, la misma que no puede ser sino la más favorable al pleno ejercicio de 
derechos de la niñez y adolescencia.  
 
Esta prioridad absoluta debe estar plasmada en la elaboración de Políticas Públicas, por tanto, 
constituye también un principio vinculante a los organismos de gobierno de cualquier nivel.  
 
Las Políticas Públicas adoptadas en función de la niñez y adolescencia deben estar dirigidas 
hacia el desarrollo de la plenitud de la personalidad de niños, niñas y adolescentes a fin que 
estas puedan contar con el sustento necesario para labrar y edificar, su propio plan de vida, sin 
que ello fuese un menoscabo a sus necesidades e intereses presentes.  
 
Los derechos de la niñez y adolescencia ecuatoriana tienen las siguientes características:  
 
Son interdependientes.- esto es que los derechos, garantías y responsabilidades la asumen el 
Estado, la sociedad, la familia y los niños, niñas y adolescentes. La vigencia, y aplicación 
depende de todos ellos; los unos de los otros de manera correlativa. Dicho de otra forma es una 
simbiosis natural y jurídica. 
 
Son indivisibles.- porque tanto los derechos, garantías como responsabilidades de la niñez y 
adolescencia no pueden ser divididos para su interpretación, observancia y ejercicio. Esta misma 
condición la deben asumir los corresponsables (Estado, sociedad y familia). No podrán 
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fraccionar los principios fundamentales y específicos insertos en el Código Orgánico de la 
Niñez y la Adolescencia para efectos de garantizar los derechos de los menores de edad.  
 
Son irrenunciables.- porque los derechos y garantías de la niñez y adolescencia no pueden 
cederse a ningún título por más buena intención que exista de parte de los corresponsables del 
bienestar y desarrollo infanto-juvenil; el interés prevalente del menor no puede ser negociado.  
Son intransigibles.- porque la declaración, reconocimiento, ejercicio y vigencia de los a 
derechos y garantías de la niñez y adolescencia no pueden extinguirse extrajudicialmente o 
precaven un litigio eventual. Por tanto ha de entenderse que está prohibida la transacción como 
fórmula de solución de conflictos.  
 
Son también imprescriptibles.- sobre todo cuando se trata de derechos y garantías no 
patrimoniales.  
 
Según Patricia Espinosa Torres, las características de la vulnerabilidad son: 
  
Multidimensional: Se manifiesta tanto en distintas personas, grupos determinados o 
identificados por características comunes, comunidades, y en diferentes formas y modalidades. 
 
Integral: Implica la afectación de varios de los aspectos de la vida de las personas que la sufren. 
 
Progresiva: Efecto dominó, ésta se acumula y aumenta en intensidad, con consecuencias cada 
vez más graves en la vida de quienes sufren vulnerabilidad y propicia nuevos problemas y a un 
aumento de la gravedad de la vulnerabilidad. 
 
De frente a la vulnerabilidad existe una posibilidad que consiste en lograr la equidad en el 
ejercicio y goce de los derechos y garantías fundamentales de los miembros de una sociedad, y 
en este caso de los miembros de una familia, equiparando las oportunidades para acabar con las 
desventajas, puesto que no lograrlo sólo significará la existencia y práctica de la marginación, 
discriminación y violencia. La que se verá reflejada en diferentes grados y manifestaciones de 




Han existido muchas doctrinas para comprender y acercarse a la niñez o para el trato a los niños, 
niñas y adolescentes, pero actualmente existen dos, una que está intentándose dejar a un lado: 
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Situación Irregular; y profundizar y sostener la última que es más completa y humana: Doctrina 
de Protección Integral. 
 
La primera tiene una naturaleza posterior a los Derechos Humanos de la Niñez, teniendo como 
características principales el paternalismo, asistencialismo, el rescate y el considerar al adulto 
como la persona ideal para la toma de cualquier tipo de decisión que tuviera relación con el 
niño, niña o adolescente.  No podemos endiablar, también, a dicha corriente porque en sí, su 
idea era tratar de proteger a la niñez, claro está, con ideas muy rigurosas que objetivaban a los 
pequeños, que los deshumanizaban y discriminaba a cierto sector también vulnerable pero no 
visible.  Podemos decir que está fue un paso que nos acercó y nos dio claridad para llegar a la 
nueva corriente: Doctrina de Protección Integral. 
 
A pesar de la deshumanización en la que se basa la Doctrina de Situación Irregular, en esta se 
deseaba que los niños, niñas y adolescentes fueran reconocidos con otras necesidades distintas a 
los adultos, sobre todo en la cuestión penal.  Antes de esta, cualquier, niño, niña, adolescente o 
adulto eran juzgados, castigados y recluidos de la misma manera y en los mismos lugares sin 
diferenciación alguna. 
 
Ahora, la Doctrina de Protección Integral viene con un paso más conciso, más seguro de lo que 
es la concepción de la niñez, deja a un lado las ideas objetivizadoras y deshumanizantes, para 
tomar a los niños, niñas y adolescentes como seres humanos con los derechos que se le 
conceden a un adulto, pero añadiendo el estatuto de “niñez” y todos los derechos que la 
convención le da a este hasta después de los 18 años.   
 
También toma en cuenta la capacidad de lograr actuar, de pensar, de sentir y de decidir desde su 
perspectiva madurativa de niño, niña y adolescente.  Tiene una base profunda en los Derechos 
Humanos de la Niñez, procurando dejar a un lado es binomio de “compasión-represión” 
Calderón (2008) concibiendo a la niñez como sujetos plenos de derecho. 
 
“Asimismo, la Convención fortaleció y consagró al Interés Superior del Niño, como principio 
rector que sirve como garantía de aseguramiento respecto de los derechos sustantivos del 
niño,…”. Calderón (2008).  
 
Situando a esta doctrina con mayor responsabilidad para lograr cumplir el beneficio del niño, 
niña o adolescente, porque debe de respetar. 
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Al cobijo de estas dos doctrinas en nuestro Ecuador a través de la hoy derogada Constitución 
Política de 1998, se enmarcó a los niños, niñas y adolescentes bajo la pasa concepción de grupo 
vulnerable entendiéndose constitucionalmente como una categoría especial que envolvía al 
niño dentro de una coraza de debilidad que imposibilitaba el uso y goce de sus legítimos 
derechos por sí solo, siendo entonces imprescindible el acompañamiento de un adulto. Lo cual 
condujo a la atrocidad de disminuir al niño incapacitándolo innecesariamente. De tal suerte que 
se le colmo de derechos, que en la práctica no podía ejercer por sí mismo. 
Tal esa sí que la concepción de vulnerable lo llevó a convertirse en objeto de derechos más no 
en sujeto de derechos, lo cual se traduce en un trato diferenciado vanamente paternalista, que en 
la praxis impide su benéfico desarrollo, crecimiento u formación. 
 
Además la concepción constitucional de vulnerabilidad, llevó al ejecutivo a establecer de 
manera vigorizado un sinfín de políticas públicas, carentes de eco, porque en la práctica no 
acogían los intereses y demandas de los niños, niñas y adolescentes; puesto que se constituían 
en dádivas inoperantes que amanera de políticas parches buscaban la reivindicación del niño, 
sacándolo de la marginalidad en el escenario público. 
 
La referida vulnerabilidad también llevó a dictar leyes aisladas que por no encontrar con una 
adecuada sistematización global, colocaron en grave entredicho las sustanciosas declaraciones 
nacionales e internacionales. 
 
De acuerdo con la actual Constitución de la República del Ecuador 2008 (Art. 45 y siguientes) 
en nuestro Ordenamiento se enarbola el principio del interés superior del niño a tono con los 
preceptos promulgados por el Derecho Universal, así también se establece como prioridad la 
atención, resguardo y protección de los legítimos derechos y garantías de los niños y 
adolescentes ecuatorianos. Sin embargo, a ello, la realidad de la niñez y adolescencia da claras 
muestras de que hoy como en el pasado las vastas normas constitucionales y legales son 
simplemente adornos legislativos para decorar una utopía difícil de alcanzar la praxis. 
 
Inclusive, a la luz de un populismo por de más marcado en la clase política, se llegó a cometer 
el sacrilegio de quitar las barreras constitucionales y legales que versan sobre la 
inimputabilidad penal, bajo la errónea concepción de que con el castigo cruel y duro la niñez y 
la juventud estarán libres de las garras de la delincuencia. 
 
Mención aparte merece las últimas leyes orgánicas que hablan sobre el derecho a la salud y a la 
educación gratuita de calidad y candidez, cuando en la práctica, la falta de todo, especialmente 
de lo más básico ha impedido obtener tales servicios. Lo mismo ocurre con la Administración 
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de Justicia, que si bien ha cambiado, agilitando la tramitación de ciertas causas, aún no logra 
perfeccionarse. Es más tal celeridad procesal es solo evidente en determinadas judicaturas. 
 
Sumado a ello, la falta de compresión jurídico-social de la evolución normativa de “grupo 
vulnerable” a “grupo de atención prioritaria”, ha llevado a acalorados debates en los cuales se ha 




1.5 PUNTUALIZACIÓN LEGAL 
Los  derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes, hoy en la actualidad encuentran 
suprema importancia, debido a la vigente estructura del Estado Constitucional de Derechos y 
Justicia Social, fruto de la promulgación y vigencia de la Constitución de la República 2008.  
 
Sin embargo, cabe recalcar que dicha importancia no siempre estuvo presente; pues este grupo 
social, tuvo que esperar siglos para ser reconocidos como parte del género humano y por ende 
como tenedores de derechos y garantías.  
 
Recordemos que la última década del siglo XX y la primera de este siglo se han caracterizado 
por ser la época de tránsito del modelo de Estado Social de Derecho al nuevo paradigma de la 
organización institucional-legal y política denominada Estado Constitucional, en ese tránsito 
que inició apenas concluida la Segunda Guerra Mundial y que ha sido motivo de discusión 
durante toda la mitad del siglo pasado; frente a estos eventos, hemos asistido a la construcción y 
diseño de las instituciones en el que los Derechos Humanos han ocupado un lugar primordial 
como fundamento y fuente de legitimidad del Estado. 
 
Asimismo, los instrumentos internacionales y sus respectivas reformas, han dado cabida a una 
progresiva ampliación de derechos y garantías contenidas en el Catálogo de Derechos. 
 
A partir de la edificación del Estado Social de Derecho, instituido en el Ecuador a partir de la 
promulgación de la Constitución Política de 1996, se empezó a considerar al niño y la niña 
como sujetos de derechos, ya desde la vigencia de la actual Constitución de la República 2008, 
el niño, la niña y los adolescentes son considerados -aun cuando solo en el negro y blanco de la 
norma constitucional- como actores sociales, pues dejan de ser “propiedad” de los padres y 
pasan a ser sujetos públicos.  
 
34 
Es más, bien podemos manifestar que, gracias a la Convención de los Derechos del Niño, la 
vigencia del principio universal de interés superior del niño y niña, la promulgación de la actual 
Carta Política 2008 y la edificación del Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social los 
derechos y garantías del niño, la niña y el adolescente se encuentran reforzados. 
 
Así, “normativamente” el niño goza de una protección especial y dispone de oportunidades y 
servicios, dispensado todo ello por la Constitución de la República, la Ley y por otros medios, 
para que pueda desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y 
normal, así como en condiciones de libertad y dignidad. Al amparo de la consideración 
fundamental del interés superior del niño. 
 
 
1.6 DERECHOS QUE DEVIENEN DE DICHA CONCEPCIÓN 
En 1989 el paradigma de los derechos humanos se amplió hacia la protección de los niños y 
niñas, ello mediante la Convención sobre los Derechos del Niño (1989), la cual resulta 
revolucionaria en relación a su inmediato antecedente, la Declaración de los Derechos del Niño 
(1959). En la Convención se superan las tesis que consideraban al niño y en general a la infancia 
como un periodo en el cual se consideraba al ser humano como imperfecto o en tránsito hacia la 
realización como adulto, siempre en subordinación a la madre o al padre; ambos como figuras 
que más allá de la tutela ejercen pleno poder sobre sus hijos.  
 
La niñez era concebida como una etapa en la cual el niño carecía de voluntad, libertad y 
autonomía para poder decidir y actuar, y en consecuencia no puede ser titular de derechos. 
 
Modificar la concepción que se tenía de la infancia llevó a reconocer que la libertad es el 
fundamento de los derechos, no solo para los adultos, sino también de los niños. Reconocer en 
los niños la titularidad de derechos, así como sus propios intereses que no necesariamente 
coinciden con los de los adultos, implica también un reconocimiento ético de que los niños son 
fines en sí mismos y no solo medios, lo cual obliga a garantizar la observancia de sus derechos a 
través de un orden normativo, el cual implica deberes a los adultos y al Estado. 
 
Por ese motivo es que “la Convención sobre los Derechos del Niño se puede considerar como 
la “carta magna de la infancia y la adolescencia”, ya que en ella se expresa el reconocimiento 
y avance que en el derecho internacional ha existido respecto de los derechos humanos a favor 
de los derechos del niño. Atender al interés superior del niño; reconocerlo como sujeto de 
35 
derechos es reconocer su autonomía y libertad, y dejar de lado la concepción del niño como 
un incapaz”  (Salado Osuna, 2010). 
 
De tal manera que la Convención sobre los Derechos del Niño se dirige a un sector de la 
población mundial que históricamente ha estado desprotegido y subordinado; dando a luz 
principios de universalidad, integridad, indivisibilidad y exigibilidad de los derechos que 
consagra otorgándoles el carácter de inalienables.  
 
Transformación conceptual que influyó grandemente en nuestro Ordenamiento Jurídico; a tal 
medida que motivó la promulgación de la derogada Constitución Política de 1998 y de la 
vigente Constitución de la República 2008.  
 
En la actualidad los derechos y garantías de los niños y adolescentes se concretan en los 
principios se expresan a través de derechos fundamentales consagrados en la Constitución de la 
República 2008, el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia y demás leyes, los cuales 
protegen valores tales como el derecho intrínseco a la vida; el interés superior del niño; la 
libertad en sus múltiples expresiones; la igualdad y los derechos que de ella se derivan; la 
dignidad y la justicia; así como el reconocimiento de ser titulares de derechos.  
 
De esta manera la trascendencia de los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes, 
se concreta en nuestro Ordenamiento Jurídico Nacional en diversas manifestaciones que 
inclusive sobrepasan la labor legislativa porque se concretan en Políticas Públicas. Sin embargo, 
tal fecunda tarea, en práctica ha representado tímido esfuerzos de mejorar la dura realidad que a 
diario deben enfrentar los niños, niñas y adolescentes. 
 
“Durante la última década la atención a grupos vulnerables, también conocidos como grupos 
sociales en condiciones de desventaja, ocupa un espacio creciente en las agendas legislativas 
de las políticas públicas, con especial atención a los procesos de vulnerabilidad social de las 
familias, grupos y personas”  (Desarrollo del Plan Nacional, 2003).   
 
Pues responde a la innovación legislativa marcada por el neoconstitucionalismo -hace poco 
incorporado a nuestro Ordenamiento Jurídico- y la creciente demanda social; renovación que 
empuja a los gobiernos a buscar mecanismos que mejoren la dura situación que a diario deben 
afrontar los niños. En lo que respecta al ejecutivo, particularmente en este gobierno se ha 
avanzado a pasos agigantados, pues alrededor de estos grupos se han dictado operantes políticas 
públicas. En lo legislativo la concepción constitucional de grupos vulnerables trascendió a 
grupos de atención prioritaria y preferente, lo que marca hito en el posicionamiento y 
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reivindicación de la niñez y adolescencia. Tanto más si consideramos que, el concepto de 
vulnerabilidad: 
 
 “…se aplica a aquellos sectores o grupos de la población que por su condición de edad, sexo, 
estado civil y origen étnico se encuentran en condición de riesgo que les impide incorporarse 
al desarrollo y acceder a mejores condiciones de bienestar”2 (Martínez, 2004.). 
 
En este contexto, la vulnerabilidad ha trascendido al ámbito jurídico como la capacidad 
disminuida de una persona o un grupo de personas; por lo que, el Estado ha ejercido con 
extremo paternalismo su actividad tuitiva. De tal manera que las normas jurídicas, han sido 
encaminado hacia un accionar de extremo cuidado mal encaminado que ha llevado a invalidar al 
niño, haciéndolo objeto de cuidado antes que, considerarlo como sujeto de derechos. 
 
Resulta por este evento lamentable que se considere a los niños como seres desvalidos que no 
pueden ejercer por sí solos sus connaturales derechos y que más bien dependan de los adultos.  
 
En el ámbito de la derogada Constitución Política de 1998, la concepción de vulnerabilidad 
sirvió como medio normativo para viabilizar la Doctrina de Situación Irregular; a pesar de que 
el Estado ecuatoriano ya había suscrito y ratificado la Declaración de los Derechos de los Niños; 
y que supuestamente se empapaba de los principios de la Doctrina de Protección Integral. Lo 
cual de manera ilógica no empataba con el principio de Interés Superior, impregnada de manera 
lírica en el derogado Mandato Constitucional; siendo a la postre impráctica y parte de la letra 
muerta de la ley. 
 
Es importante señalar que la protección que deriva de la pasada concepción constitucional de 
vulnerabilidad, en la praxis se verificaba como una práctica de discriminación; que dejaba de 
lado su esencia, porque en sí, el concepto de vulnerabilidad se cimentó en el interés y el trabajo 
por superar las condiciones de desigualdad que les impiden a los miembros de estos grupos el 
ejercicio de sus derechos humanos y libertades fundamentales en condiciones de igualdad con 
los demás. 
 
“Los grupos vulnerables son aquellos que por circunstancias de pobreza, origen étnico, estado 
de salud, edad, género o discapacidad se encuentran en una situación de mayor indefensión 
para hacer frente a los problemas que plantea la vida y no cuenta con los recursos necesarios 
para satisfacer sus necesidades básicas”  (Espinosa Torres, 2000). 
                                                     
2
 Entrevista a la diputada Laura Elena Martínez Rivera por Laskmana Sumano Arias, Canal del 
Congreso, el 17 de marzo de 2004. 
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De todo lo anterior se puede desprender que las personas o grupos que a partir de estos factores, 
sufren de inseguridad y riesgos en cualquier aspecto de su desarrollo como personas y como 
ciudadanos, se encuentran en una situación de desventaja frente al reconocimiento, goce y 
ejercicio de sus derechos y libertades fundamentales; y que, por lo mismo, no requieren vanas 
concesiones sino derechos viables y óptimos. 
 
Desde la perspectiva jurídica diríamos que son aquellos grupos a los que se les violan sus 
derechos y de alguna manera se les pone en una situación en la que la discriminación adquiere 
su nombre y origen.  
 
Y en este sentido es deber del Estado evitar tanto las causas como sus manifestaciones y sus 
consecuencias, lo que representa proveer de todo aquello que sea necesario para garantizar a 
éstos el goce y ejercicio de todos sus derechos en condiciones de igualdad y dignidad, es decir, 
protegerlos. 
 
Podemos afirmar que vulnerabilidad se utiliza para designar a los grupos que deben recibir 
ayuda. En este orden de ideas, se debe propender a mejora la dura situación de los  grupos 
vulnerables a partir de la determinación de los criterios de no discriminación planteados en los 
diferentes instrumentos internacionales de derechos humanos con carácter convencional:  
 
“Se entiende por grupo vulnerable aquel que en virtud de su género, raza, condición 
económica, social, laboral, cultural, étnica, lingüística, cronológica [edad] y funcional, sufren 
la omisión, precariedad, o discriminación en la regulación de su situación por el legislador 
federal o local del orden jurídico nacional”  (González Galván). 
 
Queda claro que este último caso, es decir, el del legislador, es sólo uno de los aspectos por los 
que un grupo vulnerable puede resultar afectado, puesto que de igual forma lo podrá ser por 
ausencia o ineficiencia en las políticas públicas, por la falta de enfoques adecuados en el sistema 
educativo, entre otros aspectos. 
 
La realidad es que frente a la vulnerabilidad sólo existe una posibilidad que consiste en lograr la 
equidad en el ejercicio y goce de los derechos y garantías fundamentales de los miembros de 
una sociedad, y en este caso de los miembros de una familia, equiparando las oportunidades 
para acabar con las desventajas, puesto que no lograrlo sólo significará la existencia y práctica 
de la marginación, discriminación y violencia. La que se verá reflejada en diferentes grados y 
manifestaciones de afectación en la calidad de vida de los receptores. 
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1.7 DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS 
Los Derechos Humanos son un conjunto de normas que, en todo tiempo, protegen a las 
personas.  
 
Su principal objetivo es limitar y evitar el sufrimiento humano en tiempo de conflicto armado. 
Las normas estipuladas en los tratados sobre los Derechos Humanos han de ser respetadas no 
sólo por los Gobiernos y sus fuerzas armadas, sino también por grupos armados de oposición y 
por cualquier otra parte en un conflicto. 
 
Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento 
de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la 
familia humana; las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta de los Derechos Humanos, su 
fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y 
en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se han declarado resueltos a promover el 
progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad; por 
esta razón los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación con la 
Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades 
fundamentales del hombre, todos los pueblos y naciones se comprometen a esforzarse, a fin de 
que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, 
promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y 
aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y 
aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre 
los de los territorios colocados bajo su jurisdicción. 
 
La Comisión de Derechos Humanos y el Consejo Económico y Social han establecido varios 
procedimientos y mecanismos extraconvencionales que se han confiado a grupos de trabajo, 
compuestos por expertos que actúan a título personal, o a particulares independientes 
denominados relatores especiales, representantes o expertos. 
 
Los mandatos conferidos a esos procedimientos y mecanismos consisten en examinar y vigilar 
ya sea la situación de los derechos humanos en países o territorios específicos (los llamados 
mecanismos o mandatos por país) o fenómenos importantes de violaciones de los derechos 
humanos en el ámbito mundial (los mecanismos o mandatos temáticos), e informar 
públicamente al respecto en ambos casos. Esos procedimientos y mecanismos se denominan 
colectivamente Procedimientos Especiales de la Comisión de Derechos Humanos. Como 
ejemplo de los mecanismos temáticos podemos citar los grupos de trabajo y los relatores 
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especiales con encargos que cubren, entre otros, las ejecuciones sumarias y arbitrarias, la 
desaparición forzada, la detención arbitraria, la tortura, los desplazados internos y la violencia 
contra la mujer. 
 
El sistema de los procedimientos especiales ocupa un lugar de primera línea en la vigilancia 
internacional de las normas universales de derechos humanos y en él recae la tarea de afrontar 
muchas de las peores violaciones registradas en las situaciones más críticas. Aunque nunca se 
concibió como un sistema, el conjunto de procedimientos y mecanismos en evolución que existe 
en esta esfera constituye ahora claramente un sistema de protección de los derechos humanos y 
funciona como tal. Esta realidad quedó plenamente reconocida en la Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos celebrada en Viena, en cuyo Programa de Acción se subrayó la importancia 
de fortalecer y preservar el sistema de Procedimientos Especiales.  
 
Cada uno de los mencionados Procedimientos Especiales tiene su propio mandato específico, 
que en algunos casos ha evolucionado de acuerdo con las circunstancias y necesidades, casi 
siempre con arreglo a las directrices específicas impartidas por la Comisión de Derechos 
Humanos. De la misma manera, cada procedimiento y mecanismo ha elaborado sus propios 
métodos de trabajo y los ha adaptado a la evolución de los mandatos y a las características 
específicas de las situaciones que correspondía examinar. Algunos principios y criterios básicos 
son comunes a todos los procedimientos especiales, pero las complejidades y peculiaridades de 
cada mandato exigen a veces la adopción de enfoques particulares.  
 
Todos los procedimientos especiales tienen por objetivo central mejorar la eficacia de las 
normas internacionales de derechos humanos. Procuran entablar diálogos constructivos con los 
gobiernos y recabar su cooperación en relación con situaciones, incidentes y casos concretos, 
que examinan e investigan de manera objetiva con vistas a comprender la situación y a 
recomendar a los gobiernos soluciones a los problemas inherentes la tarea de garantizar el 
respeto de los derechos humanos. 
 
Regularmente se recurre a diversos procedimientos de intervención urgente, cuando aún existe 
la esperanza de prevenir posibles violaciones de los derechos a la vida, a la integridad física y 
mental y a la seguridad de la persona. Esta medida, junto con la capacidad del sistema de 
procedimientos especiales para interceder ante los gobiernos al más alto nivel y para informar 
públicamente, son instrumentos importantes en los esfuerzos encaminados a aumentar la 






El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó y proclamó la 
Declaración Universal de Derechos Humanos. Tras este acto histórico, la Asamblea pidió a 
todos los Países Miembros que publicaran el texto de la Declaración y dispusieran que fuera 
distribuido, expuesto, leído y comentado en las escuelas y otros establecimientos de enseñanza, 




Las relaciones internacionales y el Derecho Internacional público, convergen directamente, 
puesto que las dos definiciones, se enmarcan, dentro del ordenamiento jurídico que regula el 
comportamiento de los Estados y otros sujetos internacionales, en sus competencias propias y 
relaciones mutuas, sobre la base de ciertos valores comunes, para realizar la paz y cooperación 
internacionales, mediante normas nacidas de fuentes internacionales específicas. O más 
brevemente, dentro del ordenamiento jurídico de la Comunidad Internacional. 
 
Si esta idea general es comúnmente admitida por toda la doctrina, no es menos cierto que se 
pueden apreciar muchas diferenciadas entre los autores, unas que se refieren al fondo y otras 
que se manifiestan en la forma, dando lugar a concepciones: materiales, formales, sociológicas o 
mixta de muy distinta significación. 
 
El Derecho Internacional público tiene su asiento en la base sociológica de la relación 
internacional de los países, en lo que se puede denominar el “grupo humano”, constituido por un 
fondo de tipo comunitario y espontáneo y una vinculación orgánica de carácter societario y 
artificial, del cual nace y para el cual se forma esta específica normativa jurídica. 
 
Su carácter evolutivo  
 
El tratar de exponer el carácter evolutivo del Derecho internacional, nos lleva a revisar su 
origen, que es tan plural en su naturaleza como antigua en su origen. Las relaciones 
internacionales comienzan con la aparición de las diferentes civilizaciones y las luchas de los 
pueblos entre sí, para ir centrándose en torno a las relaciones de los Estados Europeos, que 
dominan el mundo durante largos años, y terminar con unas relaciones a escala universal no sin 
que el protagonismo real pertenezca sólo a ciertas potencias.  
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Estas relaciones son el entramado del cuál nace el Derecho Internacional, mediante la aparición 
de una serie de instituciones internacionales que han ido tejiendo el complejo sistema actual. 
 
La aparición de datos formales (escritos) del Derecho Internacional, lo encontramos en la Edad 
Media, con los trabajos de los glosadores. Pero al darle un sentido más amplio al Derecho 
Internacional, podríamos hacer retroceder los orígenes de esta ciencia, hasta la Edad Antigua, 
sobretodo dentro del mundo griego y romano. Finalmente, si nuestra apreciación evolutiva se 
base en antecedentes inmediatos de las actuales soluciones jurídicas a los problemas 
internacionales, entonces los orígenes del actual Derecho Internacional, habría que situarlos a 
principios del siglo pasado. Lo cual nos lleva a manifestar que el Derecho Internacional, está en 




1.8 DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL NIÑOS 
Los derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes son las facultades y las técnicas de 
protección que el actual Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social ha promulgado de 
manera fructífera y abundante a favor de este importante grupo social. 
 
Sin embargo, cabe recalcar que, bajo los parámetros de la Constitución de la República (2008), 
la Convención sobre los Derechos del Niño y del Código Orgánico de la Niñez y la 
Adolescencia, no hay lugar a dudas que la naturaleza jurídica de los derechos y garantías que 
tutelan a los menores de edad se estructura en base a la corresponsabilidad del Estado, la 
sociedad y la familia; razón por la cual son de orden público.  
 
El Art. 16 del Código Orgánico de la Niñez y la Adolescencia expresamente prescribe que:  
 
“Por su naturaleza, los derechos y garantías de la niñez y adolescencia son de orden público, 
interdependientes, indivisibles, irrenunciables e intransigibles, salvo las excepciones 
expresamente señaladas en la ley” (Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, 2013). 
 
En corolario podemos manifestar que los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes son 
el edificio que nos permitirá garantizar los derechos humanos de las generaciones futuras; 
viabilizando y concretando en el presente las tutelas concertadas normativamente tanto a nivel 
nacional como internacional.  
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A los niños, las niñas y los adolescentes como a cualquier ser humano, les asisten todos los 
derechos proclamados en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en los diversos 
instrumentos internacionales que se derivan de ella. Pero necesitan protección y asistencia 
especiales. Por lo que, el mundo de los adultos debe cuidar de ellos, defender sus derechos y 
ayudarles a desarrollar sus aptitudes de manera armoniosa con los preceptos del buen vivir. La 
vigente Carta de la República 2008, establece:  
 
Art. 44.- “El Estado, la sociedad y la familia promoverán de forma prioritaria el desarrollo 
integral de las niñas, niños y adolescentes, y asegurarán el ejercicio pleno de sus derechos; se 
atenderá al principio de su interés superior y sus derechos prevalecerán sobre los de las 
demás personas (Carta de la República, 2008). 
 
…Las niñas, niños y adolescentes tendrán derecho a su desarrollo integral, entendido como 
proceso de crecimiento, maduración y despliegue de su intelecto de sus capacidades, 
potencialidades y aspiraciones, en un entorno familiar, escolar, social y comunitario de 
afectividad y seguridad. Este entorno permitirá la satisfacción de sus necesidades sociales, 
afectivo-emocionales y culturales, con el apoyo de políticas intersectoriales nacionales y 
locales” (Carta de la República, 2008). 
 
Mandato constitucional con el cual se deja de manifiesto el interés prioritario del Estado 
ecuatoriano sobre los niños, niñas y adolescentes. Cabe subrayar que tanto la Carta Política de 
1998, al igual que la recién promulgada Constitución de la República 2008, poseen, una amplia 
gama de derechos y garantías constitucionales a favor del menor de edad, lamentablemente, 
estos mecanismos jurídicos difícilmente llegan a concretarse, en el ámbito público por la 
carencia de voluntad política y recursos económicos que en la práctica los viabilicen; y, en el 
ámbito particular por la alta negligencia de la Administración de Justicia. 
 
Lo que permite entrever que a pesar de que nuestro Ordenamiento Jurídico Nacional, se 







2 ESTUDIO A LA CONCEPCIÓN CONSTITUCIONAL DE 
GRUPO DE ATENCIÓN PRIORITARIA.- CONSTITUCIÓN DE LA 
REPÚBLICA 2008 
La protección institucional de menores tiene sus raíces en la época de la Real Audiencia de 
Quito con los “Hospitales de la Caridad” manejados por la Iglesia, en uno de los cuales -acaso el 
más importante-, el “Hospital de la Misericordia y de la Santa Cruz” (el Hospital San Juan de 
Dios desde su temprana creación a finales del siglo XVI y actualmente Museo de la Ciudad). 
 
Fue recién en 1925, luego de la Revolución Juliana, cuando se establecieron los conceptos de 
previsión y protección social, como parte de las responsabilidades del Estado, funciones que 
ejercía la Beneficencia Pública (bajo la tutela de la Iglesia), con fondos estatales, pero con 
ayuda individualizada y aislada. 
 
Al crearse el Ministerio de Previsión Social, pasan a su dependencia las Juntas de Asistencia 
Pública a las que fue confiada la atención gratuita a la infancia desamparada. Los propósitos de 
este nuevo ministerio se pudieron cristalizar al haber sido creados los reformatorios, las colonias 
cooperativas infantiles, las prisiones diferenciadas para menores y la revisión de la 
jurisprudencia existente. 
 
En el gobierno del general Alberto Enríquez Gallo se expidió la Ley Orgánica de Hogares de 
Protección, con cuatro tipos de establecimientos, cuya modalidad aún existe.  
 
La legislación de esencialmente de menores en el Ecuador, tuvo sus orígenes en el año de 1938, 
fecha en la cual Emilio Uzcátegui redactó el primer Código de Menores inspirado en la 
Declaración de los Derechos Humanos y el Código del Uruguay, aprobado mediante Decreto 
No.181-A, promulgado en el Registro Oficial No. 2 del 12 de agosto del mismo año, el que 
además crea los primeros Tribunales de Menores.  
 
Lo característico de esta legislación es la concepción tutelar, asistencilista y casi paternal por 
parte del Estado, que concibe al menor como un objeto de protección especial, para los casos de 
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aquellos menores que se encuentran en situación de riesgo o en peligro, como los abandonados, 
los de la calle, los trabajadores, los infractores, etc.  
 
La marcada tradición de informalidad en el tratamiento de los asuntos, concebidos como 
conflictos humanos y por la conformación de los organismos tutelares como los Tribunales de 
Menores. 
 
En ese contexto se crea la Corte Nacional de Menores el 9 de agosto de 1944 mediante Decreto 
No. 72, publicado en el Registro Oficial No. 65 de 18 del mismo mes y año, con jurisdicción 
nacional, máximo organismo de Servicio Judicial de Menores adscrita al Ministerio de 
Bienestar Social, equivalente a la Corte Nacional de Justicia de la Función Judicial. 
 
En marzo de 1990, el Ecuador ratifica la Convención sobre los Derechos del Niño, lo cual crea 
un antecedente que cambia esta tradición tutelar e implementa un nuevo concepto y visión de 
los menores por niños, niñas y adolescentes, a través del respeto y ejercicio de sus derechos 
como sujetos. 
 
El 16 de julio de 1992, se intentó acceder a este nuevo sistema de Protección Integral y se 
aprobó la reforma al Código de Menores, que intentó adaptar los mandatos de la referida 
Convención, encontrándose con algunos obstáculos, como la falta de desarrollo de los conceptos 
de la Protección Integral, así como la oposición de los operadores del servicio judicial de 
menores, quienes definieron la tradición referida anteriormente, como resultado se obtuvo un 
Código que en su parte inicial declaraba derechos, pero en su parte orgánica mantenía las 
mismas estructuras tradicionales que no garantizaban el pleno desarrollo y cumplimiento del 
ejercicio de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 
 
Esta Doctrina denominada de la Situación Irregular, permaneció en la Legislación Nacional, 
hasta el 10 de agosto de 1998, fecha en la que entró en vigencia la derogada Décimo Novena 
Constitución Política de la República, la misma que posicionó en la máxima norma jurídica del 
Estado, los compromisos adquiridos por nuestro país en 1990, con la suscripción y aprobación 
de la Convención sobre los Derechos del Niño que obligaba a los estamentos del Estado, la 
sociedad y la familia a reconocer los principios rectores y plasmarlos ya sea en la formulación 
de la legislación, así como con medidas de protección y acciones a favor del respeto de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes. 
 
Sin embargo, y debido al reiterado irrespeto de los referidos derechos y garantías 
constitucionales (1998), fue necesario emprender un nuevo cambio estructural del Estado a 
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través de la promulgación de una nueva Carta Política, la Vigésima en la historia republicana 
(2008). En este nuevo cuerpo normativo, se plasmó las buenas intenciones de unos y otros, 
recargando a los niños, niñas y adolescentes de vigorizados derechos y garantías que 
lamentablemente no se concreten en la praxis. 
 
 
2.1 EVOLUCIÓN HISTÓRICA  
Los orígenes internacionales sobre los Derechos del Niño, se remontan al año de 1924 con la 
aprobación de la Declaración de los Derechos del Niño, sobre cuya base la Organización de las 
Naciones Unidas emitió en 1959 la Declaración Universal de los Derechos del Niño. Más 
adelante, el 20 de noviembre de 1989, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprueba la 
Convención sobre los Derechos del Niño. Esta convención resulta de importancia para la 
vinculación jurídica con el Estado del Ecuador, debido a que en la Carta Fundamental que se 
encontraba vigente en la fecha de aprobación se distinguía la fuerza vinculante para el Estado, 
no así las declaraciones. 
 
Sobre la base de la Doctrina de Protección Integral, que contempla a todos los niños, niñas y 
adolescentes como personas sujetos de derechos humanos, además de los suyos propios, se 
construyó una nueva institucionalidad en el sector de la niñez pero además, esta nueva 
legislación, rompió con la tradición tutelar y paternalista por parte del Estado, desarrollando 
principios rectores como la corresponsabilidad entre éste, la familia y la sociedad mirando a los 
niños, niñas y adolescentes, como un grupo vulnerable de ciudadanos (Constitución Política de 
1998). Cabe resaltar que el Ecuador fue el primer país latinoamericano en aprobar la 
Convención de los Derechos del Niño, en 1990, al mismo tiempo adquirió varios compromisos 
con la Comunidad Internacional, principalmente el de adoptar todas las medidas necesarias para 
cumplir con una frase común de ese entonces: “los niños ante todo”.  
 
Pero recién en agosto de 1998, con la entrada en vigencia de la derogada Constitución Política -
Décimo Novena de la República-, los principios aprobados en el instrumento internacional se 
plasmaban en una norma jurídica concreta y además del más alto nivel jerárquico, lo que obligó 
a los estamentos del Estado a armonizar la legislación secundaria en diversos órdenes, 
lamentablemente, ese cambio solo se dio de manear lírica, ya que en la práctica no se satisfizo la 
necesidad de formular e implementar una estructura Administrativa y Judicial que garantice los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes, tan vehementemente preconizados en la derogada 
Carta Política 1998.  
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Esta estructura administrativa debió formarse con la sociedad civil y el Estado, y una estructura 
judicial de: niños, niñas y adolescentes, ágil, competente y especializada, que en conjunto 
permitieran hacer efectivos los postulados y principios que recogía la Carta Magna de 1998, 
lamentablemente, quedó como un simple ensueño jurídico, que hace poco colapsó, por la 
negligencia de las autoridades de turno. Por todos estos desatinos, la ciudadanía, confió en el 
cambio ofertado por el gobierno de turno, dando vida a la actual Constitución de la República 
2008, que entre sus pilares establece una revolución en la Administración de Justicia, que hasta 
la fecha no se logra concretar. 
 
Respecto a la evolución constitucional de la concepción de grupo vulnerable a grupo de 
atención prioritaria, debemos tener presente que la Constitución Política de 1998 estableció que 
el más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos (Art. 16), que los 
derechos se garantizan a todos y sin discriminación (Art. 17), que los derechos humanos son 
directa e inmediatamente aplicables, que se estará a la interpretación que más favorezca a la 
vigencia de los derechos humanos, que no se podrá exigir requisitos o condiciones no 
establecidos en la Constitución y la ley para su ejercicio (Art. 18), que los derechos reconocidos 
y garantizados son los mencionados en la Constitución, instrumentos internacionales de 
derechos humanos y los demás que se deriven de la naturaleza de las personas (Art. 19) y que el 
Estado es responsable por su inobservancia o irrespeto (Arts. 20 al 22). La Constitución del 
2008 recoge todos los principios del año 1998 e incluye de manera vigorosa algunos más. 
 
En la Constitución de 1998 los derechos se clasificaban en derechos: civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales, por una parte, y derechos colectivos por otra. En buena 
lectura se entendería que los primeros son de carácter individual y los segundos de carácter 
colectivo. Esta visión es, sin duda, restrictiva. Resultaba que solo los titulares de los derechos 
podían exigir los primeros y cualquier persona de la colectividad los segundos. En los primeros 
tenía que haber un titular de un derecho y en los segundos cualquier titular. La teoría liberal del 
derecho subjetivo se imponía. Los derechos subjetivos son derechos de carácter personalísimo 
en las relaciones horizontales; solo el titular de un derecho tiene acción ante la justicia. El 
concepto de derecho subjetivo evoluciona al derecho subjetivo público, que tiene la misma 
lógica salvo que la parte denunciada puede ser el Estado. Otra persona puede demandar en 
nombre de otra con autorización expresa del titular. 
 
En cambio, en la Constitución del 2008, todos los derechos humanos, incluidos los niños, las 
niñas y los adolescentes tienen una doble dimensión: la individual y la colectiva, y se 
denominan doctrinariamente como derecho fundamental (no subjetivo). La forma de su ejercicio 
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puede ser variada, dependiendo de las circunstancias. La enumeración de la norma comienza 
con las personas que pueden intervenir de forma individual o como parte de un colectivo.  
 
Siguen las comunidades, que pueden abarcar a grupos humanos que no cuadran con el término 
pueblo ni nacionalidad. Las comunidades podrían tener vínculos de vecindad o geográficos, 
como la comunidad de Oyacachi, o vínculos de otra especie, como la comunidad GLBTT (gay, 
lesbiana, bisexual, travestí y transexual).  
 
Las nacionalidades son colectividades formadas a lo largo de la historia y que comparten la 
misma identidad étnica, cultural, lingüística, entre otras, como la nación Kichwa o Shuar; los 
pueblos son subdivisiones de la nacionalidad Quichua que se identifican por algunos rasgos 
específicos que no comparten los otros pueblos, como el pueblo Cayambi. Hay además los 
colectivos, integrados por personas que forman parte de manera temporal de una categoría 
social a los que, como partes de esta categoría, se les reconoce derechos específicos, como son 
los niños, niñas, adolescentes y otros a los que Peces Barba denomina “personas situadas”  
(Barba Martínez, 1994, pág. 89). 
 
Finalmente, “…hay colectividades conformadas por individuos que tienen el interés común de 
que se les reconozca sus derechos por razones o fundamentos jurídicos comunes” (Trujillo, 
2008, págs. 68-85). 
 
La Constitución del 2008, al constituir como titulares a todos estos sujetos, expresa que todos y 
cada uno de los derechos que se enumerarán tienen dimensiones individuales y colectivas. Por 
ejemplo, el derecho a la identidad podría ser reivindicado por el individuo a quien se le niega 
hacer constar su nacionalidad en la cédula de identidad y podría ser considerado un derecho 
colectivo para demandar una ley en la que se establezca la obligación de la autoridad para hacer 
constar esta característica de los miembros de la respectiva nacionalidad.  
 
Desde la perspectiva del juez o jueza, al conocer un caso por una demanda individual, también 
podría resolverlo con carácter colectivo; por ejemplo, en el caso de que una persona portadora 
de VIH-Sida, que requiera antirretrovirales, demande al Estado por omisión en la provisión de la 
medicina, el juez al constatar la violación podría determinar que un colectivo se encuentra 
expuesto a la misma situación. El ámbito y las posibilidades del derecho, en consecuencia, se 
multiplican. 
 
La Constitución de 1998 dividía con claridad los derechos colectivos, que eran explícitamente 
los derechos indígenas y los derechos al ambiente, y los demás derechos, que había que 
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entender, como se ha dicho, que eran los individuales. Esta dicotomía, en la clasificación, 
impedía que un derecho no indígena o del ambiente, pueda ser exigido en dimensión colectiva; 
o, al contrario, que un derecho considerado colectivo pueda ser demandado en su dimensión 
individual. 
 
Para apreciar las dimensiones individuales y colectivas pensemos en el caso hipotético de una 
política pública a través de la cual se distribuyen vacunas para niños y niñas menores de cinco 
años. Las vacunas se distribuyen solo en zonas urbanas y en escuelas públicas. Evidentemente, 
existiría una situación discriminatoria hacia los niños y niñas de zonas rurales y que se 
encuentran en las escuelas privadas. En la Constitución de 1998 la lectura sería que se trata del 
derecho a la salud que podría solo ser exigido por los representantes de los niños y niñas que 
han sido discriminados, por tratarse de un derecho individual. 
 
La solución sería exclusivamente para el niño o niña que demanda. En cambio, en la 
Constitución del 2008, cualquier persona, indiferente de si es víctima o no, podría demandar una 
acción de protección de derechos y la solución beneficiaría colectivamente a todos los niños y 
niñas discriminadas. 
 
La Constitución de Bolivia evita utilizar la clasificación de derechos colectivos; la de Colombia 
(capítulo III) y la de Venezuela tienen la clasificación dicotómica, distinguen entre los derechos 
de las personas, que parecería que son todos salvo los indígenas y ambientales; y la de Perú no 
hace alusión alguna a los derechos indígenas. Consideramos un avance conceptual la no 
distinción de la titularidad de derechos individual o colectiva, porque se amplían las 





El grupo de atención prioritaria es el conglomerado social, que por presentar características 
específicas, particulares e inherentes a su persona, son merecedores de inmediato cuidado por el 
Estado y sus entes públicos. De tal suerte que sus demandas deben ser inmediata y 
oportunamente satisfechas. 
 
En lo que se refiere a los niños, niñas y adolescentes, su inclusión dentro del grupo de atención 
prioritaria responde al principio universal de interés superior del niño; sin embargo, es también 
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producto de su condición de desarrollo, formación y crecimiento; y, de las demandas que nacen 
de tal condición. 
 
Los derechos de las niñas y niños, se encuentran en la Sección Quinta, Art. 44 de la 
Constitución de la República del Ecuador, aprobada en 2008:  
 
“El Estado, la sociedad y la familia promoverán de forma prioritaria el desarrollo integral de 
las niñas, niños y adolescentes, y asegurarán el ejercicio pleno de sus derechos; se atenderá al 
principio de su interés superior y sus derechos prevalecerán sobre los de las demás personas”. 
(Constitución de la República del Ecuador, 2008) 
 
Asimismo el artículo 11 del Mandato Constitucional, manifiesta:  
 
“Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante 
cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de 
parte”. (Constitución de la República del Ecuador, 2008) 
 
Por lo que se debe tener presente que cualquier norma jurídica que esté vigente y además sea 
válida, es decir, que haya sido expedida por autoridad competente, siguiendo las reglas de su 
producción y que no se contradiga con los principios constitucionales, tiene que ser aplicada, 
máxime si contiene preceptos a favor de la niñez y adolescencia, por estar cubiertos del 
principio de interés superior.  
 
Para el derecho ordinario no existe discusión alguna en la teoría tradicional, que establecía que 
el juez debe aplicar la ley. Sin embargo, en relación a la actual Constitución de la República 
2008 tenemos algunas dificultades, porque se le atribuye al juez la facultad de interpretar la 
norma legal de manera que más favorezca al niño, la niña y el adolescente.  
 
La teoría tradicional del derecho considera que en la Constitución se pueden encontrar dos tipos 
de normas. Unas de directa aplicación y otras programáticas. Se entendía que las primeras, al 
tener formas de reglas (hipótesis de hecho y obligación), podían ser aplicadas, mediante un 
proceso subsuntivo, por quien juzga. En cambio, las normas programáticas, aquellas que 
establecen objetivos a alcanzarse, tales como los derechos sociales, solo pueden ser aplicadas si 
es que existe desarrollo normativo. Esta teoría tiene sentido en el Estado de Derecho, puesto que 
las autoridades judiciales están sometidas exclusivamente a la Ley. Este principio se conoce 
como el de mera legalidad. 
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En el neoconstitucionalismo toda norma constitucional es aplicable, aun cuando tenga la 
estructura de un principio. La distinción entre normas programáticas y normas directamente 
aplicables, es irrelevante. Por supuesto que esta afirmación implica que las personas están 
sometidas además de la Ley a la Constitución, y que requiere una dosis de creatividad de la 
persona que aplica al imaginar y crear la hipótesis de hecho y la obligación que emana del 
principio en el caso que aplica. La sujeción a la Constitución, y no solo a la Ley, se conoce 
como el principio de estricta legalidad. 
 
Por otro lado, los sujetos destinatarios de los derechos ya no son exclusivamente las autoridades 
judiciales. Esto también cambia la teoría tradicional del derecho. Las normas están destinadas a 
vincular y limitar a cualquier persona que se encuentre en situación de poder. 
 
El problema teórico, que se resuelve de forma fácil y enunciativa, a través de la comprensión de 
que los principios son normas, se torna terriblemente complicado en la aplicación práctica, en 
particular en aquellos derechos que demandan una fuerte intervención estatal.  
 
Los ámbitos y las formas de resolver la real diferencia entre el deber ser del principio y el ser de 
la realidad requieren de teoría de los derechos humanos y de técnicas de interpretación. En 
principio, por el solo hecho de la existencia de la norma, las personas que consideran que se 
viola en la realidad este derecho, pueden iniciar una acción de protección de derechos. El 
resultado depende de las circunstancias.  
 
Puede ser que exista daño y por tanto se requiere reparación, puede ser que existan 
justificaciones que expliquen la falta de atención al derecho, puede ser que se aplique el 
principio de subsidiaridad y que las personas que tienen recursos deban por sí mismo satisfacer 
el derecho, puede ser que exista una omisión del Estado al formular políticas públicas sobre 
alimentación. 
 
La norma es siempre aplicable, cuando la autoridad determina que no cabe la pretensión de la 
persona que considera que su derecho está siendo violado, puede eso significar que el principio 
está siendo aplicado. Alexy, para comprender el fenómeno de la aplicación del derecho, utiliza 
la teoría de la posición jurídica. 
 
Según esta teoría las personas que tienen derecho y consideran que están siendo violados, solo 
podrán encontrar satisfacción por parte del Estado cuando tienen razones válidas y suficientes 
para ello. Esto nos remite al problema de la argumentación jurídica y de la ponderación para 
encontrar la justificación en caso de que la norma no surta efectos en el caso. 
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Otro efecto de la directa aplicación es que no se requiere de intermediación de autoridad alguna 
para que se pueda invocar el cumplimiento de una norma. Los pretextos de falta de ley o 
reglamento para excusarse de cumplir un derecho, tan comunes en un estado burocratizado, no 
tienen cabida. 
 
Si los derechos son aplicables directamente, las garantías, que son las herramientas para su 
efectividad, también deben de serlo. En tiempos de estados de excepción o de emergencia, la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos ha dicho que las garantías son imprescindibles para 
el control democrático sobre el poder del estado. Los argumentos sobre el derecho son los 
mismos para sostener la directa aplicabilidad de las garantías. 
 
En tal virtud y en atención a la concepción constitucional de grupo de atención prioritaria, los 
derechos y garantías de los niños, niñas y adolescentes están en la cúspide del Ordenamiento 




Ecuador ha realizado importantes avances en materia de inversión social y ha dispuesto un 
marco constitucional que asegura, protege y prioriza los recursos fiscales para la protección de 
áreas estratégicas para el desarrollo como son la educación y la salud.   
 
Los últimos años, pese a la vulnerabilidad fiscal y económica por la que Ecuador ha atravesado, 
se puede constatar una voluntad política para destinar recursos preferentes para la inversión 
social en la niñez y la adolescencia.  Más aún en este período los crecimientos han sido 
sustantivos en salud, protección social, vivienda y educación.  Sin duda, más niños y niñas han 
accedido al a salud, a la educación y a la protección.  
 
Muchas más familias disponen de vivienda para sus hijos e hijas. Sin embargo, quedan retos 
importantes para universalizar la educación básica y media, asegurar la salud a todos los niños y 
niñas; y, la protección integral de la infancia contra toda forma de violencia, son aún 
aspiraciones pendientes para gran parte de la niñez y la adolescencia en el Ecuador. 
 
Por ello es necesario que Ecuador continúe realizando todos los esfuerzos para mejorar 
permanentemente la eficiencia de la inversión social, asignar más recursos para este sector y a la 
vez movilizar a la ciudadanía y al sector privado para disponer de mayores inversiones en favor 
de la infancia ecuatoriana.  
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Pues la creciente preocupación nacional y mundial por generar sociedades más tolerantes, 
democráticas, equitativas y respetuosas con sus niños, niñas y adolescentes, se ha visto 
plasmada en la generación de una serie de tratados, convenios y acuerdos bajo el enfoque de 
derechos y ciudadanía.  
 
El Estado ecuatoriano ha sido partícipe de esta toma de consciencia internacional, mediante la 
suscripción de documentos como la Convención de los Derechos del Niño, el Protocolo de 
Palermo o las Reglas de Beijín pero, sobre todo, por la creación de su propia ley, el Código 
Orgánico de la Niñez y Adolescencia, y la institucionalización del ente rector del sector, el 
Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia.  
 
En este marco, se crea participativamente el Plan Nacional Decenal de Protección Integral a la  
Niñez y Adolescencia, esfuerzo conjunto de una serie de actores, tanto del sector estatal como 
de la sociedad civil, quienes con miras al año 2014, efectuaron análisis, estudios, evaluaciones y 
propuestas que resultaron en 29 políticas, con sus respectivas metas y estrategias. Es importante 
también la priorización de las condiciones sociales y políticas que el Plan considera 
imprescindibles para su ejecución.  
 
Es la segunda oportunidad que el Ecuador, como país hace una planificación para una década 
orientada al sector de la niñez y adolescencia: prioridades, recursos y capacidades, actores y 
responsables, metas y desafíos. Todo esto dirigido a tres grupos etáreos: hasta los 6 años, de 6 a 
12 y de 12 a 18 años de edad.  
 
El Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia tiene la obligación de velar por el cabal 
cumplimiento del Plan y hacer vigente el gran Acuerdo Nacional, acto en el cual cada uno de los 
actores asume su responsabilidad en esta ejecutoria.  
 
Casi 5 millones de compatriotas serán beneficiarios del Plan Nacional Decenal de Protección 
Integral a la Niñez y Adolescencia. Todo los demás hombres y mujeres que vivimos en este país 
tenemos la obligación histórica de llevarlo a cabo y sentar el precedente de que con 
planificación, recursos y compromisos, un futuro mejor es posible. 
 
Tanto más, si se toma en cuenta que el inicio de la primera década del nuevo milenio, toma a 
nuestro país frente al desafío de enfrentar graves situaciones sociales, originadas en problemas 
estructurales del Estado y sociedad ecuatoriana y cuyas víctimas principales han sido la inmensa 
mayoría de niños, niñas, adolescentes y sus madres.  
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Los efectos de la última crisis fueron devastadores: golpearon fuertemente en el empleo y la 
distribución de la riqueza, lo cual se tradujo en un empobrecimiento general de la población, en 
el período 1999-2000. En los últimos tres años (2001-2004), el ingreso promedio de los hogares 
ha mejorado, de 174 dólares promedio que tenían las familias, a 510 dólares en el 2004. De 79 
dólares per cápita promedio -antes de la dolarización- a 143 per cápita en el 2004. Sin embargo, 
en el campo la situación continuó siendo difícil para la población. Para el 2004 la pobreza en el 
campo fue del 76%, a diferencia de la de las ciudades que descendió al 42%3.  
 
La mitad de la población nacional, el 52%, es pobre (ingreso per cápita inferior a 2 dólares 
corrientes por persona al día), eso explica el incremento de la migración, y que buena parte de 
las familias luchen por su supervivencia, lo que repercute en la limitada alimentación, escaso 
acceso a la salud y a viviendas confortables, así como bajos e inadecuados cuidados que no 
garantizan que los niños, niñas y adolescentes posean una vida digna y desarrollen sus 
potencialidades. 
 
La profundidad de la crisis ecuatoriana, se ha traducido en una creciente vulnerabilidad de los 
pobres, tanto de las ciudades como de zonas rurales. Cada vez más miembros de la familia 
deben incorporarse a un trabajo remunerado, aproximadamente el 15% de niños y niñas entre 5 
y 17 años se incorpora al mercado laboral; además, el aporte económico de las mujeres, niños, 
niñas y adolescentes es cada vez mayor. Sin embargo, indicadores como malnutrición y 
deserción escolar empeoraron. La universalización de la educación y la salud sigue estando lejos 
de cumplirse.  
 
El deterioro del ambiente da lugar a graves problemas de contaminación de los recursos agua, 
suelo y aire que provoca diverso tipo de enfermedades que afectan especialmente la salud de los 
niñas, niñas y adolescentes y ocasionan una baja productividad de los recursos naturales en 
especial del suelo, empobreciendo aún más a las familias campesinas.  
 
La debilidad de la estructura política y de gobernabilidad, acarreada desde inicios de los años 
ochenta, se ha expresado en la carencia de un proyecto democrático de país que ponga al 
bienestar de su población en el centro de las preocupaciones. Los movimientos y partidos 
políticos no han logrado generar acuerdos nacionales, la sociedad civil mantiene un desarrollo 
débil de exigibilidad y participación y la institucionalidad pública y privada está afectada 
profundamente por la corrupción. En buena parte de la del procesamiento de las acciones de 
defensa, protección y exigibilidad de derechos redundando negativamente en el desarrollo de 
destrezas, habilidades y capacidades de niños, niñas y adolescentes, quienes presentan una débil 
identidad y carecen de los suficientes aprendizajes para la vida.  
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Respecto a la capacidad institucional del país, la administración pública mantiene vicios 
profundos originados en la persistencia de un modelo centralizador, jerárquico e ineficiente y 
una inversión social insuficiente. Los recursos que se disponen sostienen un sistema burocrático 
que duplica acciones, aplica medidas coyunturales y carece de políticas de largo plazo.  
 
Probablemente el reto fundamental para conseguir las metas propuestas constituye la voluntad 
política de diversos actores con capacidad de decisión, para priorizar la inversión social y sobre 
todo, colocar en el centro del proyecto nacional de largo plazo, el cumplimiento de los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes para lo cual también es indispensable fortalecer la capacidad 
de demanda y participación social; es decir, que el Estado ecuatoriano retome el tema de la 
protección, en el marco de una doctrina integral de protección que actualmente no se encuentra 
institucionalizada, y cuya prestación de servicios y cobertura territorial es muy limitada. Tanto 
más si tomamos en cuenta que en la actualidad, la concepción del niño, niña y adolescente como 
grupo de atención prioritaria obliga al Estado ecuatoriano, hoy Constitucional de Derechos y 
Justicia Social, a emprender una revolución normativa que en la práctica impulse la concreción 




La preocupación por establecer un marco jurídico que proteja efectivamente los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes de nuestro país, tiene varios hitos fundamentales en los últimos 
años; entre ellos, la suscripción de la Convención de los Derechos del Niño, la propia 
Constitución de la República y la vigencia del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia.  
 
En efecto, en 1990 nuestro país suscribe la Convención de los Derechos del Niño siendo el 
primer país de América Latina y el tercero en el mundo en cumplir con esta obligación. La 
Convención, por su carácter vinculante, implicó el compromiso del Estado ecuatoriano de hacer 
efectivos los derechos consagrados en este instrumento internacional, convertido en ley 
nacional. De esta manera, el país asumió el compromiso de respetar los derechos enunciados en 
la Convención y asegurar su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción 
alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión 
política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los 
impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus 
representantes legales.  
 
55 
Para lo cual el país definió el primer “Plan Nacional de Acción para la Supervivencia, 
Protección y el Desarrollo del Niño en el Decenio del 90”, en el cual se fijaron metas en cada 
una de las áreas del desarrollo de la niñez y adolescencia.  
 
El Ecuador ha suscrito, además, otros protocolos facultativos de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, referidos a venta de niños, la denominada prostitución infantil, utilización 
de niños en la pornografía y participación de niños en los conflictos armados. Así mismo, ha 
aprobado el Convenio Nº 138 de la Organización Internacional de Trabajo sobre la edad mínima 
de admisión en el mundo laboral y el Convenio Nº 182 de la OIT sobre prohibición de las 
peores formas de trabajo infantil; en este contexto el Ecuador suscribió la Declaración de Quito, 
la Cuarta Reunión del Comité Regional Intergubernamental del Proyecto Principal en la esfera 
de la educación en América Latina y el Caribe; la acción inmediata para la eliminación del 
trabajo infantil es a través de la creación del CONEPTI. 
 
Los compromisos jurídicos y políticos asumidos por el país, al adherirse a tales convenios y 
acuerdos internacionales, configuraron un escenario en el cual era indispensable armonizar la 
legislación nacional. En este contexto, en agosto de 1998 entra en vigencia la nueva 
Constitución del Ecuador. Sus disposiciones consagran la ciudadanía de los niños y niñas, su 
condición de sujetos de todos los derechos comunes a todas las personas, además de los 
derechos propios de su edad y la corresponsabilidad del Estado, la sociedad y la familia en la 
garantía de los derechos de la niñez y la adolescencia y la obligación de promover con la 
máxima prioridad su desarrollo integral.  
 
De igual manera, la Constitución establece principios fundamentales que deben orientar la 
elaboración y ejecución de las políticas públicas, programas y proyectos públicos y privados y 
dispone medidas de protección especial para situaciones de violación de los derechos de la niñez 
y la adolescencia relacionados con la explotación económica, explotación sexual, violencia, 
negligencia, discapacidades, etc.  
 
La derogada Constitución Política de 1998 garantizaba los derechos de participación y 
asociación, el principio de igualdad ante la ley, la aplicación de todas las garantías 
constitucionales, el derecho al debido proceso y a una administración de justicia independiente e 
imparcial. Dispone, además, el traslado del Sistema Judicial de Menores a la Función Judicial, 
la organización del Sistema Nacional Descentralizado de Protección Integral para la Niñez y 
Adolescencia, y la obligación de los gobiernos seccionales de formular políticas locales para la 
niñez y adolescencia y destinar recursos preferentes para este sector.  
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Otro hito fundamental es el Código de la Niñez y Adolescencia, publicado en el Registro Oficial 
# 737 del 3 de enero de 2003 y en vigencia desde el 3 de julio del 2003. El Código establece un 
nuevo marco jurídico institucional, de carácter descentralizado y participativo, con el objetivo 
de garantizar los derechos consagrados a favor de niños, niñas y adolescentes, que es el Sistema 
Nacional Descentralizado de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia.  
 
El Código de la Niñez y Adolescencia entre otras disposiciones, señala como responsabilidad 
del Consejo Nacional de la Niñez y la Adolescencia la definición y evaluación de una Política 
Nacional de Protección Integral y la aprobación del Plan Nacional Decenal de Protección 
Integral.  
 
La Protección Integral es la doctrina que sustenta el deber del Estado, la sociedad y la familia de 
garantizar que todos los niños, niñas y adolescentes logren su desarrollo integral y el disfrute 
pleno de sus derechos, en un marco de libertad, dignidad y equidad. 
 
 Las políticas cobijadas bajo esta doctrina no son independientes una de la otra, sino 
dimensiones de una misma integralidad, principio rector que ha orientado la elaboración del 
presente Plan Decenal. Otras leyes y normativas nacionales apuntan también a favorecer el 
ejercicio de derechos de niños, niñas y adolescentes; como por ejemplo la Ley de Educación 
para la Sexualidad y el Amor, la Ley de Maternidad Gratuita y otras que se constituyen en un 
importante soporte para la aplicación del Plan Decenal. 
 
Los significativos logros alcanzados de en el sector social, que específicamente tienden a 
favorecer a los niños, niñas y adolescentes, logran marcar precedentes al ser incluidos dentro de 
la actual Constitución de la República 2008 bajo la denominación de grupos de atención 
preferente, pues gracias a dicha cosmovisión se ha logrado:  
 
Establecimiento de políticas públicas que en definitiva maximizan la operatividad de servicios 
públicos prestados a favor de los niños, las niñas y los adolescentes; mismos que se traducen en 
beneficios palpables dentro de la salud, educación, vivienda, etc. 
 
Políticas públicas que han llevado a un plausible mejoramiento de la dura realidad que deben 
sufrir los y las niñas en nuestro país y que por otra parte han llevado a visibilizarlos haciéndolos 
parte del interés público. 
 
Concesión de sumas de dinero considerables al pago de la deuda social en el presupuesto 
nacional, lo cual ha permitido correlativamente la creación de hospitales y escuelas. 
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Elaboración de leyes, que en la práctica facilitan la concreción de los justos y legítimos derechos 
de los niños. 
 
Reformas legales que a pesar de ser antipopulares en la práctica evidencia la presencia del 
principio universal del interés superior del niño, muestra de ello es la Tabla de Pensión 
Alimenticia, la obligación solidaria de los parientes cercanos del niño y la niña. 
 
También la edificación de una justicia excepcional y especializada encargada de juzgar al 
adolescente infractor y la inimputabilidad penal del niño y la niña. 
 
Apoyo a los niños y a las niñas que se encuentran en situación de vulnerabilidad, priorizando 
sobre toda a quienes se encuentra doblemente vulnerables. 
 
Inclusión de niños, niñas y adolescentes con capacidades especiales dentro del Sistema 
Nacional de Educación mediante la promulgación y vigencia de la Ley Orgánica de Educación 
Intercultural LOEI. 
 
Ampliación de la cobertura de salud otorgada por el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social. 
Ampliación del permiso por maternidad y creación de la licencia con sueldo por paternidad. 
 
Promulgación y vigencia del actual Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, que ha 
logrado unificar de manera coherente el Mandato Constitucional de 2008 y la normativa dictada 
a la sazón de la revolución ciudadana emprendido por el gobierno. 
 
 
2.5 PUNTUALIZACIÓN LEGAL 
El Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia es la finalización de un largo proceso de 
discusión, redacción y debate legislativo que se inició cuando la reforma legislativa de 1992 
demostró su inadecuación con los principios y contenidos de la Convención sobre los Derechos 
del Niño, la incorporación de la Doctrina de Protección Integral y el acogimiento del Principio 
de Interés Superior. 
 
Esta nueva ley debe ser entendida como parte de un significativo proceso de reconocimiento 
normativo de los derechos de la infancia y adolescencia en el Ecuador, proceso que se inició con 
la ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño en febrero de 1990, que se 
desarrolló con la reglamentación de las adopciones internacionales en el mismo año, continuó 
58 
con el Código de Menores de 1992, con las reformas constitucionales de 1996 y 1997, y con la 
Constitución de 1998.  
 
Con el Código Orgánico de la Niñez y la Adolescencia se consolidó una forma diferente de 
redactar las leyes, dejando de ser un proceso en un grupo de expertos, para pasar a ser un amplio 
ejercicio democrático en el que personas de diferentes ciudades, edades, profesiones, 
intervinieron en su proceso de redacción.  
 
Muchas son las innovaciones que la nueva ley introduce, desde el uso de nuevos conceptos 
jurídicos (por ejemplo niño, niña y adolescente que asumen un contenido jurídico específico, la 
desaparición de la declaración de abandono, la declaratoria de adoptabilidad, el acogimiento 
familiar e institucional, etc.), hasta el desarrollo normativo de una institucionalidad encargada 
de promover y garantizar los derechos que desarrolla  la ley (por que ya se encontraban 
plenamente reconocidos y declarados en la Convención sobre los Derechos de los Niños y en la 
Constitución), concretando principios como el de la corresponsabilidad del Estado, la sociedad y 
la familia, mejorando algunas instituciones jurídicas específicas (patria potestad, alimentos, 
responsabilidad penal juvenil, etc.).  
 
Sin embargo, en nuestra opinión, la contribución más importante es el establecimiento de un 
conjunto de mecanismos de exigibilidad de todos los derechos declarados, tanto individuales 
como colectivos. 
 
Cabe destacar que en agosto de 1992 se aprobó una reforma al Código de Menores ecuatoriano 
que había estado en vigencia desde 1976. Esta reforma de manera explícita tenía por objetivo 
“compatibilizar” y dar “efectividad” a la Convención sobre los Derechos del Niño ratificada por 
el Ecuador en febrero de 1990. 
 
En líneas generales, la reforma de 1992 fue el resultado de un proceso de consulta social 
limitada, basado en un acuerdo técnico-político entre el Ministerio de Bienestar Social y 
Defensa de los Niños Internacional-Sección Ecuador y con el respaldo del Consejo Nacional de 
Menores y UNICEF.  Si bien la voluntad de todas las organizaciones que impulsaron este 
proceso era la de lograr la plena adecuación de la legislación nacional y de la institucionalidad a 
la Convención, la poca compresión de las implicaciones de las normas de la Convención, y el 
limitado interés del sector público de introducir transformaciones a su estructura y 
funcionamiento produjeron una reforma con severas limitaciones. Varios análisis sobre el 
contenido del Código de Menores de 1992 demuestran su incompatibilidad con la Convención, 
y por ende con la doctrina de la protección integral. 
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En el año 1995 varias organizaciones dan inicio a un proceso de reflexión sobre las limitaciones 
de la legislación vigente. Este proceso reafirmó la necesidad de una reforma integral del Código 
Menores, especialmente de la institucionalidad encargada de la garantía y protección de los 
derechos. Pese al consenso que existía al respecto, el Servicio Judicial de Menores (dependiente 
en ese momento de la Función Ejecutiva) realizó una amplia campaña de desprestigio de la 
propuesta de la reforma. Esta oposición, y la cercanía de la aprobación del Código vigente a la 
fecha, frenaron cualquier posibilidad de reforma en ese momento. 
 
En el año 1996 el movimiento por los derechos de la niñez del Ecuador, liderado por el Foro de 
la Infancia, propuso una enmienda a la Constitución para asegurar la existencia de normas 
específicas sobre los derechos de la infancia y adolescencia. Producto de esto se incorpora un 
artículo sobre los derechos del niño/a. Pese a las claras limitaciones que tiene esa reforma 
constitucional es un importante antecedente de los cambios posteriores, en especial por la 
incorporación de los principios de corresponsabilidad del Estado, la sociedad y la familia y el de 
prevalencia de los derechos. Este artículo se mantuvo en la codificación de la Constitución de 
1997. 
 
Por una coyuntura política derivada del derrocamiento de Abdalá Bucaram las fuerzas sociales 
del Ecuador promueven la Asamblea Nacional Constituyente de 1998.  
 
Esta Asamblea es recordada por el conjunto de las organizaciones y movimientos sociales del 
Ecuador como un espacio privilegiado en el que se buscó la “constitucionalización” de las 
aspiraciones y búsquedas históricas de todos esos movimientos.  
 
Un grupo de organizaciones públicas y privadas que trabajan en el tema de los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes promovieron la incorporación en la Constitución de normas 
específicas sobre los derechos de la infancia. Esto se consideró como parte de un proceso 
destinado al reconocimiento social de la obligación política, jurídica e institucional que tiene el 
Estado de satisfacer los derechos de las personas. 
 
La propuesta de reforma constitucional presentada por el movimiento por los derechos del 
niño/a tenía los siguientes elementos: 
 
1. Reconocer que todos los ecuatorianos/as son ciudadanos/as desde su nacimiento; 
2. Reafirmar que los niños, niñas y adolescentes son titulares de todos los derechos 
humanos, además de los específicos de su edad; 
3. Reconocer ciertos principios  y derechos específicos de la infancia y adolescencia; 
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4. Determinar las condiciones de la institucionalidad pública encargada de la protección y 
garantía de los derechos; y, 
5. Establecer las formas de participación de la sociedad civil en la definición, control y 
evaluación de las políticas públicas, de los programas y los proyectos. 
 
La Asamblea recogió la totalidad de las propuestas hechas por el movimiento a favor de los 
derechos de la infancia, en un marco constitucional de amplio reconocimiento a los derechos 
humanos. Sin embargo esta reforma constitucional no es relevante exclusivamente para el país. 
 
Estos dos elementos: las disposiciones constitucionales sobre los derechos de la infancia y 
adolescencia, y la incorporación directa de los instrumentos internacionales de derechos 
humanos a la legislación nacional dieron el impulso final al proceso de la reforma de la ley. 
 
El Foro de la Infancia, el Instituto Nacional del Niño y la Familia, UNICEF, Projusticia y la 
Comisión Especializada del Niño, Mujer, Familia y Juventud del Congreso Nacional, asumieron 
la responsabilidad de impulsar el proceso de reforma, proceso que todos coincidían tenía que ser 
ampliamente participativo y de alta calidad técnica. 
 
Se constituyó un “Comité” de la Ley formado por las organizaciones antes señaladas. Este 
Comité estructuró un “equipo técnico redactor” de amplia competencia técnica a cargo de la 
preparación de los textos legales y dio inicio al proceso de consulta social a escala nacional.  
 
Para las decisiones de carácter político se formó un Comité Consultivo, en este se encontraba 
una representación de los diferentes sectores: por el Ejecutivo participó el Ministro de Bienestar 
Social, por el legislativo la Presidenta de la Comisión de la Mujer, el Niño y la Familia del 
Congreso Nacional, por la Función Judicial Pro Justicia, y varios representantes de sector no 
gubernamental como el Foro de la Infancia y el Instituto Nacional del Niño y la Familia. 
 
Para el desarrollo del proceso de consulta se formó un Equipo de Participación ciudadana, quien 
fomentó los procesos de consulta en el ámbito nacional y canalizó las propuestas y comentarios 
de los diferentes proponentes. 
 
La consulta social se articuló alrededor de 29 “Comités de Gestión Local por los Derechos de 
los niños, niñas y adolescentes” que se organizaron en todo el país. El resultado de este proceso 
fue la participación directa de más de 200 instituciones (públicas y privadas), de más de 18000 
personas (en los que se incluyeron grupos de niños, niñas y adolescentes, autoridades locales y 
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nacionales, profesionales, etc.). Además, se organizaron más de 300 talleres de discusión y 
validación de la Ley. 
 
El Equipo Técnico Redactor, responsable de la preparación de los textos legales, elaboró como 
insumo de para la discusión pública una Matriz Legislativa, que se basó en los principios de la 
doctrina de la protección integral contenidos en la Convención sobre los Derechos del Niño y en 
la Constitución Política de la República. 
 
Se tomaron varias decisiones que marcaron el proceso general de discusión y preparación de la 
Ley, se trabajó desde el inicio en la redacción de un Código con categoría de Ley Orgánica. Se 
trabajó en cuatro “módulos”, de los cuales el primero (definiciones, principios y derechos) y el 
cuarto (los mecanismos de protección y garantía de derechos) se encontraban vinculados y eran 
interdependientes, en cambio el módulo segundo (relaciones familiares) y el cuarto 
(responsabilidad del adolescente infractor) podían ser retirados sin afectar la coherencia de la 
Ley.  
 
Esta decisión se tomó debido a que en ese momento se encontraba en marcha la de elaboración 
de un Código de Familia que contenía materias similares, y se consideró que en caso de 
aprobación previa de este cuerpo normativo se podía eliminar esta sección de la ley sin 
afectarla. 
 
En cuanto al módulo sobre responsabilidad penal de los adolescentes infractores, se 
consideró que por su contenido y naturaleza podía ser tratado y aprobado en forma 
independiente, sin afectar el contenido sobre protección de derechos. 
 
El proceso de discusión de la ley no estuvo exento de inconvenientes, especialmente por la 
oposición de ciertos sectores del servicio judicial de menores y de algunas entidades 
involucradas en los procesos de adopción que iniciaron una fuerte campaña de oposición, 
defendiendo  al Código de Menores de 1992 y descalificando el proceso de elaboración del 
Código de la Niñez. 
 
El proyecto fue presentado al Congreso Nacional en el año 2000. De acuerdo a las reglas de 
aprobación de leyes el primer debate se desarrolló entre el 18 de octubre del 2000 y el 15 de 
marzo del 2001. El segundo y definitivo debate se dio entre el 8 de noviembre del 2001 y el 30 
de octubre del 2002. 
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El Presidente de la República objetó parcialmente la Ley y el Congreso Nacional se allanó a la 
objeción parcial, por lo que ordenó la publicación del cuerpo normativo en el Registro Oficial.  
 
El proceso de aprobación legislativa no estuvo exento de inconvenientes, a la permanente 
oposición de los funcionarios del viejo sistema que desarrollaron una campaña de desprestigio 
del 92 la propuesta, disfrazando su defensa gremial con un discurso de defensa del Código de 
Menores, se sumaron sectores legislativos especialmente conservadores que criticaban a la 
propuesta por razones ideológico-políticas. 
 
Las principales críticas al interior del Congreso se centraron en cuatro ámbitos:  
 
 Críticas de contenido, especialmente en lo referente al sistema integral de protección de 
la infancia y adolescencia (lo que incluye la reforma del llamado servicio judicial de 
menores) y lo referente a la responsabilidad penal juvenil;  
 Críticas de forma, por cuanto se consideraba que era un texto muy largo y por tanto de 
difícil tratamiento para un Congreso que tenía otros temas urgentes;  
 Críticas al alcance de la reforma, ya que algunos sectores legislativos consideraban que 
era suficiente una reforma al Código de Menores vigente; y,  
 Crítica a la existencia de legislaciones especializadas, por considerar que estas eran 
causantes de la “inflación normativa” en el país y en consecuencia de la perdida de la 
capacidad regulativa del derecho. Estas últimas críticas consideraban que se debía 
tramitar reformas al Código de Menores, al Código Penal y al Código Civil, y no un 
nuevo cuerpo normativo. 
En el proceso de aprobación legislativa surgieron dos temas adicionales que dificultaron el 
proceso de discusión y aprobación de la Ley, el primero que tenía que ver con una disputa entre 
comisiones legislativas sobre la competencia para tratar el tema de la Ley, ya que los miembros 
de la Comisión Legislativa de lo Civil y Penal consideraban que ellos tenían que estar a cargo 
del tratamiento legislativo y no la Comisión Especializada del Niño, Mujer y Familia; el 
segundo estaba relacionado con las críticas de ciertos sectores al proyecto de Código de Familia 
que se traducía de manera automática al Código de la Niñez y Adolescencia, ya que algunos 
sectores comunes propugnaron las dos leyes. 
 
Las críticas, en algunos casos, ocultaban la defensa del status quo, pero muchas de ellas eran 
evidencias claras de la resistencia ideológica a considerar a los niños, niñas y adolescentes como 
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sujetos plenos de derechos y asumir las implicaciones de ese reconocimiento. Estos 
temas fueron enfrentados por el grupo promotor de la Ley, por medio de una amplia campaña de 
cabildeo e información, proceso que fue acompañado por la presión de amplios sectores sociales 
que sentían a este proyecto como “suyo” por la participación en el proceso de redacción. 
 
Es indudable que estas posiciones tuvieron un impacto en el contenido final de la ley, ya que 
para favorecer su aprobación se creó una comisión especial legislativa que realizó varias 
propuestas de cambio, por ejemplo la reducción del número de artículos, especialmente los de 
procedimiento, la modificación en la descripción de algunas instituciones, la eliminación de las 
sanciones de carácter penal, las normas transitorias sobre el servicio judicial de menores y el 
paso de los funcionarios de esta institución a los juzgados de la niñez y adolescencia, entre 
otros. 
 
Otro elemento que influyó significativamente en el contenido final del Código Orgánico de la 
Niñez y Adolescencia es la búsqueda de algunas de las instituciones públicas de mantener 
privilegios o el control de alguna parte de la institucionalidad. 
 
De tal manera que el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, trata de superar las severas 
deficiencias de la actual legislación de menores que tiene claros elementos de la vieja doctrina 
de la Situación Irregular, la misma que fue superada muy parcialmente en la reforma legislativa 
de 1992. Los inconvenientes de esta doctrina arrancan de una concepción limitante que pone el 
acento en lo que el niño y el adolescente no son (no adultos) y en un escenario de situaciones de 
riesgo. Cierto es que nuestro Código de Menores recepta algunos principios y normas de las 
nuevas tendencias expuestas en la Convención sobre Derechos del Niño y del Adolescente, pero 
es un hecho demostrado por varios estudios nacionales de indiscutible seriedad, que existe una 
notoria prescindencia, y violaciones sistemáticas, de las normas de ese instrumento 
internacional, tanto en el texto legal cuanto en la práctica judicial. 
 
Está claro que el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia busca superar a la doctrina de la 
situación irregular y se encuentra inspirado en los principios de la doctrina de la protección 
integral. Por tanto la Ley tiene dos características: es integral y garantista, porque incluye de 
manera directa la concepción constitucional de grupo de atención prioritaria. 
 
El Ecuador, en su condición de Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, está 
convencido que sus niños, niñas y adolescentes constituyen la base estratégica de su desarrollo, 
los reconoce como sujetos de derecho, ciudadanos, garantiza su inclusión social, participación 
en las acciones que son de su interés y de acuerdo a su grado de desarrollo y madurez, les otorga 
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prioridad absoluta en las políticas de desarrollo, en las inversiones públicas y en los servicios 
básicos (salud, nutrición, educación, seguridad social, vivienda, etc.), brinda protección especial 
y atención emergente cuando lo requieren, garantiza su desarrollo integral y el disfrute pleno de 
sus derechos, en un marco de seguridad, libertad, dignidad e igualdad; todo mediante la 
promulgación de leyes que buscan mejorar la situación real de los niños, las niñas y los 
adolescentes. 
 
Para ello, la Asamblea Nacional ha dictado leyes que armonicen y viabilicen la concepción 
constitucional de grupo de atención prioritaria que recubre y resguarda los derechos de los niños 
y adolescentes; y que correlativamente han constituido un óptimo aporte; lamentablemente, hay 
mucho por hacer, pues si bien la concepción de grupo de atención prioritaria ha trascendido a la 
promulgación de varias leyes, que de alguna manera han apuntalado el cambio promulgado a 
través de la nueva Constitución de la República, sin embargo, todavía existe una deuda social 
pendiente. 
 
Siendo obligación del Estado establecer políticas públicas y programas de atención a estas 
personas, que tengan en cuenta las diferencias específicas entre áreas urbanas y rurales, las 
inequidades de género y etnia, la cultura y las diferencias propias de las personas, comunidades, 
pueblos y nacionalidades; asimismo, para fomentar el mayor grado posible de autonomía 
personal y participación en la definición y ejecución de estas políticas públicas que satisfagan 
las puntuales demandas del grupo de atención prioritaria. Los integrantes de la sociedad deben 
asumir una profunda responsabilidad para contribuir a desarrollar estas políticas.  
 
Pero es gracias a la consideración de grupo de atención prioritaria que sea han dictado leyes 
como:  
 
 Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia 
 Ley Orgánica de Educación Intercultural 
 Ley de Maternidad Gratuita 
 Ley Orgánica de Discapacidades 
 Reforma a la Ley Orgánica de la Salud 
 Reforma a la Ley del Seguro Social 
 Ley de deporte, educación física y recreación 
 Ley Orgánica de Participación Ciudadana 
 Ley de participación  ciudadana y control social 
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Así como varias políticas gubernamentales que buscan satisfacer las puntales demandas de los 
niños, niñas y adolescentes. 
 
Pues se debe tener en cuenta que la discriminación y exclusión se expresan en las desigualdades 
o brechas sociales, culturales y económicas, y se reproducen mediante mecanismos y prácticas 
coloniales profundamente arraigados en la sociedad; muy presentes cuando se abordan temas de 
interés para los niños, niñas y adolescentes, inclusive hoy, cuando el Ecuador a la luz del 
neoconstitucionalismo se ha proclamado como Estado Constitucional de Derechos y Justicia 
Social.  
 
Lamentablemente, la desigualdad en el trato, en los procedimientos y en las leyes, permite que 
se mantengan privilegios y jerarquías sociales, y patrones culturales que impiden la 
construcción de una sociedad plurinacional e intercultural, horizontal, inclusiva, con igualdad de 
oportunidades y garantías para todos y cada uno de los niños, niñas y adolescentes del país. 
 
Por ello, aun cuando resulta muy buena la evolución normativa de grupo vulnerable a grupo de 
atención prioritaria, todavía al respecto queda mucho por hacer, la tarea en este punto es ardua, 
pero seguramente sus frutos serán fructíferos. 
 
 
2.6 DERECHOS QUE DEVIENEN DE DICHA CONCEPCIÓN 
El Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia incorpora y define todos los principios, 
derechos y avances normativos que se han reconocido mundialmente, como el interés superior 
de los niños, niñas y adolescentes y la concepción constitucional de grupo de atención 
prioritaria. 
 
El Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia fortalece a la familia desde diversas 
perspectivas y asigna a la familia la responsabilidad principal respecto al cuidado y protección 
de los niños y niñas, por ejemplo, reconoce que es el espacio fundamental en el que se ejercen y 
se promueven los derechos humanos de la niñez y adolescencia y es la figura primordial entre 
las medidas de protección a la niñez y adolescencia; 
 
El Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia reconoce el derecho a la participación del niño 
y niña en todo lo que le concierna y establece mecanismos, tanto judiciales como políticos, para 
que sea efectiva. 
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El Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia da un paso al reconocimiento de derechos (que 
se lo dio al ratificar la Convención de los Derechos de los niños, al establecer varios artículos en 
la Constitución Política Décimo Novena 1998 -hoy derogada- y al reformar el Código de 
Menores en 1993) hacia la protección, al crear el sistema de protección integral. 
 
Los mecanismos Administrativos, las Juntas cantonales y las Defensorías comunitarias tienen 
varias virtudes, descongestionan los casos que llegan a la administración de justicia formal, su 
mecanismo de solución implica un proceso de diálogo que fortalece la cohesión social, son 
espacios de fácil acceso, eficaces para atender a niños, niñas y adolescentes en su vida cotidiana. 
Existen más espacios donde un niño, niña o adolescente pueda acudir para proteger sus 
derechos. 
 
Se reconoce un capítulo entero a los recursos del sistema. No cabe mezquinar recursos para el 
sistema de protección integral en países como el nuestro en el que más del 90% de niños, niñas 
y adolescentes sufren maltrato físico; 30 % abuso sexual, uno de cada dos pobres son niños/as. 
406.000 niños y niñas tienen algún tipo de desnutrición, 10% de niños y niñas de 6 a 11 años no 
asiste a la escuela primaria. 
 
Se crea la figura del Fiscal y del Defensor para ser consecuentes con las garantías del debido 
proceso. Sin estos actores, el Juez de la Niñez y Adolescencia, concentraría todas las funciones 
en una persona: defiende y acusa al mismo tiempo, lo que haría del juzgador parcial y arbitrario. 
En el Código actual, el juzgador es imparcial e independiente y vela por los derechos de todos. 
Se describe al procedimiento dividido en etapas, que corresponden a un modelo acusatorio, que 
es históricamente respetuoso del "debido proceso".  
 
Entre los primordiales derechos establecidos por la condición de grupo de atención prioritaria 
que cubre a la niñez y adolescencia ecuatoriana encontramos: 
Derecho a la identidad 
 
El niño, la niña y el adolescente tienen derecho desde su nacimiento a un nombre y una 
nacionalidad, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos. El gobierno tiene obligación de 
proteger la identidad, el nombre, la nacionalidad y las relaciones familiares. 
 
Derecho a la familia  
 
El niño, la niña y el adolescente tienen derecho a vivir con uno o ambos padres excepto cuando 
se considere que ello es incompatible con el interés superior del niño, la niña y el adolescente. 
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El niño, la niña y el adolescente que esté separado de uno o de ambos padres tiene derecho a 
mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres, para el pleno y armonioso 
desarrollo de su personalidad, necesita amor y comprensión. 
 
Derecho a expresarse libremente y al acceso a la información  
 
El niño, la niña y el adolescente tienen derecho a expresar sus opiniones libremente y a que esa 
opinión sea debidamente tenida en cuenta en todos los asuntos que le afecten, así como a 
expresar sus puntos de vista, obtener información y difundir informaciones e ideas de todo tipo.  
 
El niño, la niña y el adolescente tienen derecho a la protección contra injerencias en su vida 
privada, su familia, su domicilio y su correspondencia.  
 
El niño, la niña y el adolescente, tendrá acceso a información y material procedentes de diversas 
fuentes nacionales e internacionales. Esos materiales deberán ser de interés social y cultural para 
el niño, la niña y el adolescente, y se deberá desalentar la difusión de materiales perjudiciales 
para él. 
 
Derecho a una vida segura y saludable.- 
 
El niño, la niña y el adolescente disfrutarán del derecho a la vida, a gozar de los beneficios de 
seguridad social, derecho a disfrutar de alimentación, vivienda, recreo y servicios médicos 
adecuados y el gobierno debe hacer todo lo posible por garantizar la supervivencia y el 
desarrollo del niño, la niña y el adolescente. 
 
Derecho a la protección especial en tiempos de guerra 
 
El niño, la niña y el adolescente, refugiados o que traten de obtener el estatuto de refugiado 
serán objeto de protección especial, ya que el niño, la niña y el adolescente debe, en todas 
circunstancias, figurar entre los primeros que reciban protección y socorro. Los menores de 
edad no participarán en los conflictos armados. Los niños afectados por los conflictos armados 
tienen derecho a cuidado y atención especiales. Los niños que hayan sido víctimas de los 
conflictos armados, la tortura, el abandono, el maltrato o la explotación recibirán tratamiento 





Derecho a la educación 
 
El niño, la niña y el adolescente tiene derecho a recibir educación, que será gratuita y 
obligatoria, por lo menos en etapas elementales. Todos los/as niños/as deberán tener acceso a la 
enseñanza secundaria. Los adolescentes y los jóvenes tienen derecho a la educación pública 
gratuita. 
 
Derecho de los niños impedidos a la atención especial 
 
El niño, la niña y el adolescente, física o mentalmente impedido o que sufra algún impedimento 
social, deberá recibir el tratamiento, la educación y el cuidado especial que requiere en caso 
particular. 
 
Derecho a la protección contra la discriminación 
 
Todos los derechos se aplican a todos los niños, las niñas y adolescentes, deben ser protegidos 
contra toda forma que puedan fomentar su discriminación. El niño, la niña y el adolescente 
deben de disfrutar de todos los derechos sin discriminación de raza, color, sexo, idioma o 
religión. 
 
Derecho a la protección contra los abusos 
 
El niño, la niña y el adolescente deben ser protegidos contra toda forma de abandono, crueldad, 
abusos sexuales y explotación. El gobierno tiene obligación de hacer todo lo posible para 
prevenir los secuestros y la retención ilícita del niño, la niña y el adolescente en el extranjero 
por parte de sus padres o terceros, así como también de tomar las medidas adecuadas para 
impedir la venta, la trata y el secuestro de niños, niñas y adolescentes. 
Derecho a la protección contra el trabajo perjudicial  
 
El niño, la niña y el adolescente tienen derecho al descanso, al esparcimiento, al juego y a 
participar en actividades artísticas y culturales; y a estar protegidos contra el desempeño de 
cualquier trabajo que ponga en peligro su salud, educación o desarrollo. 
 
Derecho a trato especial en caso de privación de la libertad 
 
Ningún niño será sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, ni será detenido o privado 
de su libertad ilícitamente. Todo niño privado de su libertad tendrá acceso a la asistencia 
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jurídica, así como a mantener contacto con su familia.  Los niños que hayan transgredido las 
leyes, sean acusados o declarados culpables, cuentan con el derecho a recibir asistencia jurídica 
y trato respetuoso de sus derechos. El niño dispondrá de oportunidades y servicios, para que 
pueda desarrollarse física, mental, espiritual y moralmente de forma saludable y normal, así 
como en condiciones de libertad y dignidad.  
 
Según el Art. 15 del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, los niños, niñas y 
adolescentes son sujetos de derechos y garantías y, como tales, gozan de todos aquellos que las 
leyes contemplan a favor de las personas, además de aquellos específicos de su edad. Los niños, 
niñas y adolescentes extranjeros que se encuentren bajo jurisdicción del Ecuador, gozarán de los 
mismos derechos y garantías reconocidas por la ley a los ciudadanos ecuatorianos, con las 
limitaciones establecidas en la Constitución y las leyes.  
 
De esta precepto legal deducirnos que existen derechos generales y específicos; los primeros a 
manera de principios fundamentales o postulados constan a partir del Art. 6 hasta el Art. 14 del 
Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia. Los derechos generales son aquellos que 
describen directrices macro jurídicas a favor del menor, tales como el derecho de igualdad y no 
discriminación, el derecho de interés prioritario del menor, derecho de prioridad absoluta, in 
dubio pro infante; mientras que los derechos específicos son la consecuencia de los primeros y 
consta el desarrollo de cada uno de los derechos reconocidos por la Convención Sobre los 
Derechos del Niño, plasmados en el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia tales como: 
derechos de supervivencia, derechos relacionados con el desarrollo, derechos de educación, 
derechos de protección, derechos de participación, todo lo cual, permite en razón de su edad 
disfrutar de aquellos sin perjuicio del resto de derechos y garantías consagrados en la 
Constitución Política y demás leyes para las personas.  
 
Aparejado a los derechos enunciados someramente se hallan las garantías que se las puede 
definir como el conjunto de principios o postulados que ha previsto el Código Orgánico de la 
Niñez y Adolescencia para hacer efectivos los derechos generales y específicos de los niños y 
adolescentes, permitiendo por lo tanto el disfrute y ejercicio pleno de aquellos derechos.  
 
Para el ejercicio de estos derechos se ha legislado la existencia de un órgano administrativo y un 
órgano judicial, cada uno con su correspondiente función, dependiendo de la naturaleza de la 
pretensión y el interés prevalente del niño, niña y adolescente. Frente a estos derechos y 
garantías constan las responsabilidades que deben asumir el niño, niña y adolescente. Dependerá 
de la edad biológica en que se encuentre para responder por sus actos. Naturalmente los niños y 
niñas están exentos de responsabilidad jurídica. Sólo tienen una responsabilidad moral frente al 
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Estado, sociedad y familia, mientras que los adolescentes son responsables por sus actos 
jurídicos y hechos ilícitos conforme las normas prescritas en el Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia.  
 
La responsabilidad alcanza al ámbito civil, por actos y contratos que celebren, en cuyo caso 
responderán con su peculio profesional, industrial o sobre los bienes de la asociación que 
representen. El niño, niña y adolescente no responden en el campo penal, recordemos que son 
inimputables, más en el ámbito civil responden los padres o la persona bajo la cual se hallen los 




Con la finalidad de enmarcar de manera correcta nuestra propia definición de las garantías 
constitucionales, vamos a revisar algunas definiciones emitidas al respecto: 
 
“Las garantías constitucionales son medios procesales que se reconocen en la Constitución 
Política del Estado y en la Ley Orgánica de Control Constitucional, para que en la práctica se 
hagan valer los derechos constitucionales de los ciudadanos ecuatorianos con la finalidad de 
oponer a injustificadas violaciones”  (Arroyo Beltrán, pág. 287). 
 
“Las garantías constitucionales son mecanismos jurídicos para proteger o asegurar el 
compromiso de que se cumplan por encima de cualquier otra disposición, los derechos 
constitucionales de las personas”  (Badem, pág. 15). 
 
“Constituyen, un conjunto de declaraciones, medios y recursos con que los textos 
constitucionales aseguran a todos los individuos o ciudadanos del disfrute y ejercicio de los 
derechos públicos y privados fundamentales que se les reconoce”  (Cabanellas, Diccionario 
enciclopédico de derecho usual, 1986, pág. 63). 
 
“El Estado avaliza los derechos de todas las personas mediante asistencia especial de 
protección y cuidado implementado a través de las garantías constitucionales”  (Tribunal 
Constitucional del Ecuador, 2004, pág. 152). 
 
De este modo, podemos definir a las Garantías Constitucionales, como los mecanismos que la 
Ley Constitucional pone a disposición de la persona para que pueda defender sus derechos, 
reclamar cuando corren peligro de ser conculcados o indebidamente restringidos; con el fin de 
obtener la reparación cuando son violados. 
 
71 
Las Garantías Constitucionales, son mecanismos jurídicos cuyo objetivo principal es proteger 
los Derechos Constitucionales y velar por el respeto del Principio de Supremacía de la 
Constitución Política. 
 
En lo que respecta a las garantías constitucionales, previstas a favor de los niños, las niñas y los 
adolescentes nuestra Carta Política, establece:  
 
1. Art. 46.- “El Estado adoptará, entre otras, las siguientes medidas que 
aseguren a las niñas, niños y adolescentes: 
2. Atención a menores de seis años, que garantice su nutrición, salud, educación 
y cuidado diario en un marco de protección integral de sus derechos; 
3. Protección especial contra cualquier tipo de explotación laboral o económica. 
Se prohíbe el trabajo de menores de quince años, y se implementarán políticas 
de erradicación progresiva del trabajo infantil. El trabajo de las adolescentes 
y los adolescentes será excepcional, y no podrá conculcar su derecho a la 
educación ni realizarse en situaciones nocivas o peligrosas para su salud o su 
desarrollo personal. Se respetará, reconocerá y respaldará su trabajo y las 
demás actividades siempre que no atenten a su formación y a su desarrollo 
integral; 
4. Atención preferente para la plena integración social de quienes tengan 
discapacidad. El Estado garantizará su incorporación en el sistema de 
educación regular y en la sociedad; 
5. Protección y atención contra todo tipo de violencia, maltrato, explotación 
sexual o de cualquier otra índole, o contra la negligencia que provoque tales 
situaciones; 
6. Prevención contra el uso de estupefacientes o psicotrópicos y el consumo de 
bebidas alcohólicas y otras sustancias nocivas para su salud y desarrollo; 
7. Atención prioritaria en caso de desastres, conflictos armados y todo tipo de 
emergencias; 
8. Protección frente a la influencia de programas o mensajes, difundidos a través 
de cualquier medio, que promuevan la violencia, o la discriminación racial o 
de género. Las políticas públicas de comunicación priorizarán su educación y 
el respeto a sus derechos de imagen, integridad y los demás específicos de su 
edad. Se establecerán limitaciones y sanciones para hacer efectivos estos 
derechos. 
9. Protección y asistencia especiales cuando la progenitora o el progenitor, o 
ambos, se encuentran privados de su libertad; 
10. Protección, cuidado y asistencia especial cuando sufran enfermedades 
crónicas o degenerativas”. 
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En cuanto a las garantías constitucionales que bien pueden proponer los niños, las niñas y 
adolescentes, para exigir el cumplimiento de sus legítimos derechos encontramos seis acciones 
constitucionales establecidas en el Capítulo III, De las garantías jurisdiccionales, de la 
Constitución Política, las mismas que se rigen a las siguientes reglas procesales: 
 
1. Cualquier persona, grupo de personas, comunidad, pueblo o nacionalidad podrá 
proponer las acciones previstas en la Constitución; 
 
2. Será competente la jueza o juez del lugar en el que se origina el acto o la omisión o 
donde se producen sus efectos, y serán aplicables las siguientes normas de 
procedimiento: 
 
a) El procedimiento será sencillo, rápido y eficaz. Será oral en todas sus fases e 
instancias; 
b) Serán hábiles todos los días y horas; 
c) Podrán ser propuestas oralmente o por escrito, sin formalidades, y sin 
necesidad de citar la norma infringida. No será indispensable el patrocinio de 
un abogado para proponer la acción. 
d) Las notificaciones se efectuarán por los medios más eficaces que estén al 
alcance del juzgador, del legitimado activo y del órgano responsable del acto u 
omisión. 
e) No serán aplicables las normas procesales que tiendan a retardar su ágil 
despacho. 
 
3. Presentada la acción, la jueza o juez convocará inmediatamente a una audiencia 
pública, y en cualquier momento del proceso podrá ordenar la práctica de pruebas y 
designar comisiones para recabarlas. Se presumirán ciertos los fundamentos alegados 
por la persona accionante cuando la entidad pública requerida no demuestre lo contrario 
o no suministre información. La jueza o juez resolverá la causa mediante sentencia, y 
en caso de constatarse la vulneración de derechos, deberá declararla, ordenar la 
reparación integral, material e inmaterial, y especificar e individualizar las 
obligaciones, positivas y negativas, a cargo del destinatario de la decisión judicial, y las 
circunstancias en que deban cumplirse. Las sentencias de primera instancia podrán ser 
apeladas ante la corte provincial. Los procesos judiciales sólo finalizarán con la 
ejecución integral de la sentencia o resolución. 
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4. Si la sentencia o resolución no se cumple por parte de servidoras o servidores públicos, 
la jueza o juez ordenará su destitución del cargo o empleo, sin perjuicio de la 
responsabilidad civil o penal a que haya lugar. Cuando sea un particular quien incumpla 
la sentencia o resolución, se hará efectiva la responsabilidad determinada en la ley. 
 
5. Todas las sentencias ejecutoriadas serán remitidas a la Corte Constitucional, para el 
desarrollo de su jurisprudencia. 
 
Acción de protección  
 
Tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución, y 
podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos constitucionales, por actos u 
omisiones de cualquier autoridad pública no judicial; contra políticas públicas cuando supongan 
la privación del goce o ejercicio de los derechos constitucionales; y cuando la violación proceda 
de una persona particular, si la violación del derecho provoca daño grave, si presta servicios 
públicos impropios, si actúa por delegación o concesión, o si la persona afectada se encuentra en 
estado de subordinación, indefensión o discriminación. 
 
Acción de hábeas corpus  
 
Tiene por objeto recuperar la libertad de quien se encuentre privado de ella de forma ilegal, 
arbitraria o ilegítima, por orden de autoridad pública o de cualquier persona, así como proteger 
la vida y la integridad física de las personas privadas de libertad. Inmediatamente de interpuesta 
la acción, la jueza o juez convocará a una audiencia que deberá realizarse en las veinticuatro 
horas siguientes, en la que se deberá presentar la orden de detención con las formalidades de ley 
y las justificaciones de hecho y de derecho que sustenten la medida.  
 
La jueza o juez ordenará la comparecencia de la persona privada de libertad, de la autoridad a 
cuya orden se encuentre la persona detenida, de la defensora o defensor público y de quien la 
haya dispuesto o provocado, según el caso. De ser necesario, la audiencia se realizará en el lugar 
donde ocurra la privación de libertad. La jueza o juez resolverá dentro de las veinticuatro horas 
siguientes a la finalización de la audiencia.  
 
En caso de privación ilegítima o arbitraria, se dispondrá la libertad. La resolución que ordene la 
libertad se cumplirá de forma inmediata. En caso de verificarse cualquier forma de tortura, trato 
inhumano, cruel o degradante se dispondrá la libertad de la víctima, su atención integral y 
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especializada, y la imposición de medidas alternativas a la privación de la libertad cuando fuera 
aplicable.  
 
Cuando la orden de privación de la libertad haya sido dispuesta en un proceso penal, el recurso 
se interpondrá ante la corte provincial de justicia. Cuando se desconozca el lugar de la privación 
de libertad y existan indicios sobre la intervención de algún funcionario público o cualquier otro 
agente del Estado, o de personas que actúen con su autorización, apoyo o aquiescencia, la jueza 
o juez deberá convocar a audiencia al máximo representante de la Policía Nacional y al ministro 
competente. Después de escucharlos, se adoptarán las medidas necesarias para ubicar a la 
persona y a los responsables de la privación de libertad. 
 
Acción de acceso a la información pública 
 
Tendrá por objeto garantizar el acceso a ella cuando ha sido denegada expresa o tácitamente, o 
cuando la que se ha proporcionado no sea completa o fidedigna. Podrá ser interpuesta incluso si 
la negativa se sustenta en el carácter secreto, reservado, confidencial o cualquiera otra 
clasificación de la información. El carácter reservado de la información deberá ser declarado 
con anterioridad a la petición, por autoridad competente y de acuerdo con la ley. 
 
Acción de hábeas data 
 
Toda persona, por sus propios derechos o como representante legitimado para el efecto, tendrá 
derecho a conocer de la existencia y a acceder a los documentos, datos genéticos, bancos o 
archivos de datos personales e informes que sobre sí misma, o sobre sus bienes, consten en 
entidades públicas o privadas, en soporte material o electrónico. Asimismo tendrá derecho a 
conocer el uso que se haga de ellos, su finalidad, el origen y destino de información personal y 
el tiempo de vigencia del archivo o banco de datos. Las personas responsables de los bancos o 
archivos de datos personales podrán difundir la información archivada con autorización de su 
titular o de la ley. La persona titular de los datos podrá solicitar al responsable el acceso sin 
costo al archivo, así como la actualización de los datos, su rectificación, eliminación o 
anulación. En el caso de datos sensibles, cuyo archivo deberá estar autorizado por la ley o por la 
persona titular, se exigirá la adopción de las medidas de seguridad necesarias. Si no se atendiera 






Acción por incumplimiento 
 
La acción por incumplimiento tendrá por objeto garantizar la aplicación de las normas que 
integran el sistema jurídico, así como el cumplimiento de sentencias o informes de organismos 
internacionales de derechos humanos, cuando la norma o decisión cuyo cumplimiento se 
persigue contenga una obligación de hacer o no hacer clara, expresa y exigible. La acción se 
interpondrá ante la Corte Constitucional. 
 
Acción extraordinaria de protección  
 
La acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos definitivos en los 
que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se 
interpondrá ante la Corte Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado los 
recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de 
interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del 
derecho constitucional vulnerado. 
 
 
2.7 ESFUERZOS INTERNACIONALES 
Los esfuerzos internacionales para mejorar las duras condiciones que deben sortear las niñas, 
niños y adolescentes se resumen en tres paradigmas: situación irregular, doctrina de la 




Únicamente contemplaba a los niños catalogados como vulnerables: niños infractores de las 
leyes penales o partícipes de conductas antisociales, niños en estado de abandono material y 
moral, niños en situación de riesgo, niños cuyos derechos se habían visto pisoteados y niños con 
discapacidad física y/o mental. 
 
Consideraba que dicho niños constituían un riesgo social, por lo tanto eran objeto de tutela, se 
les catalogó como menores. En el ámbito jurisdiccional el Juez actúa con absoluta 
discrecionalidad, no existe contradictorio, no existen garantías procesales, podía disponer del 
menor adoptando la medida que estime conveniente, interviene siempre y cuando haya peligro 
moral o material. Puede privar al menor de su libertad por tiempo indeterminado, las medidas 
reeducativas podían ser indeterminadas. El Juez era competente para conocer no sólo problemas 
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de orden jurídico, sino también problemas de orden social. La discrecionalidad del Juez, le 
permite adoptar la decisión que más crea conveniente, sin escuchar la opinión del menor. 
 
El Estado ejercía un rol paternalista, directamente asumió el compromiso de proteger al infante; 
estableciendo para ello, políticas proteccionistas de control, por las cuales de alguna forma 
dispuso de la vida de los menores. En el ámbito tutelar, un menor pobre podía considerarse en 
situación irregular de abandono, por lo que el Estado tenía potestad para separarlo de sus padres. 
 
Doctrina de la Protección Integra 
 
Contempla y reconoce a todos los niños como sujetos de derechos, sin hacer distinción alguna. 
Se les reconoce los derechos humanos de todo ciudadano, en la idea de que son atributos 
propios de su intrínseca condición humana. Además de reconocérseles todos los derechos de los 
adultos, se les reconoce derechos especiales, por su condición de vulnerabilidad al ser sujetos en 
desarrollo. 
 
Se cambia la acepción menores, por el término niño, Alex Plácido decía que esto no 
simplemente responde a una opción terminológica, sino a una concepción distinta, el cambio de 
un ser desprovisto de derechos y facultades de decisión, por un ser humano, sujeto de derechos. 
 
Aquí el Juez únicamente interviene cuando existan conflictos jurídicos o vulneración de la ley 
penal, existe acusación, derecho a la defensa y derecho a un debido proceso con todas las 
garantías legales, su actuación está limitada al interés superior del niño, únicamente puede 
privar al niño de su libertad ambulatoria como última ratio, como excepción, cuando se haya 
infringido en forma reiterada y grave la ley penal y por el término más breve posible. El Juez 
sólo se avoca a conocer problemas de orden jurídico. El Juez está obligado a escuchar al niño y 
tener en cuenta su opinión, atendiendo su particular condición. 
 
Mediante políticas públicas y de protección especial, el Estado se convierte en promotor del 
bienestar del niño. Por motivos de pobreza, jamás se puede separar al niño de sus padres, por lo 
mismo el Estado asume un deber solidario, fomentando programas de salud, vivienda y 
educación para la gente de escasos recursos económicos. 
 
Interés superior del niño 
 
El principio universal de interés prioritario de niños, niñas y adolescentes, los pone en el centro 
de toda actividad estatal: ejecutiva, legislativa y judicial, como sujetos titulares de derechos y 
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privilegia, como marco para el cumplimiento de las obligaciones estatales y la exigibilidad de 
derechos. Por tanto, y a decir de M. Cillero:  
 
“…en la noción de derechos humanos subyace la idea de que todas la personas, incluidos los 
niños, gozan de los derechos consagrados para los seres humanos y que es deber de los 
estados promover y garantizar su efectiva protección igualitaria”.  
 
Estos principios doctrinarios se concretan en una supra protección establecida en la Constitución 
de la República, vigorizada en la actualidad por la inclusión del neoconstitucionalismo, y se 
desarrollan en la normativa secundaria como el Código Orgánico de la Niñez y la Adolescencia.  
 
Históricamente han existido avances en las relaciones entre los individuos y se ha ido normando 
sobre todo el relacionamiento entre hombres y mujeres, hacia personas en situación de 
movilidad humana y con respecto a la diversidad de pueblos y nacionalidades. Estos avances 
han visibilizado conductas como el machismo, racismo y xenofobia, pero el adultocentrismo y 
la exclusión de la sociedad a grupos con algún tipo de discapacidad, es donde se encuentra 
todavía una mayor discriminación.  
 
En el Ecuador, en los últimos años, las mujeres, pueblos y nacionalidades, niñez y adolescencia, 
personas con discapacidad y en situación de movilidad humana han logrado plasmar acciones 
específicas, para que el Estado y la sociedad garanticen sus derechos, los cuales han sido 
recogidos en el Art. 11 de la Constitución vigente (2008). 
 
Cumplir con lo dispuesto en la Constitución, en relación a la discriminación y maltrato, ayudará 
a establecer soluciones a los problemas que se dan en la relación entre el servidor público, 
proporcionado por los adultos y los usuarios: niños, niñas y adolescentes, pasando de un modelo 
adultocentrista a otro en el que ambos actores interactúan en un marco de respeto a los derechos 
y participación, dando énfasis a la autonomía de decisión de la persona sobre sí misma, lo que 
beneficiará el crecimiento y desarrollo integral de niños, niñas y adolescentes. 
 
La Constitución de la República 2008, tiene avances significativos en materia de derechos y 
garantías constitucionales. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en todas las decisiones 
del Estado ecuatoriano; establece que todo ciudadano, con inclusión de los niños, niñas y 
adolescentes son sujetos de derechos; y que, por lo tanto deben intervenir en las decisiones 
transcendentales del país; además, les otorga corresponsabilidad hacia lo público y hacia el resto 
de ciudadanos. Estos derechos están plasmados en la Ley de Participación Ciudadana y Control 
Social.  
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La acción ciudadana tiene como principal objetivo mejorar el bienestar público, sobre todo el de 
las personas y grupos de atención prioritaria. Por lo tanto la ciudadanía plena de las y los 
ciudadanos es imprescindible para el real y pleno funcionamiento de la sociedad ecuatoriana.  
 
El Art. 35 de la Constitución establece derechos para las personas y grupos de atención 
prioritaria, como las personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres 
embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de la libertad y quienes adolezcan 
de enfermedades catastróficas y de alta complejidad. Todas ellas recibirán atención prioritaria y 
especializada en los ámbitos público y privado. La misma atención prioritaria recibirán las 
personas en situación de riesgo, víctimas de violencia doméstica y sexual, maltrato infantil, 
desastres naturales o antropogénicos. También se señala que el Estado prestará especial 
protección en condición de doble vulnerabilidad. 
 
Por otro lado, antes de la Convención que dio origen a la Declaración de los Derechos de los 
Niños, la falta de un catálogo de derechos del niño hacía que la noción de interés superior 
pareciera remitir a algo que estaba más allá del derecho, una especie de interés colectivo o 
particular que pudiera imponerse a las soluciones estrictamente de derecho. Es cierto que, en 
ausencia de normas que reconozcan derechos y ante la precariedad del status jurídico de la 
infancia, una norma que remitiera al interés superior del niño podía orientar positivamente, 
aunque sólo fuera ocasionalmente, decisiones que de otro modo quedarían entregadas a la más 
absoluta discrecionalidad. Sin embargo, una vez reconocido un amplio catálogo de derechos de 
los niños no es posible seguir sosteniendo una noción vaga del interés superior del niño. 
 
En las legislaciones elaboradas antes de la referida Convención, y lamentablemente en algunas 
que siendo posteriores a la Convención no han asumido plenamente el enfoque de los derechos, 
la interpretación del contenido del interés superior quedaba entregado a la autoridad 
administrativa en el plano de las políticas y programas sociales o dentro de una palestra judicial 
aislada encaminada en el ámbito del control/protección de la infancia.  
 
Desde la vigencia de la Convención, en cambio, el interés superior del niño deja de ser un 
objetivo social deseable -realizado por una autoridad progresista o benevolente- y pasa a ser un 
principio jurídico garantista que obliga a la autoridad.  
 
En este sentido debe abandonarse cualquier interpretación paternalista o a su vez autoritaria del 
interés superior; por el contrario, se debe armonizar la utilización del interés superior del niño 
con una concepción de los derechos humanos como facultades que permiten oponerse a los 
abusos del poder y superan el paternalismo que ha sido tradicional para regular los temas 
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relativos a la infancia. En el esquema paternalista autoritario, el Juez, el Asambleísta y la 
Autoridad Administrativa realizaban el interés superior del niño, lo constituía como un acto 
potestativo, que derivaba de su investidura o potestad y no de los derechos de los afectados: 
niños, niñas y adolescentes; la justicia o injusticia de su actuar dependía de que el Juez se 
comportara de acuerdo a ciertos parámetros que supuestamente reflejaban su idoneidad.  
 
En aquella orientación teórica, el interés superior tiene sentido en cuanto existen personas que 
por su incapacidad no se les reconocen derechos y en su lugar se definen poderes a los adultos 
que deben dirigirse hacia la protección de estos objetos jurídicos socialmente valiosos que son 
los niños.  
 
La función del interés superior del niño en este contexto es iluminar la conciencia del juez o la 
autoridad para que tome la decisión correcta, ya que está huérfano de otras orientaciones 
jurídicas más concretas y específicas. 
 
Gracias a la evolución normativa y a la presencia de la Convención, se propone otra solución; 
puesto que se formula el principio del interés superior del niño como una garantía de la vigencia 
de los demás derechos que consagra e identifica el interés superior con la satisfacción de ellos; 
es decir, el principio tiene sentido en la medida en que existen derechos y titulares (sujetos de 
derecho) y que las autoridades se encuentran limitadas por esos derechos.  
 
El principio le recuerda al Juez, al Asambleísta y a la Autoridad Administrativa que los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes se encuentran en la cúspide y que por lo mismo son 
de inmediata e irrestricta aplicación. 
 
Tal es así, que en el ejercicio de sus funciones el Juez, el Asambleísta y la Autoridad 
Administrativa, está orienta y limita por los derechos que el ordenamiento jurídico le reconoce 
al niño, considerando además los principios de autonomía progresiva del niño en el ejercicio de 
sus derechos y de participación en todos los asuntos que le afecten (arts. 5 y 12 de la 
Convención).  
 
En este sentido, se puede afirmar que el principio puede ser concebido como un límite al 
paternalismo estatal y que puede orientar hacia soluciones no autoritarias en aquellas situaciones 
difíciles en las que el conflicto entre derechos del niño exige utilizar una regla compleja para la 
construcción de una decisión que proteja efectivamente los derechos amenazados o vulnerados.  
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Esta interpretación, sin embargo, haría innecesario el principio del interés superior del niño, ya 
que lo único que expresaría es que las autoridades se encuentran limitadas en sus decisiones por 
los derechos fundamentales de los niños, asunto del todo evidente -aunque no por ello 
respetado- considerando la adhesión de las constituciones liberales al principio que establece 
que la soberanía se encuentra limitada por los derechos de las personas. Sin embargo, al margen 
de otras funciones adicionales que el principio puede cumplir, la historia de la relación de la 
infancia con el sistema de políticas públicas y de justicia revela que esta reafirmación no es para 
nada superflua, sino que es permanentemente necesaria debido a la tendencia generalizada a 
desconocer los derechos del niño como un límite y una orientación a las actuaciones de las 
autoridades y los adultos en general. 
 
Un mecanismo eficaz para fortalecer el principio de primacía de los derechos y evitar que se 
produzcan interpretaciones que entiendan el artículo tercero de la Convención como una mera 
orientación que ampliaría las facultades discrecionales, es consagrar una precisa definición del 
interés superior del niño como la satisfacción de sus derechos en todas las legislaciones 




2.8 IMPORTANTES DECLARACIONES INTERNACIONALES 




 Declaración Universal de Derechos Humanos. 








 Convención sobre los derechos del niño.  
Convención Interamericana sobre conflictos de Leyes en materia de Adopción de Menores. 
 Convención americana sobre Derechos Humanos (Pacto De San José). 
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 Convención Interamericana contra la corrupción. 
 Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
las personas con discapacidad.  
 Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer 
convención de Belem Do Pará.  
 Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial. 
 Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares.  
 Convención sobre el estatuto de los refugiados.  
 Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad.  
 Convención Interamericana sobre obligaciones alimentarias. 
 Convención Interamericana sobre restitución internacional de menores. 
 Convención sobre el consentimiento para el matrimonio, la edad mínima para contraer 
matrimonio y el registro de los matrimonios. 
 Convención sobre la protección de menores y la cooperación en materia de adopción 
internacional. 




 Declaración de Machu Picchu sobre la democracia, los derechos de los pueblos indígenas y la 




 Pacto internacional de derechos civiles y políticos 




 Protocolo facultativo de la convención sobre los derechos de niño relativo a la participación de 
niños en conflictos armados.  
 Protocolo facultativo de la convención sobre los derechos del niño relativo a la venta de niños, 








3 ESTUDIO DEL PRINCIPIO PRO HOMINE 
La definición de este principio como lo sostiene la doctrina es un criterio hermenéutico que 
informa todo el derecho internacional de los Derechos Humanos, maximizado en el área de los 
Derechos del Niño, en virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia o a la interpretación 
más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos, e inversamente, a la norma o 
interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al 
ejercicio de los derechos o su suspensión extraordinaria.  
 
En otras palabras, dicho principio por un lado define la base de interpretación de los derechos 
humanos, principalmente de los derechos del niño y, por otro, otorga un amplísimo sentido de 
protección a favor del hombre, pues ante la opción de aplicación de varias posibilidades para 
solucionar un conflicto o problema, obliga a que la autoridad, no solamente jurisdiccional, opte 
por la opción que proteja estos derechos universales de la forma y manera más amplia. Lo que 
significa que se tiene que tomar como fundamento el mandato constitucional, el mandato 
internacional de Derechos Humanos y ley que contiene el derecho más extenso y, al contrario, 
dejar de aplicar el fundamento legal que restrinja estos. 
 
Por lo tanto, la aplicación del principio, en el análisis de los derechos humanos, principalmente 
de los derechos del niño, es un elemento esencial e indispensable que se debe utilizar de manera 
obligatoria e imperativa en la interpretación de las normas jurídicas que se relacionen con la 
protección de los derechos de las personas a efecto de que se consiga su adecuada y garantizada 
protección. 
 
Esto representa, que los valores, principios, derechos y garantías que surgen del principio pro 
homine, se deben materializar en la aplicación de este, cuando sea procedente la interpretación 
más favorable.  
 
Esto, también representa que los funcionarios judiciales y/o administrativos al aplicar este 
principio, se rigen por dos deberes, el primero, el interpretativo y el segundo la aplicación de la 
norma favorable en la aplicación de los derechos del niño.  
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Ahora bien, cuando un derecho fundamental está reconocido en las dos fuentes supremas, a 
saber en la Constitución de la República del 2008 y los Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos, la elección de la autoridad para determinar cuál norma o fundamento será el 
aplicable, siempre deberá atender a la sana crítica que más favorezcan a la persona, 
principalmente a los niños, y según dicho criterio interpretativo, en caso de que exista diferencia 
alguna entre el alcance y la protección reconocida en las normas de estas distintas fuentes debe 
prevalecer aquella que representa una mayor protección para el hombre o bien que represente 
una menor restricción.  
 
En estas condiciones y en una pura lógica jurídica, el catálogo de los derechos humanos no se 
encuentra limitado por la parte dogmática y sus alcances de nuestra Constitución sino también 
incluye a todos aquellos que a pesar de no ser reconocidos de manera interna, estén reconocidos 
de manera convencional. 
 
Es necesario destacar que la aplicación de este principio no es única y exclusiva en materia 
penal, esto es, en favor del inculpado y de la víctima directa e indirecta, puesto que de la 
interpretación de sus fundamentos no se hace distinción alguna en materia, por lo que la 
aplicación de este principio se debe de hacer en todas las materias inclusive la mercantil y 
administrativa, puesto que los derechos humanos no están restringidos a la materia criminal. 
 
En lo que tiene que ver a los derechos del niño, el principio pro homine se alinea en la base 
garantista tantas veces impulsada por la Comunidad Internacional. 
 
Toda vez que la primera arista, la de la norma más amplia, supone la existencia de un escenario 
en donde, teniendo diversas normas aplicables a un caso, hay que escoger aquella que sea más 
favorable al niño, independientemente del lugar que ocupe en la jerarquía normativa.  
 
Sobre la interpretación más extensiva, esta se aplica cuando existe una norma que cuenta con 
varias interpretaciones, luego el intérprete tiene que escoger aquella más protectora para al niño.  
 
En cuanto a la interpretación restrictiva de las limitaciones de derechos, ella es importante en 
situaciones de normalidad, pero adquiere relevancia en circunstancias extraordinarias, como los 
estados de excepción, ya que le impone a los Estados la obligación de estricta observancia de las 
posibilidades interpretativas que interfieran en la menor medida, el goce y ejercicio de los 
derechos y libertades de los niños, niñas y adolescentes. 
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Así como la Constitución de la República 2008, el Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia, disponen que en caso de duda se debe estar a favor del niño: in dubio pro menor, 
la aplicación del principio del pro homine, se viabiliza en la interpretación de la norma legal que 
más beneficios reporte al niño y su familia. 
 
Cabe recordar que al abordar el principio pro homine y su cúmulo de valores, principios, reglas, 
derechos y garantías, se preceptúa como el más prioritario de ellos, el de respetar y hacer 
respetar los derechos de los niños.  
 
El principio universal pro homine entra dentro de la categoría de los Derechos Humanos y 
garantías constitucionales, ya que estos son prerrogativas o potestades que se han otorgado a 
todo sujeto que tenga la condición de persona física, a fin de que se desarrolle plenamente en 
sociedad en su desarrollo vital. 
 
El principio pro homine implica que la interpretación jurídica siempre debe buscar el mayor 
beneficio para el niño, es decir, que debe acudirse a la norma más amplia o a la interpretación 
extensiva cuando se trata de derechos protegidos y, por el contrario, a la norma o a la 
interpretación más restringida, cuando se trata de establecer límites a su ejercicio.  
 
Se trata también de un principio universal, pues, se contempla en el Art. 29 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en la que especifica:  
 
“Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: 
 
Permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los 
derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la 
prevista en ella; 
Limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de 
acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención 
en que sea parte uno de dichos Estados; 
Excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la 
forma democrática representativa de gobierno; y, 
Excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y 
Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza”. 
 
Así también el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece lo siguiente:  
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“Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de conceder 
derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o realizar actos 
encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos y libertades reconocidos en el 
Pacto o a su limitación en mayor medida que la prevista en él. 
 
…No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos 
fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado Parte en virtud de leyes, convenciones, 
reglamentos o costumbres, sin pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los 
reconoce en menor grado”. 
 
Por lo tanto, la aplicación del principio pro homine, en el análisis de los derechos del niño, es un 
elemento esencial e indispensable que se debe utilizar de manera obligatoria e imperativa en la 
interpretación de las normas jurídicas que se relacionen con la protección de los derechos de los 
niños a efecto de que se consiga su adecuada y garantizada protección. 
 
Por lo que cabe resaltar que siendo el principio pro homine parte del Derecho Universal, es 
parte de nuestra normativa nacional, debido a lo establecido en el Art. 424, inciso segundo de la 
Constitución de la República 2008:  
 
“La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el 
Estado que reconozcan derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, 
prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder público” (Constitución de 
la República del Ecuador, 2008). 
 
Y también se encuentra muy presente dentro del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia: 
 
Art. 1.- Finalidad.- “Este Código dispone sobre la protección integral que el Estado, la 
sociedad y la familia deben garantizar a todos los niños, niñas y adolescentes que viven en el 
Ecuador, con el fin de lograr su desarrollo integral y el disfrute pleno de sus derechos, en un 
marco de libertad, dignidad y equidad (Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, 2013). 
 
…Para este efecto, regula el goce y ejercicio de los derechos, deberes y responsabilidades de 
los niños, niñas y adolescentes y los medios para hacerlos efectivos, garantizarlos y 
protegerlos, conforme al principio del interés superior de la niñez y adolescencia y a la 
doctrina de protección integral” (Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, 2013). 
Art. 5.- Presunción de edad.- “Cuando exista duda sobre la edad de una persona, se presumirá 




Por lo que se entiende que el principio pro homine, al contener un cúmulo de derechos y 
garantías que favorecen ampliamente al niño, prevalece sobre cualquier norma jurídica, 
inclusive sobre acto del poder público, se puede decir que está sobre el mandato constitucional y 
que se trata de un principio supra nacional, que tutela y protege al niño en todas las instancias. 
 
Nuestra Constitución de la República 2008, al respecto manifiesta:  
 
Art. 11.- “El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios:  
 
…Numeral 3.- Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante 
cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de 
parte. Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exigirán 
condiciones o requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley. Los derechos 
serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica para justificar su 
violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para negar su 
reconocimiento. 
 
…Numeral 4.- Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las 
garantías constitucionales” (Constitución de la República del Ecuador, 2008). 
 
De la norma constitucional transcrita se entiende que los derechos y garantías constitucionales 
amparan ampliamente al niño, al adolescente y a su familia, pues a la luz del principio pro 
homine, el Ordenamiento Jurídico Nacional, debe ser entendido y aplicado de la manera más 
favorable a sus legítimos derechos, teniendo como norte el principio universal de interés 








Al constituirse en idea básica o fundamental gobierna al universo del Ordenamiento Jurídico 
Nacional obligándolo a viabilizar toda su estructura hacia un mismo norte protector, tutelador y 





Debido a que fija las directrices, lineamientos para la determinación del contenido de los 




En este sentido, el principio pro homine se constituyen en un aspecto de indiscutible valor en la 
interpretación y aplicación de los preceptos legales tanto del derecho interno como del derecho 




Dentro de la labor interpretadora el principio pro homine adquieren mayor amplitud en su 
aplicación, pues en la eventualidad de existir diversas interpretaciones de un precepto legal, por 
su accionar, se debe elegir el precepto que brinde mejor protección a los derechos 




Porque construye pautas que permiten concertar las normas de derecho interno con las normas 
del derecho internacional en la aplicación del caso concreto, buscando la más favorable, la más 




Toda vez que absuelve los vacíos o lagunas de la ley, permitiendo que se aplique la norma 
nacional o internacional que más beneficie al niño y su familia. También, entre en acción, 
cuando existen normas con conceptos indeterminados o normas abiertas o flexibles, haciendo 
que prevalezca la interpretación la más favorable, la más beneficiosa, la que mayores garantías 
determinen a favor del niño. 
El profesor Eduardo Balbin Torres, manifiesta que, la característica más relevante del principio 
pro homine es la del “perfeccionamiento” del ordenamiento jurídico, es decir, que este principio 
se convierte en la herramienta de superación de las dudas interpretativas y los vacíos o los 
conflictos entre normas, que resultan más que frecuentes para los operadores jurídicos, otorga al 
principio pro homine, un papel central dentro del Ordenamiento Jurídico, al punto que permite 
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al Derecho cumplir de modo efectivo su función reguladora cuando las normas positivas, por 
deficiencias propias, no pueden garantizar el desarrollo de su función. 
 
La función que ostenta, el principio pro homine, no se presenta de manera aislada, por lo 
general, se aprecia su aplicación en forma concatenada, dentro del ordenamiento jurídico, cuya 
relevancia se deja sentir cuando se encuentran formando parte de la regulación normativa o en 
su defecto en la función integradora. 
 
La constante evolución y los cambios que se producen en la convivencia de las personas 
humanas en sociedad, conlleva a la aparición de hechos nuevos que demandan un tratamiento 
legal, complementándose la labor del precepto legal con el principio pro homine que 
constantemente armoniza las normas nacionales con las disposiciones internacionales en 
procura de solucionar los conflictos sociales. 
 
El principio pro homine, traza el sendero por el cual los derechos y garantías de los niños, las 
niñas y los adolescentes, declaradas de manera interna encuentran viabilidad y concreción en la 
práctica cotidiana del derecho. Asimismo, facilita la aplicación de normas supranacionales que 








Una vez reconocido el derecho de niños y adolescentes por un Estado, no resulta válido después 
derogarlos; puesto que, se afectan a derechos adquiridos; toda vez que, los derechos deben ser 
siempre más amplios cobijar más al niño evitando lesionar derechos que una vez reconocidos se 
han aplicado y en consecuencia generan más derechos a la niñez y adolescencia, sin súper poner 
o jerarquizar su esencia, aplicación y efectos. 
 
Los derechos adquiridos están íntimamente relacionados con la aplicación de la ley en el 
tiempo, pues una ley posterior no puede tener efectos retroactivos para desconocer las 
situaciones jurídicas creadas y consolidadas bajo la ley anterior.  
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Sin embargo, nuestra Constitución establece una excepción al principio de la irretroactividad de 
la ley, al consagrar la favorabilidad de las normas penales, por cuanto se inscriben dentro del 
principio universal del in dubio pro reo. Institución jurídico – procesal idéntica al principio in 
dubio pro menor. 
 
El derecho adquirido se incorpora de modo definitivo al patrimonio de su titular y queda 
cubierto de cualquier acto oficial que pretenda desconocerlo, pues la propia Constitución lo 
garantiza y protege; no ocurre lo mismo con la expectativa que, en general, carece de relevancia 
jurídica y en consecuencia, puede ser modificada o extinguida por el legislador. Y es en esta 
última categoría donde debe ubicarse la llamada “condición más beneficiosa”; que en un 





También denominado de “retroalimentación” es un efecto de la aplicación del principio pro 
homine; que advierte que en la interpretación de un derecho que ampara al niño y adolescente, 
el operador de justicia o el servidor público, no pueden conformarse con su análisis parcial, 
deben visualizar a los derechos de la niñez y adolescencia como temas de derechos del “bien 
común nacional” del “sumak kawsay” y vincularlos a los temas del “bien común 
internacional”. Es decir, que no basta la simple interpretación de la norma nacional, se debe 





Manda a que el operador de justicia o el servidor público, no adopten una interpretación 
imparcial; deben hacer una interpretación comprometida con los derechos de la niñez y 





Promueve que los derechos de la niñez y adolescencia rijan en todas partes y con la misma 
intensidad y con “igual jerarquía”. Alude, por supuesto, a un cuerpo mínimo de derechos, 
dentro de ellos, a una también cuota básica igualitaria de cada derecho; sin perjuicio de los 
aditamentos que puedan hacer los diferentes Estados.  
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Esto conduce a que la interpretación de los derechos de la niñez y adolescencia no pueda ser 
restringida por un Estado; cuando en el Derecho Internacional la cobertura del derecho de 




Destaca que los derechos de la niñez y adolescencia están vinculados entre sí como si fueran 
vasos comunicantes, y que por lo tanto no es válida la interpretación sectorial, en el sentido, por 
ejemplo, de enfatizar algunos e ignorar otros; esto induce, por lo contrario, a la interpretación 
integral de los derechos de la niñez y adolescencia; un derecho está siempre vinculado a los 
otros derechos, conectados unos y otros. 
 
Descongestión de poderes constituidos 
 
A diferencia del Estado de Derecho donde se hacia la distinción clásica entre los poderes: 
legislativos, ejecutivo y judicial (cabe indicar, que para el autor del presente trabajo, el poder es 
uno solo, denominado Poder Público, las que se enuncian en el presente trabajo, son funciones 
del Estado; pero para guardar sindéresis con los diferentes tratadistas y filósofos en el tema, me 
adhiero parcialmente a los mismos) en el Estado Constitucional de Derecho, la denominada 
separación de poderes  se da dentro de una relación distinta, ya que si bien es cierto  en ambos 
casos se mantiene la  división primaria y fundamental entre el poder constituyente y los poderes 
constituidos, de la que habla Sieyes, al demostrar la  realidad  que, no existía garantías  de su 
cumplimiento, en  el Estado  Constitucional de Derecho, teniendo en cuenta el presupuesto de 
que los  poderes constituidos fueron fundados por el  constituyente quien normativamente a 
través de la Constitución estableció sus competencias y límites de acción,  el respeto a los 
mismos es la garantía de  la diferencia entre poderes. 
 
Como se recordará en el clásico sistema de división de poderes, el legislativo, amparándose en 
el principio de legalidad, poseía un poder de disposición prácticamente ilimitado sobre la ley 
por ser quien la aprobaba el ordenamiento jurídico. Esto ha cambiado radicalmente en el  Estado 
Constitucional de Derecho, pues no se  permite a ningún poder la facultad de  tomar  decisiones 
absolutas, ya que la validad de las mismas van a depender de su correlación con la Constitución, 
que los poderes del Estado e incluso de los particulares deben ejercerse dentro de los límites 
fijados por la Constitución (pesos y contrapesos), siendo la Corte Constitucional quien 
jurídicamente tiene la misión de mantener y defender jurisdiccionalmente la  constitucionalidad 
al resolver los conflictos entre los poderes constitucionales del Estado. 
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Supremacía de la Constitución 
 
En el Estado de Derecho, si bien es cierto se asemeja el Derecho con la ley o con las normas 
dictadas en función de una ley, sucedía que frecuentemente se reconocía la significación jurídica 
de la Constitución, pero sin que se conocieran remedios a sus posibles contravenciones por parte 
de los poderes públicos. Sólo el Congreso Nacional -hoy inexistente- en cuanto representaba la 
soberanía popular en el desarrollo de su función legislativa se le reconocía competencia para 
interpretar de la Constitución y la Ley, lo cual no evitaba conflictos con otros poderes que 
habían de resolverse por la vía política, como el derogado Tribunal Constitucional. 
 
En el Estado Constitucional de Derechos, no sucede esto, al elevarse la Constitución al mundo 
de las normas jurídicas vinculantes e incorporar el principio de la supremacía de la Constitución 
sobre la ley y sobre todo el ordenamiento jurídico, se origina la consiguiente anulación de las 
normas en la medida que en su totalidad o en algunos de sus preceptos estas no se adecue a la 
norma constitucional.  
 
Esta primacía de la Constitución sobre la ley se sustenta, en primer lugar, en la doctrina 
adoptada por Kelsen y hoy generalmente admitida según la cual el orden jurídico constituye un 
sistema jerárquico que, iniciándose en la Constitución, se extiende por los sucesivos momentos 
en el proceso de su creación a través de la ley, el reglamento, el acto administrativo, la sentencia 
y la ejecución, es decir, en el Estado Constitucional de Derechos, todo el orden jurídico deriva 
de la Constitución y queda legitimado por su concordancia directa o indirecta con la 
Constitución. 
 
Aplicación de la Constitución 
 
Es propio del Estado Constitucional de Derechos que todos los poderes públicos particularmente 
los poderes legislativo, ejecutivo, judicial, electoral y de participación estén sujetos a la 
Constitución, y alineados con los derechos de la niñez y adolescencia, es decir, que 
actúen  dentro de los límites fijados por la Constitución sin invadir la esfera de 
autodeterminación de las personas y la de autorregulación de la sociedad, también dentro de los 
límites de las competencias específicas le señala la Constitución a cada uno de ellos frente a las 
competencias atribuidas a los demás órdenes constitucionales. 
 
Pero la subordinación a la Constitución no solamente alcanza a las entidades públicas, sino que 
se hace extensiva a los particulares, quienes en su facultad auto reguladora tienen la obligación 
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de respetar los preceptos constitucionales y los derechos de la niñez y adolescencia, razón por la 




En el Estado Constitucional de Derechos, al ser la Constitución una norma sustantiva 
cualitativamente superior y recurrible jurisdiccionalmente, la estabilidad del régimen requiere 
una serie de dispositivos de control para asegurar que tanto los poderes públicos como los actos 
de los particulares se mantengan dentro de los parámetros constitucionales, e imposibiliten todas 
las posibles violaciones, en ese sentido serán válidos únicamente lo fielmente coherentes con la 
Constitución y con los derechos de la niñez y adolescencia. 
 
Uno de esos controles es la existencia de una jurisdicción especializada en materia 
constitucional, representada por la Corte Constitucional que tiene la capacidad para decidir la 
constitucionalidad o no de los actos del Estado como de los particulares, con ello se puede 
colegir que el Estado Constitucional de Derechos sólo será tal cuando se evidencia un conjunto 
de mecanismos de control de constitucionalidad entre ellos principalmente una jurisdicción 
especializada en materia constitucional, que se encargue de resolver los conflictos que se 
presenten entre una norma de menor jerarquía con la Constitución , o los actos tanto de 
gobernantes como de gobernados que afecten derechos reconocidos constitucionalmente 
convirtiendo -de esta manera- al Derecho Constitucional en un verdadero derecho y no un 
simple postulado de principios políticos o de buenas intenciones. 
 
 
3.3 DERECHOS  
Los derechos constitucionales son los facultades y libertades que se encaminan en el más alto 
escalón de la jerarquía normativa, es decir en la Constitución de la República del Ecuador.  
 
Observa Truyol que los derechos constitucionales equivalen a los derechos fundamentales que 
el hombre posee por el hecho de ser hombre, por su propia naturaleza y dignidad; derechos que 
le son inherentes y que, lejos de hacer una concesión de la sociedad política, han de ser por ésta 
consagrados y garantizados. 
 




Art. 11.- “El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: 
 
1. Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o 
colectiva ante las autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su 
cumplimiento. 
2. Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y 
oportunidades. 
a. Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de 
nacimiento, edad, sexo, identidad de género, identidad cultural, 
estado civil, idioma, religión, ideología, filiación política, pasado 
judicial, condición socio-económica, condición migratoria, 
orientación sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, 
diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o 
colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los 
derechos. La ley sancionará toda forma de discriminación. 
b. El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la 
igualdad real en favor de los titulares de derechos que se encuentren 
en situación de 
desigualdad. 
3. Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación 
por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de 
oficio o a petición de parte. Para el ejercicio de los derechos y las garantías 
constitucionales no se exigirán condiciones o requisitos que no estén 
establecidos en la Constitución o la ley. Los derechos serán plenamente 
justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica para justificar su 
violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para 
negar su reconocimiento. 
4. Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las 
garantías constitucionales. 
5. En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y 
servidores públicos, administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y 
la interpretación que más favorezcan su efectiva vigencia. 
6. Todos los principios y los derechos son inalienables, irrenunciables, 
indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía. 
7. El reconocimiento de los derechos y garantías establecidos en la Constitución 
y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, no excluirá los 
demás derechos derivados de la dignidad de las personas, comunidades, 
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pueblos y nacionalidades, que sean necesarios para su pleno 
desenvolvimiento. 
8. El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de 
las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generará y 
garantizará las condiciones necesarias para su pleno reconocimiento y 
ejercicio. Será inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter 
regresivo que disminuya, menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de 
los derechos. 
9. El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los 
derechos garantizados en la Constitución. El Estado, sus delegatarios, 
concesionarios y toda persona que actúe en ejercicio de una potestad pública, 
estarán obligados a reparar las violaciones a los derechos de los particulares 
por la falta o deficiencia en la prestación de los servicios públicos, o por las 
acciones u omisiones de sus funcionarias y funcionarios, y empleadas y 
empleados públicos en el desempeño de sus cargos. El Estado ejercerá de 
forma inmediata el derecho de repetición en contra de las personas 
responsables del daño producido, sin perjuicio de las responsabilidades 
civiles, penales y administrativas. El Estado será responsable por detención 
arbitraria, error judicial, retardo injustificado o inadecuada administración de 
justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por las 
violaciones de los principios y reglas del debido proceso. Cuando una 
sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la 
persona que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la 
responsabilidad por tales actos de servidoras o servidores públicos, 
administrativos o judiciales, se repetirá en contra de ellos. (Constitución de la 
República del Ecuador, 2008) 
 
Con la finalidad de que los descritos derechos se viabilicen en la práctica el Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia Social establece que: 
 
1. Fuerza vinculante o carácter normativo de la Constitución. 
2. Supremacía o superioridad jerárquica en el sistema de fuentes de la Constitución. 
3. Eficacia o aplicación directa de la Constitución como verdadera norma suprema. 
4. Garantía judicial, competencia que corresponde a los jueces ordinarios para que resuelvan 
los litigios. 
5. Presencia de un denso contenido normativo, que tiene como destinatarios a los ciudadanos en 
sus relaciones con el poder. 
6. Rigidez constitucional, se supone que el constitucionalismo resulta tanto más fuerte cuanto 
más cuesta la alteración del texto de la Constitución. 
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7. El derecho no sólo consiste en la estructura normativa sino también en la argumentativa, 
contextual y procedimental. 
8. La legalidad se supedita a la constitucionalidad en un sentido fuerte. 
9. Las normas que no son reglas no pueden interpretarse con los métodos tradicionales. Se debe 
acudir al principio de proporcionalidad, la teoría del contenido esencial, la razonabilidad, 
entre otras. 
10. Más que hablar de interpretación se destaca el papel de la argumentación no sólo en su faceta 
retórica sino en sus ámbitos hermenéuticos, contextuales y procedimentales. 
11. La búsqueda de la certeza jurídica se vuelve más exigente y difícil; se apoya, principalmente, 
en la calidad de la argumentación. 




El principio pro homine es la piedra angular del derecho internacional de los derechos humanos 
y de los derechos de la niñez y adolescencia. Este principio del Derecho Universal, se ha 
reiterado en numerosos convenios, declaraciones y resoluciones internacionales de derechos 
humanos. En la Conferencia Mundial de Derechos Humanos, celebrada en Viena en 1993, por 
ejemplo, se dispuso que todos los Estados posean el deber, independientemente de sus sistemas 
políticos, económicos y culturales, de promover y proteger todos los derechos humanos y las 
libertades fundamentales. 
 
El principio pro homine es de radical importancia, dentro de los derechos de la niñez y 
adolescencia, porque obliga a las Autoridades públicas: administrativas y judiciales a interpretar 
las disposiciones nacionales e internacionales de manera que más favorezca a la niñez y 
adolescencia. 
 
El principio pro homine lucha para que los derechos de la niñez y adolescencia rijan en todas 
partes y con la misma intensidad. Por este principio, se entiende que toda persona sin excepción 
ni discriminación tiene derecho al disfrute de los derechos humanos, tanto si sus gobiernos 
reconocen o respetan esos derechos. 
 
En un ordenamiento jurídico como el hoy vigente en Ecuador se plantea la coexistencia de 
múltiples normas referidas a derechos humanos, en general, y en particular a los derechos de la 
niñez y adolescencia. La pluralidad de fuentes, internas e internacionales, del derecho de los 
derechos humanos obliga a una compatibilización respecto del alcance de los derechos 
protegidos y de las obligaciones asumidas por el Estado. Se impone, por lo tanto, recurrir a una 
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serie de principios generales del derecho internacional y de principios propios del derecho 
internacional de los derechos humanos que permitan brindar pautas claras de interpretación. 
Resulta necesario encontrar criterios que posibiliten optar entre la aplicación de una u otra 
norma o entre una u otra interpretación posible de éstas. 
 
Estas pautas son particularmente importantes cuando en un mismo ámbito coexisten normas 
internacionales de distinto alcance que tutelan los derechos de la niñez y adolescencia. En este 
sentido, no se encuentran discrepancias en que la aplicación e interpretación de las normas de 
derechos humanos debe hacerse a la luz del principio pro homine. 
 
El principio pro homine impone que, una norma específica supere y prevalezca sobre las 
disposiciones genéricas; siempre que dicha interpretación sea la más beneficiosa. Por otra parte, 
este mismo principio supone que las normas consuetudinarias que explicitan los contenidos de 
los derechos protegidos en los tratados deben tener cabida en el orden jurídico interno de un país 
siempre que enriquezcan sus disposiciones, dotando de mayor tutela, protección y garantía a la 
persona.  
 
En el mismo sentido, nada obsta a que en el ámbito interno puedan consagrarse derechos 
protegidos con un alcance mayor que el establecido por las normas internacionales. Aún las 
sentencias judiciales que reconozcan un alcance de protección más amplio, por acción del pro 
homine deberían prevalecer, especialmente las de la Corte Constitucional cuando se refieren al 
contenido de las normas de derechos humanos. 
 
El principio pro homine impone también atender al razonable principio según el cual los 
derechos de cada uno terminan donde comienzan los derechos de los demás, de alguna manera 
comprendido en las normas sobre deberes, tanto más cuando tales derechos hacen referencia a 
los derechos de la niñez y adolescencia. 
 
Los derechos y libertades de terceros o los derechos y reputación de otros como pauta de 
limitación traducen la existencia de un conflicto que debe resolverse en favor de los derechos de 
los unos limitando los derechos de los otros. Para ello, debe atenderse el principio de no 
discriminación y al reconocimiento de la dignidad humana. Sin embargo, respetando el 
principio pro homine, se debe verificar que la restricción que prevalezca sea la más restringida o 
la que afecte a un derecho de menor jerarquía. 
 
En este sentido, cuando la Corte Interamericana ha explicitado el alcance del principio pro 
homine en relación con las restricciones de los derechos humanos, ha expresado que: 
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“…entre varias opciones para alcanzar ese objetivo debe escogerse aquella que restrinja en 
menor escala el derecho protegido... Es decir, la restricción debe ser proporcionada al interés 
que la justifica y ajustarse estrechamente al logro de ese legítimo objetivo”  (Corte IDH, 
1985). 
 
El Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social implica que todo el Estado y sus 
diferentes organismos e instituciones constituyen en función de la dignidad de la niñez y 
adolescencia, el pleno desarrollo de sus derechos fundamentales y el bien común al respecto. 
 
Así mismo, todo el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el derecho humanitario 
internacional se basan en la dignidad intrínseca de la persona humana y la protección de los 
derechos que de ella derivan, sobre todo de los derechos de la niñez y adolescencia. 
 
En un Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social siempre debe aceptarse la posición 
preferente de los derechos sobre el poder. La niñez y adolescencia debe estar protegida por la 
actuación estatal siendo el objetivo y finalidad principal, por lo tanto el poder público siempre 
deberá estar al servicio de la dignidad y de los derechos de la persona humana. 
 
En consecuencia, cada vez que una norma de derechos se encuentra en conflicto con una norma 
de poder, el juez, como operador jurídico debe resolver el caso escogiendo favorablemente la 
norma protectora de los derechos de la niñez y adolescencia. Las normas sobre derechos son 
superiores a las normas sobre poder ubicadas en un mismo plano, ya que los primeros son los 
que determinan la actuación de los órganos de poder público. 
 
De acuerdo con este principio, el intérprete que se enfrenta a un caso concreto en el que dos 
distintos derechos pueden entrar en colisión, debe aplicar de forma preferente algunos de ellos, 




La Constitución de la República vigente desde su publicación en el Registro Oficial número 499 
de 20 de octubre de 2008, en nuestro país, se seleccionó de entre las siguientes opciones el 
actual paradigma constitucional: 
 
 Estado constitucional de derechos y justicia social, democrático, soberano, independiente, 
unitario, intercultural, plurinacional y laico; 
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 Estado, que se organiza de forma de república; 
 Estado, que se gobierna de manera descentralizado; y, 
 Estado ecuatoriano es el fomentador e integrador supranacional. 
 
La significación de ser un Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, que se convierte 
en cumplimiento de la misma, es la superación a la construcción como Estado Social de 
Derecho, realizada en la Constitución Política de 1998, como éste lo fue del simple Estado 
soberano que fuimos antes. Este último caracterizado por contener una serie de prohibiciones y 
limitaciones al poder público estatal para garantizar los derechos individuales, mientras que el 
Estado Social de Derecho, contiene la demanda de la satisfacción de los derechos sociales, 
mediante prestaciones obligatorias de hacer por parte del poder público; sin embargo, tan solo 
mediante la inclusión de las normas programáticas, caracterizadas por su discrecionalidad y no 
vinculadas por el principio de legalidad. Derechos sociales en la proclama pero sin garantías 
para exigir las prestaciones que los satisfagan, equivalentes, al menos, a las existentes para los 
derechos individuales como la libertad y la propiedad. El Ecuador, por mandato constitucional, 
ha adoptado como paradigma constitucional al Estado Constitucional de Derechos y Justicia 
Social, sin embargo, en la práctica, esa no es la realidad, pues lamentablemente, se trata solo de 
una declaración normativa.  
 
Toda vez que el Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, crea un sistema de 
garantías que la Constitución pre-ordena para el amparo de los derechos fundamentales. Se trata 
del Estado garantista que diseña el vigente mandato constitucional, que crea el Estado 
jurisdiccional de derecho en el cual ha crecido enormemente la función judicial en cuanto hacer 
creativa de derecho, hasta llegar a fortalecer al derecho judicial, como fuente vinculante  y 
máximo baluarte del derecho, cuyo ejemplo cumbre es la institución del precedente vinculante. 
Se trata además de la jurisdicción como función del Estado esencialmente está desligada de las 
demás funciones del Estado y se caracteriza porque cada resolución se dicta con autoridad 
legítima y por tanto obligatoria e independiente en los casos de los derechos controvertidos o 
violados. 
 
El positivismo de las normas escritas en el derecho, como creación de los hombres, está 
sometido estrictamente a la creación y producción de normas que vayan constantemente 
estructurando las metodologías, tanto formal como material que le dan características muy 
especiales. Si nos circunscribimos a éste, aceptamos que las normas jurídicas no provienen de la 
moral o de algún misterio de la naturaleza, sino que son creaciones de los hombres, son hechos 
humanos, las normas por ello son expresiones, en sustancia, en su materialidad, en su contenido, 
de valores éticos y de valores políticos cuya máxima concreción son los derechos 
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fundamentales, a partir del reconocimiento de la dignidad de la persona, solo por el hecho de 
serlo.  
 
Por tanto existe un derecho sobre el derecho, en forma de vínculo y límite jurídico a la 
producción jurídica. De aquí se desprende que una innovación en la propia estructura de la 
legalidad, es quizá la conquista más importante del derecho contemporáneo: la regulación 
jurídica del derecho positivo, no solo en cuanto a las formas de producción sino también a los 
contenidos e interpretación de dicha producción. Con todos estos antecedentes, nació el modelo 
garantista que proclama la invalidez del derecho ilegítimo ante los derechos constitucionales de 
las personas y que dota al ordenamiento jurídico, para su coherencia, de una premisa estimativa 
que opera como orientación y fuente de legitimación de la actividad del poder público, principio 
imperativo del ordenamiento jurídico, en su conjunto y criterio de control de acuerdo a la 
Constitución de la República y los Tratados Internacionales de Derechos Humanos. Se trata de 
un andamiaje constitucionalista de enfoque garantista del derecho que comienza por constatar 
que en el ordenamiento jurídico hay normas, pero también existen principios como el pro 
homine que reorientan la praxis de los derechos humanos, constitucionales y legales; y en fin de 
la norma legal que más favorezca a la persona. 
 
El principio pro homine en el nuevo paradigma constitucional determina a favor de los derechos 
de la niñez y adolescencia: 
 
 El reconocimiento y la aplicación de normas internacionales que más le favorezcan a la 
persona; 
 La aplicación irrestricta de normas internas que benefician a la persona; 
 La no aplicación de normas internas e internacionales que limitan o restringen los derechos de 
las personas. 
 
Pues el Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, se instrumenta 
normativamente sobre la base de un modelo que contiene tres elementos que sobresalen: 
 
 La supremacía constitucional y de derechos fundamentales que son todos los enunciados por la 
Constitución sean de libertad personal o de naturaleza social; 
 El imperio del principio de legalidad que somete a todo poder público al derechos; y, 
 La adecuación funcional de todo el poder público para garantizar el goce de los derechos de 
libertad y la efectividad de los sociales. 
 
Los derechos de la niñez y adolescencia vinculan normativamente a toda la administración 
pública y sus administrados; pues, en el Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social se 
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debe romper con el esquema del formalismo positivista y direccionar hacia arriba la pirámide 
normativa. 
 
La Constitución tiene una extensa lista de derechos, desde el Art. 12 hasta el Art. 82, que 
abarcan varias generaciones, que garantizan normativamente o en forma primaria en el lenguaje 
de Ferrajoli, tal como lo prescribe el Art. 84 de la Constitución de la República: 
 
“La Asamblea Nacional y todo órgano con potestad normativa tendrá la obligación de 
adecuar, formal y materialmente, las leyes y demás normas jurídicas a los derechos previstos 
en la Constitución y los tratados internacionales, y los que sean necesarios para garantizar la 
dignidad del ser humano o de las comunidades, pueblos y nacionalidades. En ningún caso, la 
reforma de la Constitución, las leyes, otras normas jurídicas ni los actos del poder público 
atentarán contra los derechos que reconoce la Constitución”. (Constitución de la República 
del Ecuador, 2008) 
 
Este es el enunciado normativo más expresivo que diseña el Estado ecuatoriano, como 
garantista, pues reconoce que existe un derecho sobre el derecho, tanto formal como material, 
que lo constituyen los derechos fundamentales y que son expresión jurídica de los valores 
centrales de la persona. Todos estos derechos tienen una identidad esencial que se encuentra en 
su reconocimiento constitucional, sus titulares son todas las personas, comunidades, pueblos, 
nacionalidades y colectivos, y como tales gozarán de estos derechos que por otra parte son 
garantizados en la Constitución y Tratados Internacionales de Derechos Humanos. Razón por la 
cual y en corolario, se puede afirmar que la actual connotación del principio pro homine dentro 
del nuevo paradigma constitucional nacional, se verifica en la interpretación de la norma, 
porque obliga al administrador de justicia a interpretar las disposiciones nacionales e 
internacionales de la manera que más favorezcan a la persona; y, limita la interpretación 





4 INVESTIGACIÓN DE CAMPO 
Con la finalidad de unir el conocimiento científico con la praxis, a continuación se desarrolla 
una investigación de campo con la finalidad de sustentar la propuesta que forma parte del tema 
investigado: ESTUDIO A LA EVOLUCIÓN JURÍDICA DE LOS DERECHOS QUE 
ASISTEN A LOS GRUPOS DE ATENCIÓN PRIORITARIA CONSTANTES EN LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DE 2008. 
 
 
4.1 DISEÑO DE LOS INSTRUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 





Es una técnica dedicada a ver y oír los hechos o fenómenos que se desean estudiar. En mi 





Es una técnica de la investigación científica que sirve para investigar, conocer, informarse de la 
fuente misma la temática requerida y planteada en el proyecto de investigación. Consiste en 
plantear una serie estructurada de preguntas a personajes que han sido protagonistas y se han 
destacado en diferentes áreas de la ciencia, técnica y conocen aspectos básicos. En mi trabajo de 
investigación, emplearé esta técnica al consultar a profesionales del Derecho, así como a 









Consiste en formular una serie limitada de preguntas, referentes a un tema importante. Es una 
forma de sondeo de opinión inmediata. Haré uso de esta técnica en mi trabajo, al momento de 
consultar a un sector de la sociedad, su opinión al respecto de mi tema - problema. 
También se implementó los siguientes instrumentos investigación: 
 
 Fichas nemotécnicas 
 Guía de Observación 
 Cuestionarios 
 Guía de entrevista 
 





C U E S T I O N A R I O 
I.-  INFORMACIÓN INICIAL: 
 
 Es muy importante que antes de absolver las interrogantes, lea con atención cada una de ellas. 
 Sea lo más sincero posible al responder, pues la información obtenida, servirá de base para una 
investigación científica. 
 La información dada por Usted, se guardará en absoluta reserva. 
 
 
II.- BANCO DE PREGUNTAS: 
 
1. Considera Usted que la concepción de grupo vulnerable de la niñez y adolescencia 
ecuatoriana contribuyó a mejorar su situación económica-social dentro del pasado 




2. Piensa, Usted que, la derogada Constitución Política de 1998, amparaban 
adecuadamente a los niños, niñas y adolescentes: 
 
Si: (-----) No: (-----) 
 
3. A su parecer la derogada Constitución Política de 1998, contenía homólogos 





4. Según su apreciación, la concepción constitucional de grupo vulnerable establecida 
en la derogada Constitución Política de 1998, convertía a la niñez y adolescencia 
ecuatoriana en objeto de derechos: 
 
Si: (-----) No: (-----) 
 
Si: (-----) No: (-----) 
Si: (-----) No: (-----) 
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5. Opina Usted que la actual Constitución de la República 2008, robusteció los derechos 
y garantías constitucionales de los niños, niñas y adolescentes: 
 
Si: (-----) No: (-----) 
 
 
6. Juzga Usted que el nuevo Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social, marca 
la evolución de los derechos y garantías constitucionales de los niños, niñas y 
adolescentes: 
 
Si: (-----) No: (-----) 
 
7. Valora Usted que las actuales reformas legales viabilizan los derechos y garantías 
constitucionales de los niños, niñas y adolescentes: 
 
Si: (-----) No: (-----) 
 
8. Estima Usted que el nuevo paradigma constitucional marcó a nivel internacional la 
evolución de los derechos y garantías constitucionales de los niños, niñas y 
adolescentes: 
 
Si: (-----) No: (-----) 
 
9. Aprecia Usted que ciertas normas legales no terminan de empatar con el nuevo 
Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social: 
 
Si: (-----) No: (-----) 
 
 
10. Califica Usted prudente dar viabilidad a la Política Judicial de control y vigilancia de 
los legítimos derechos y garantías constitucionales de los niños, niñas y adolescentes: 
 
Si: (-----) No: (-----) 
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4.2 APLICACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS Y RECOLECCIÓN DE LA 
INFORMACIÓN 
 
 Cabe resaltar que la investigación de campo se llevó a cabo tanto en los Juzgados de la 
Niñez y Adolescencia como en la Unidades Judiciales y en las Juntas Cantonales de la Niñez y 
Adolescencia, entidades públicas que si bien se encuentran inmersas dentro de la política 
pública de dar viabilidad a los legítimos derechos y garantías constitucionales de la niñez y 
adolescencia, sus carencias económicas y de logística limitan enormemente su real concreción. 
 
 Principalmente las Juntas Cantonales de la Niñez y Adolescencia, se encuentran 
dentro de los vaivenes de la administración política de los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados Municipales, que lejos de unificar su accionar a las políticas públicas a su 
modo y manera tratan de sobrellevar la dura situación que afrontan los niños y adolescentes en 
sus jurisdicciones, razón por la cual no nos sorprende que ciertos Gobiernos Autónomos 
Descentralizados Municipales, realicen esfuerzos sumamente plausibles, frente a la inacción de 
otros. 
 
 Lo más lamentable es que la gran mayoría de Gobiernos Autónomos Descentralizados, 
donde más se desconocen e irrespetan los derechos de los niños y adolescentes, los controles de 
las Juntas Cantonales de la Niñez y Adolescencia, son verdaderamente nulas. Verbigracia, en las 
provincias de la Costa ecuatoriana, específicamente en El Oro, los derechos de los niños y 
adolescentes son irrespetados en las grandes bananeras donde los niños laboran de manera 
clandestina. 
 
 Mención aparte merecen la dura situación que afrontan los niños y adolescentes en las 
grandes ciudades donde sus derechos son violados flagrantemente a diario, bajo la inacción de 











4.3 ELABORACIÓN DE GRÁFICOS Y CUADROS ESTADÍSTICOS 
Gráfico 1 
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POLÍTICA JUDICIAL DE CONTROL Y VIGILANCIA DE LOS LEGÍTIMOS 
DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y 
ADOLESCENTES 
 
Dentro de la investigación de campo llevada a cabo se pudo constatar como los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes son irrespetado a diario, a pesar de encontrarnos dentro de un Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia Social, y de existir una vasta gama de órganos de control, 
tanto administrativos y judiciales. 
 
Razón por la cual, creo oportuno crear una política judicial de control y vigilancia de los 
legítimos derechos y garantías constitucionales de los niños, niñas y adolescentes, que rebasen 
los estudios de escritorio y se concentren en la súper vigilancia real y periódica concreción de 
los mismos. 
 
De manera que las Juntas Cantonales de la Niñez y Adolescencia salgan a las calles a verificar 
el cumplimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, como enormes veedurías, 
que periódicamente reporten a los Juzgados de la Niñez y Adolescencia y a las Unidades 
Judiciales, las violaciones que constatan de modo que judicialmente se pueda sancionar a las 
personas naturales y jurídicas que se empecinan en irrespetar los legítimos derechos de la niñez 
y adolescencia tan tutelados en la Constitución de la República y en el Código Orgánico de la 
Niñez y Adolescencia. 
 
Controles que deben ser coordinados tanto por las Juntas Cantonales de la Niñez y Adolescencia 







1. Los derechos de los niños y adolescentes han ido evolucionando, desde la invisibilidad absoluta 
hasta la actual situación de máximo reconocimiento y poca viabilidad. 
 
2. En el Derecho Antiguo, el niño era considerado como un ser no terminado, despojo humano que 
carecía de todo tipo de derecho. 
 
3. En el Derecho romano, del cual somos legatarios, el niño no tenía ningún tipo de derechos, el 
pater de familia, era quien determinaba sus facultades a su gusto y paciencia. 
 
4. Más adelante, en el Derecho Medieval, el niño era concebido, por su comportamiento, como un 
ser poseído por el demonio, razón por la cual se facultaba a sacerdotes y maestros a golpear y 
maltratar al niño, hasta que el demonio que supuestamente llevaban dentro salga.  
 
5. De hecho el Medioevo significó para los niños y adolescentes la peor época de la historia, 
porque sus derechos a más de ser conculcados eran irrespetados, al punto de gestarse 
verdaderas barbaridades justificadas por una falsa apreciación. 
 
6. Más tarde la Comunidad Internacional impulsó la política de la Situación Irregular del niño, 
que si bien ni fue la mejor por lo menos sirvió de freno a los desmanes de antaño. 
 
7. La filosofía de la Situación Irregular del menor visualizaba al niño como desprotegió, digno de 
lastima y carente de derechos. 
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8. Razón por la cual fue necesaria una lógica evolución hacia la Protección Integral del menor, 
que con paso firme permitió valorar el entorno del menor en pro de mejorar su situación. 
 
9. En la actualidad con la concepción del Interés Superior del Menor, se busca priorizar sus 
derechos de manera coherente, dando viabilidad a la revolución silenciosa que la Comunidad 
Internacional a liderado al respecto. 
 
10. Casa adentro los menores han sufrido los desmanes de una legislación ociosa, que se ha 
limitado a realizar reconocimientos carentes de eco. A todas luces convencieras, que por otra 
parte, solo han servido para quedar bien ante la Comunidad Internacional, pero que en el 
quehacer diario no han sido más que simples utopías. 
 
11. Los niños ecuatorianos han pasado de ser objeto de derechos a sujeto de derechos, en la 
historia constitucional. 
 
12. En la derogada Constitución Política de 1998, los niños fueron considerados como miembros 
del grupo vulnerable, objetos de cuidado carentes de la facultad de autogobernarse. 
 
13. Tal esa sí que la ciudadanía recién se les otorgaba a los 18 años, a pesar de haber reconocido 
los derechos del niño establecidos a nivel internacional, donde claramente se manifiesta que la 
identidad y la ciudadanía se adquiere desde el nacimiento. 
 
14. Desmanes y desatinos legislativos que evidenciaban la poca coherencia entre lo determinado en 
los cuerpos legales y la dura realidad. 
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15. En la actualidad, la vigente Constitución de la República del Ecuador, considera a los niños 
como grupo de atención prioritaria, es decir, por primera vez se empata la política universal 
con la nacional, pues la Comunidad Internacional manifiesta que el niño goza de interés 
superior y el Ecuador declara que el mismo tiene atención prioritaria. 
 
16. A pesar de tratarse de un plausible logro falta concretar legislativamente tal concepción a 



















1. Poner en marcha la puntualizada propuesta, pues ya es hora de que la niñez y adolescencia 
goce de los derechos y garantías constitucionales y universales que de manera desgastada 
se le atribuyen. 
2. Exigir un cambio en la Administración de Justicia, para que no se margine al niño y 
adolescente de los procesos judiciales en los cuales se encuentra involucrado, 
concediéndole voz y voto. 
3. Permitir al menor participar de las decisiones que de su entorno, presente y futuro se toma, 
principalmente en lo que tiene que ver con sus relaciones intrafamiliares. 
4. Conceder mayor involucramiento del niño y adolescente en la sociedad, dándole mejores y 
mayores espacios de opinión. 
5. Viabilizar los legítimos derechos del niño, estableciendo Centros de Mediación Judicial, 
dedicados en exclusiva a solucionar de manera pacífica los conflictos que resulten de sus 
relaciones interpersonales e intrafamiliares. 
6. Concretar las Unidades Judiciales de los Niños y Adolescentes en todo el país, haciendo de 
la Administración de Justicia un servicio eficiente de calidez y candidez. 
7. Demandar una educación de calidad que no se reduzca al simple cambio de nombres, a 
través de veedurías ciudadanas permanentes que realicen control de calidad. 
8. Exigir una atención prioritaria en los centros y casas de salud, donde los menores todavía 
deben esperar para ser atendidos. 
9. Empatar la realidad con la Norma Constitucional, para que los logros normativos 
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